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La relación entre las autoridades civiles y los militares es un aspecto fundamental de todo 
régimen político; el carácter de estos vínculos permite distinguir entre los gobiernos 
autoritarios y los democráticos. Su análisis por lo tanto resulta esencial para establecer las 
condiciones y la calidad de un sistema democrático. En el caso colombiano, a lo largo del 
siglo XX y en lo corrido del XXI, las relaciones cívico militares se han configurado 
principalmente en torno a las lógicas y las dinámicas del conflicto armado interno. Esto 
plantea no pocos desafíos para entender el papel de los militares como actores clave de 
la sociedad y agentes en el proceso de construcción del Estado nacional. Este trabajo 
analiza la relación entre las élites políticas y los militares en el periodo de ejecución del 
Plan Colombia (2000-2012) a partir de dos variables: la subordinación militar al poder civil 
y la efectividad militar en las misiones asignadas a los militares. 
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The relationship between the civil authorities and the military is a fundamental aspect of 
any political regime; the nature of these links allows us to distinguish between authoritarian 
and democratic governments. Its analysis is therefore essential to establish the conditions 
and quality of a democratic system. In the Colombian case, throughout the 20th century 
and throughout the 21st century, civil-military relations have been shaped mainly around 
the logics and dynamics of the internal armed conflict. This poses not a few challenges to 
understand the role of the military as key actors in society and agents in the process of 
building the national state. This paper analyzes the relationship between the political elites 
and the military in the period of execution of Plan Colombia (2000-2012) based on two 
variables: military subordination to the civil power and military effectiveness in missions 
assigned to the military. 
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Ha pasado ya medio siglo desde la publicación de “El soldado y el Estado” (1964) de 
Samuel Huntington, una obra que se volvió central para comprender el papel de los 
militares en las sociedades modernas. Allí se plantea que la estabilidad política de 
cualquier sociedad depende en gran medida de los militares y su relación con las 
autoridades democráticamente elegidas.  
Esta influencia llegará a manifestarse incluso en la obra de  Charles Tilly,  “Coerción, capital 
y los Estados europeos, 990-1990” (1990),  que plantea una visión en la cual la autoridad 
estatal y el desarrollo de su infraestructura institucional se deben a la centralización de la 
capacidad coercitiva en cabeza de un soberano nacional, inicialmente identificado con la 
figura del monarca absoluto.  
Ambas obras concuerdan en un punto: si bien en los inicios del Estado moderno la 
autoridad política y la autoridad militar se confundían en la figura del rey, el advenimiento 
de la democracia complejizó la situación debido a la necesidad de un cuerpo militar 
profesional y escindido de la esfera política; esto dio lugar a la necesidad de esclarecer la 
naturaleza de las relaciones entre los civiles y los militares, ¿cuál ha sido desde entonces 
el fundamento de la subordinación del poder militar al poder civil? 
Como lo señalan Born, Caparini, Haltiner y Kulhmann (2006), en una democracia los 
representantes elegidos son los encargados del aparato estatal en su conjunto y los 
responsables de salvaguardar soberanía nacional; los militares son parte de la burocracia 
estatal y están sujetos a las directivas de los gobernantes de turno, bajo los parámetros y 
procedimientos establecidos bajo el estado de derecho. Sin embargo, las relaciones entre 
militares y autoridades civiles están sujetas a presiones, controversias e interpretaciones 
divergentes respecto tanto a los objetivos como a los procedimientos orientados a 
mantener el orden y la seguridad de una nación.  
De allí el interés por estudiar las Relaciones Cívico-Militares (RCM), entendidas como 
“todas las interacciones entre el mando de las Fuerzas Militares, por un lado, y de las élites 
políticas no militares que tienen el poder de tomar decisiones políticas, de otro” (Croissant 
& Kuehn, 2017, p. 3).   
La importancia del análisis de las relaciones cívico-militares se sustenta en cuatro razones 
específicas. En primer lugar, su comprensión es fundamental para entender la política de 
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seguridad y defensa de cualquier país, dado que esta tiene que incluir el objetivo de 
“desarrollar un sistema de relaciones cívico-militares, que realcen en grado máximo la 
seguridad militar con el menor sacrificio de otros valores sociales […] el logro de este 
objetivo comprende un complejo equilibrio de poder y actitudes entre los grupos civiles y 
militares” (Huntington, 1964, p. 14), para que se considere exitosa y adaptada a las 
necesidades de una democracia. 
En tercer lugar, la posición social y política de los militares suele dar pistas sobre el futuro 
institucional de los regímenes políticos. En la medida que los militares sean incluidos en 
cada vez más roles y estos estén fuera de la esfera militar, es más probable un posible 
debilitamiento de la democracia e incluso una mayor propensión a los golpes militares 
(Desch, 1999). De este modo, puede decirse entonces que las relaciones cívico-militares 
son esenciales en los estudios en materia de seguridad y para sus posteriores impactos 
en las sociedades democráticas. 
Finalmente, se encuentra la necesidad misma de ampliar esta agenda investigativa. Como 
argumenta Bland en varios de sus textos (1999, 2000), una de las grandes limitaciones 
para entender las relaciones cívico-militares radica en la falta de análisis y desarrollo de 
teorías explicativas sobre el tema. Si bien los textos de Bland describen el contexto 
académico imperante a principios del Siglo XXI, el desarrollo teórico en la materia sigue 
siendo insuficiente para entender las nuevas realidades de las relaciones cívico-militares. 
Las RCM pueden ser analizadas a partir de dos variables: por un lado, el control civil cuya 
ejecución hace que “los civiles puedan delegar el poder de decisión y la implementación 
de ciertas políticas en los militares, mientras que los militares no tienen ningún poder de 
decisión fuera de las áreas específicamente definidas por los civiles” (Croissant & Kuehn, 
2017, p. 3). De este modo, la primera variable hace referencia a la subordinación del poder 
militar al poder civil. 
La segunda variable se refiere a la efectividad militar cuyo propósito es determinar “si los 
militares están preparados o no para cumplir con algunos o todos los roles asignados a 
ellos” (Croissant & Kuehn, 2017, p. 4). En esos términos, el rol esencial de cualquier cuerpo 
militar moderno es la lucha en conflictos de índole internacional para así dar cumplimiento 
a las tareas de defensa nacional. Sin embargo, este rol ha mutando al incluir asuntos de 
seguridad interna, como lo demuestra el caso colombiano.  
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Entender la efectividad militar resultará importante, pues eso dará un diagnóstico sobre la 
capacidad de los militares para cumplir con las tareas asignadas por la autoridad civil. Unas 
fuerzas militares poco efectivas indicarían problemas, materiales o de otra índole, para 
ejecutar las decisiones de las autoridades elegidas democráticamente. Estas dos 
variables, por tanto, serán la base para el análisis del estudio de caso al que se dedica el 
presente trabajo. 
En el caso colombiano, las RCM se han configurado en un contexto de conflicto armado 
interno. En particular, la agudización de la guerra a partir de los años noventa trajo consigo 
una serie de consecuencias que incidieron sobre las relaciones cívico-militares en el país: 
las tomas y ofensivas por parte de las guerrillas, la incapacidad de las Fuerzas Militares 
para defenderse o ejecutar los roles asignados a ellos, los procesos de paz fallidos y poco 
apoyados por los militares en el pasado, la situación política inestable luego de la situación 
de Samper con el Proceso 8000 y de los fallidos diálogos del Caguán con Pastrana, una 
situación económica precaria y, en general, una desconfianza generalizada en las 
institucionalidad del país.  
En respuesta a la confluencia de estos factores de desestabilización se planteó el Plan 
Colombia (PC), como una estrategia militar y política para combatir los grupos guerrilleros 
y recuperar el control territorial por parte del estado colombiano. Debido a este contexto y 
por motivos de necesidad tanto propia como ajena, Estados Unidos jugó un papel central 
en la formulación y la implementación del plan.  
El Plan Colombia generó un cambio en la forma de entender y responder a los problemas 
más urgentes de seguridad en el país. Gran parte de los recursos del Plan fueron usados 
para financiar la lucha contra el narcotráfico y las insurgencias mediante el fortalecimiento 
y modernización de las Fuerzas Militares. No es casualidad que la aplicación de este plan 
significara un aumento del gasto militar de un porcentaje inicial del 3% al 6.5% del PIB en 
apenas 10 años (Rojas, 2015). Este presupuesto de seguridad se enfocó, como ya se dijo, 
en la lucha contra los cultivos ilícitos, el aumento de la presión en contra de las guerrillas 
y la protección de activos estratégicos (Rochlin, 2007).  
Con la implementación del PC, las Fuerzas Militares sufrieron una transformación 
acelerada tanto desde el punto de vista de la planeación, como en la forma de enfrentar 
las amenazas. Varios estudios (Guevara Latorre, 2015; Monroy Hernández, 2014; Pachón, 
2009; Petras, 2001; Pizano, 2001; Rojas, 2015; Tickner & Morales, 2015) han abordado el 
             XVI 
 
análisis del PC a partir de diversos enfoques: el impacto en la política exterior del país, el 
carácter desarrollista en varios temas más allá incluso del tema militar, el gasto en defensa 
y seguridad, y el cambio en la situación estratégica en relación a las guerrillas y al 
narcotráfico. 
Pese a que parecería evidente que una estrategia de tal envergadura habría de afectar las 
relaciones cívico-militares, éste resulta ser uno de los aspectos menos estudiados hasta 
ahora sobre el PC. Algunos trabajos recientes han avanzado en esta dirección: Pizarro 
(2018), por ejemplo, presenta un panorama general del desarrollo de las Fuerzas Militares 
desde los años noventa hasta la actualidad; su trabajo hace especial énfasis en los 
procesos de transformación, su impacto para el desarrollo del conflicto y la dinámicas que 
conectan estos cambios con las tendencias políticas y militares internacionales; una de las 
premisas centrales del texto es que justamente estas trayectorias institucionales, desde el 
inicio del Frente Nacional con Lleras Camargo hasta el proceso de paz en el gobierno 
Santos, configuraron de a poco unas Fuerzas Militares profesionales y capaces de cumplir 
su mandato constitucional.   
En esta misma línea, el trabajo de Ugarriza y Pabón (2017) analiza la evolución de las 
Fuerzas Militares colombianas desde la segunda mitad del siglo XX hasta principios del 
siglo XXI; apoyándose en los archivos militares, el texto aborda cuestiones estratégicas y 
técnicas. Los autores examinan tanto las visiones tanto de la guerrilla como de las Fuerzas 
Militares, para entender su interacción y las formas como respondieron mutuamente al 
escenario estratégico de la guerra; en ese análisis, la visión tanto de los actores civiles 
como de los militares es indispensable para la comprensión del conflicto armado. 
Si bien, la obra de Borrero (2019a) no aborda directamente el Plan Colombia, si 
proporciona elementos de análisis para entender una etapa crucial del conflicto armado 
interno, entre el surgimiento de las guerrillas a mediados de los años 60 hasta la ofensiva 
de las FARC contra las Fuerzas Militares a mediados de los años 90. Allí se plantean los 
problemas de estrategia y de táctica de un conflicto irregular, los dilemas éticos de este 
tipo de guerra y los altibajos de las relaciones entre autoridades civiles y militares. Varios 
de estos asuntos se verán reflejados posteriormente en la implementación del Plan 
Colombia. 
Los trabajos de Leal Buitrago (1994, 2011) trazan la historia tanto de la política de 
seguridad como de las Fuerzas militares colombianas. En estos textos, el autor trata de 
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explicar numerosos fenómenos en materia de seguridad, acercándose a las relaciones con 
las élites políticas y la influencia extranjera en materia doctrinaria y técnica. 
El trabajo de Dávila, Escobedo, Gavina y Vargas (2000) examina la dinámica de las 
relaciones cívico militares durante el gobierno Samper y es un insumo esencial para 
entender el contexto en que nace el PC durante el gobierno Pastrana.  
El proceso de modernización y transformación de las Fuerzas Militares que implicó el PC 
comporta aspecto no sólo doctrinales y organizacionales sino también debates de carácter 
político. Por ejemplo, la entrega de los recursos estadounidenses que respaldaban la 
estrategia estuvo condicionada al respeto de los Derechos Humanos por parte de la 
unidades receptoras, lo que implicaba romper sus relaciones con grupos paramilitares y 
de seguridad privada (Rojas, 2015). Así mismo, la creación de nuevas unidades operativas 
y una nueva organización de las Fuerzas terminó teniendo un impacto directo en la 
efectividad de los militares en los roles que se les fueron asignados para la implementación 
de la estrategia.  
A partir de lo anterior, el presente trabajo busca contribuir al análisis del impacto del Plan 
Colombia en las relaciones cívico-militares. Así, la pregunta central que se busca 
responder aquí es: ¿representa la implementación del Plan Colombia un cambio en las 
relaciones cívico-militares en el país durante el periodo comprendido entre 1999 y 2018?, 
y si es el caso, ¿de qué tipo de transformaciones se trata? 
El texto se organiza de la siguiente manera: el capítulo uno da cuenta del marco teórico y 
metodológico que sustenta el análisis; en el capítulo dos se presenta de manera sucinta el 
contexto histórico de las RCM antes del Plan Colombia; el capítulo tres, desarrolla a 





1. Marco teórico y metodología 
1.1 Marco teórico 
En general, en el análisis clásico de las RCM se utilizan dos conceptos centrales: el 
primero, la subordinación militar a la autoridad civil y, el segundo, la profesionalización 
militar como condición necesaria de los ejércitos modernos. El trabajo de Barany (2012) 
compara la incidencia de estos conceptos en varios casos  a partir de variables explicativas 
como la preponderancia política de los militares, los flujos mercantiles de armas y el 
relacionamiento con la sociedad civil como claves para entender el contexto en el que los 
Estados establecen, profesionalizan y equipan a las Fuerzas Militares, estos conceptos 
permiten analizar las relaciones cívico-militares en sociedades con distintos niveles de 
democratización.  
En sociedades no democráticas el análisis se plantea  en torno dos extremos; en un polo 
se encuentran situaciones de una subordinación absoluta a la autoridad civil, con órganos 
de vigilancia que suprimen toda autonomía militar y suelen castigar cualquier tipo de 
actuación no establecida por la autoridad civil; en el otro extremo,  se presentan situaciones 
con una subordinación vacua a la autoridad civil, lo que genera una autonomía total de las 
Fuerzas Militares, incluso cooptando muchas instituciones del Estado (Mendee, 2013). Sin 
embargo, como se verá más adelante, en el análisis de varios casos de regímenes no 
democráticos no basta con el examen de los niveles de profesionalización militar y de  
subordinación al poder civil como marco teórico (Harries, 1990). 
En este sentido, deben destacarse textos como los de Betts (1977) que analizan el proceso 
de toma de decisiones entre las autoridades civiles y los altos mandos militares. Bien sea 
en regímenes democráticos o no democráticos, el procedimiento de toma de decisiones 
en materia de seguridad implica generar un diálogo entre las autoridades políticas y los 
altos mandos militares, por lo que entender las condiciones de este diálogo y la 
10 Civiles, militares y una historia en conflicto: las relaciones cívico-militares en el 
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preponderancia de los uniformados en la vida política, resulta clave para dilucidar las 
decisiones de un gobierno. 
Para el caso de sociedades con democracias recién establecidas, el marco de análisis 
para las RCM busca  comprender de qué manera las Fuerzas Militares terminan 
adaptándose a la reanudación de procesos democráticos que cuentan con mayor 
presencia y empoderamiento de la sociedad civil; la inclusión del modelo de análisis de 
“principal-agente”  permite hacer operativo el concepto de subordinación civil en tanto se 
infiere que la autoridad civil se convierte en el principal y que este, a su vez, asigna 
misiones y atribuye voluntad política al agente, es decir, a las Fuerzas Militares (Agüero, 
2001). Así mismo, los modelos analíticos han hecho especial énfasis en el papel de las 
Fuerzas militares en la reconstrucción de las instituciones democráticas, ya sea generando 
las condiciones de seguridad para garantizar su gestión o usando su legitimidad política 
para transferirla a los órganos civiles. 
Para el caso de las democracias ya establecidas, el análisis adopta el concepto de la 
subordinación militar al poder civil, indagando de manera mucho más profunda en el papel 
de las Fuerzas Militares y, en general, de la política pública de seguridad en el marco de 
la participación ciudadana y la rendición de cuentas (Mares & Kacowitz, 2016). Este marco 
de análisis es aplicado al caso europeo en textos como el editado por Born, Caparini, 
Haltnier y Kuhlmann (2006). En él se analizan las características de las RCM en los países 
europeos, de acuerdo con la fortaleza de sus instituciones democráticas y la consolidación 
del estado de derecho en la posguerra fría. 
En el mismo sentido, Bland (1999) identifica cuatro elementos de las relaciones cívico 
militares en sociedades democráticas y liberales: primero, el llamado “problema 
pretoriano”, que hace referencia a la necesidad de limitar el poder político del 
establecimiento militar; segundo, que el comportamiento del cuerpo militar se dé en 
armonía con los fines del Estado y que este no atente con las decisiones de gobierno o la 
ciudadanía; tercero, la necesidad de proteger a los militares del doble problema de la 
subordinación, buscando maneras de proteger a los militares de los intereses particulares 
y arbitrarios de las autoridades civiles; y cuarto, el tipo de relacionamiento que pueda tener 
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Si bien las categorías analíticas responden a los fenómenos presentes en el contexto en 
el que fueron creadas, los desafíos emergentes en materia política y de seguridad obligan 
a la creación de nuevas categorías de análisis que permitan explicar muchos más casos 
que las categorías originales. Para Bruneau (2013) la profesionalización militar expresada 
en la obra de Huntington adolece de  tres graves problemas: primero, su carácter 
explicativo; en tanto no puede analizar de manera concreta regímenes democráticos no 
consolidados del todo o que tienen características de contexto específicas como un 
conflicto interno o externo latente. Segundo, la concepción entre control objetivo y subjetivo 
planteado cae constantemente en “tautologías” (Bruneau, 2013, p. 17) dado que su 
diferenciación sigue sin ser clara. Tercero, se acusa a este enfoque de sesgar los datos 
en tanto pone el foco de atención en una única variable de análisis.  
Dadas estas críticas, Bruneau y Matei (2013) hablan de la necesidad de crear un nuevo 
modelo de análisis basado en tres conceptos clave que se resumen en la Gráfica 1:  








Fuente: elaboración propia con base en Matei (2013) 
 
En ese sentido, se mantiene la categoría clásica de Huntington y Janowitz referente al 
control efectivo y democrático de las Fuerzas Militares y se agregan dos nuevas 
categorías: la efectividad, que hace referencia al cumplimiento palpable y verificable de las 
misiones puestas en la estrategia militar por parte de las autoridades civiles. Mientras que 
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la eficiencia se refiere a cómo los militares administran y optimizan el presupuesto 
haciendo especial énfasis en cómo estas instituciones son evaluadas por los órganos de 
control del Estado en un marco democrático (Matei, 2013). 
Sin embargo, este modelo no se mantuvo estático, Croissant y Kuehn (2017) simplifican el 
modelo estableciendo las categorías de efectividad militar (retomando a Matei) y 
subordinación militar al poder civil (retomando claramente a Huntington) como conceptos 
centrales para el análisis. 
 
Figura 2. Categorías del modelo de análisis en las relaciones cívico militares. 
 
Fuente: Elaboración propia con base en Croissant & Kuehn (2017) 
 
Este nuevo modelo constituye el marco analítico del estudio de caso que aquí se presenta. 
Ello se debe fundamentalmente a dos razones: la primera, porque supera y a la vez 
completa el análisis tradicional que solo revisaba una de las categorías planteadas (la 
subordinación militar al poder civil) permitiendo un mejor discernimiento del caso 
colombiano. La segunda razón se debe a que las dos categorías del modelo de Croissant 
& Kuehn incluyen a las autoridades civiles no involucradas en la cuestión electoral como 
los directores de los órganos de control y de planeación estatal, ampliando de esta manera 
el entendimiento de las relaciones cívico-militares en su conjunto. Para el presente estudio 
de caso, las categorías se desagregan para analizar específicamente el Plan Colombia de 
la siguiente manera: dentro de la categoría de subordinación de los militares hacia las 
autoridades civiles, se analiza la percepción militar del contexto nacional y de las 
autoridades civiles, así como el apoyo militar a las políticas civiles. Respecto a la 
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efectividad militar, se examina la mejora en las capacidades técnicas y operativas a la par 
del cumplimiento de los objetivos institucionales. 
1.2 Metodología 
La investigación se realizó empleando tres herramientas metodológicas, orientadas a 
indagar tanto por los argumentos teóricos, como por los discursos y experiencias de los 
militares, su relación con los civiles y su visión del Plan Colombia. Por lo mismo, la 
naturaleza de la metodología es de orden cualitativa, analítica y cercana al análisis 
histórico aplicado a problemas políticos, en la medida que quiere dar sentido y explicación 
a los hechos sucedidos en el espacio y tiempo ya reseñados. Las herramientas utilizadas 
fueron: 
 
1. Revisión bibliográfica y de fuentes primarias: es el trabajo inicial sobre el que se 
fundamenta el trabajo. Se retomaron las ideas centrales en la materia y se 
complementaron con entrevistas hechas por medios de comunicación, 
declaraciones publicadas por las Fuerzas Militares, documentos oficiales y demás 
documentos similares.  
2. Revisión de la revista Fuerzas Armadas: dentro de esta etapa se buscó entender 
los temas y posiciones de los militares dentro de las publicaciones hechas en la 
revista Fuerzas Armadas, la de más larga data al interior de las Fuerzas y cuya 
edición está a cargo de la Escuela Superior de Guerra. Se revisaron los artículos 
publicados en el período comprendido entre 1980 y el año 2018.  
3. Entrevistas a expertos y militares: en la última etapa metodológica se realizaron 
entrevistas semiestructuradas a dos actores clave. En primer lugar, a expertos 
colombianos sobre los temas de seguridad y defensa. En segundo lugar, a militares 
retirados, las cuales permitieron profundizar en las percepciones y posiciones sobre 
el Plan Colombia al interior de las Fuerzas Militares. Para facilitar la sistematización 
de las mismas, se usa la herramienta Atlas Ti.  
 
Esta metodología resultó pertinente por dos razones: en primera medida, las técnicas de 
recolección de datos permitieron entender las relaciones cívico-militares tanto desde el 
punto de vista académico, como desde el punto de vista militar. El enfoque, por tanto, se 
pone en la percepción, las experiencias, los discursos y las declaraciones de los autores, 
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sobre todo en la primera y en la tercera fase metodológica. En segunda medida, el diseño 
metodológico permite rastrear la posición militar y política desde las publicaciones de una 
revista pensada justamente para difundir lineamientos técnicos y prácticas sobre la vida 
militar. Como se verá más adelante, la revisión de la revista Fuerzas Armadas también 
permite ver ciertas características de la relación con los civiles que son relevantes en 
relación con el enfoque teórico adoptado. 
1.3 Limitantes de la investigación 
En el trabajo de investigación adelantado se encontraron algunas limitantes. La primera 
dificultad hace referencia al objeto de estudio mismo. Tratar de entender el ámbito militar 
y conseguir evidencias resulta complicado por la naturaleza de su labor y por la coyuntura 
política1 imperante en el momento de llevar a cabo la investigación. Muchos militares no 
accedieron a dar una entrevista justamente por esta realidad y varios de los documentos 
que pudieron aportar insumos frente a los argumentos planteados, siguen estando 
protegidos por el nivel de seguridad y el recelo de los uniformados. 
Como se hace evidente en varios pasajes del texto, debido a su centralidad en la historia, 
su tamaño y papel en el conflicto, el Ejército Nacional tiene una importancia mucho mayor 
que la Armada Nacional y la Fuerza Aérea en el relato. Debido a ello, la información para 
los años señalados está mucho más completa para el caso de esta primera. Sin duda, 
entender el impacto del Plan Colombia en las relaciones cívico-militares implica un 
entendimiento más holístico de las Fuerzas Militares a futuro. De hecho, una visión 
ampliada de las relaciones cívico-militares tendría que intentar entender las relaciones 
entre los militares y las autoridades civiles locales y regionales, cosa que el trabajo 
propuesto no realiza al centrarse en las autoridades civiles del orden nacional. 
                                                 
 
1 Al momento de escribir este apartado, han pasado pocos meses del escándalo causado por un 
editorial de The New York Times sobre la búsqueda de un aumento en los resultados militares, 
motivada justamente por declaraciones de miembros de la Fuerza. Además, se encuentra en pleno 
escrutinio público los resultados de la operación ejecutada en el Departamento de Caquetá que dejó 
como resultado la muerte de 8 niños y la renuncia del Ministro de Defensa en noviembre de 2019. 
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Finalmente, la tercera limitante hace referencia a la disponibilidad de información y la 
necesidad de actualizar constantemente las fuentes. Justo en medio de la sistematización, 
la revista Fuerzas Armadas mudó su sitio web y cambió de manera sustancial la 
disponibilidad de ciertos números de la revista. Así mismo, la disponibilidad y tiempo de 
los expertos a entrevistar, impidió que varias charlas se llevaran a cabo cambiando de 




2. Contexto histórico de las relaciones cívico-
militares en Colombia  
2.1 Subordinación de los militares a las autoridades 
civiles 
Las relaciones entre las autoridades civiles y militares durante la primera parte del siglo XX 
y hasta la conformación del Frente Nacional, se caracterizaron por un proceso lento de 
institucionalización del estamento militar y una constante confrontación entre elites 
regionales y partidos políticos en torno al control de la capacidad coercitiva. Pese a los 
esfuerzos por establecer unas fuerzas militares de carácter nacional, su reducido tamaño, 
la precariedad de su equipamiento y entrenamiento, así como los enormes desafíos de 
una geografía extensa y accidentada, hicieron que su consolidación institucional tuviese 
que esperar hasta bien entrado el siglo.  
Las Fuerzas Militares colombianas tuvieron un proceso de profesionalización tardío que se  
concretó durante el quinquenio de Rafael Reyes con su proyecto de reforma castrense 
(Leal Buitrago, 1994). Antes de este proceso, la preparación y capacidades de los oficiales 
de la época era más bien precarias, lo que dificultaba marcar fronteras claras entre la vida 
civil y la vida militar (A. L. Atehortúa Cruz, 2001). La profesionalización implica la 
consolidación de un cuerpo preparado única y exclusivamente para las labores castrenses, 
mediante una educación especializada y enfocada a profundizar las diferencias prácticas 
entre un uniformado y un civil.  
De esta manera, solo hasta la primera década del siglo XX este cuerpo se constituyó de 
manera funcional; los primeros oficiales surgidos del proceso de profesionalización, 
llegaron al Comando de las Fuerzas Militares apenas hasta la década de los cuarenta (Leal 
Buitrago, 1994).  Un hito en la institucionalización de las relaciones cívico-militares fue la 
ley 72 de 1930 que dispuso que “la fuerza armada no es deliberante. En consecuencia, los 
miembros del Ejército, de la Policía Nacional y de los cuerpos armados de carácter 
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permanente o municipal, no podrán ejercer la función del sufragio mientras permanezcan 
en servicio activo” (Congreso de la República, 1930, p. 1).  
La restricción del voto a los miembros de las Fuerzas Militares se mantuvo a lo largo del 
siglo XX invocando los fundamentos de la Constitución de 1886 y fue prolongada en la 
Constitución de 1991; ello respondió a la necesidad de mantener a los militares lejos de la 
vida política y las decisiones propias de su naturaleza. Según Atehortúa Cruz (2001), a 
pesar de estas medidas,  la relación entre los civiles y los militares en esta primera parte 
del siglo XX estuvo marcada por una lucha entorno a el monopolio de las armas, por parte 
de los primeros, y la constante intención de los segundos en buscar espacios de poder y 
autonomía.  
Otro hito importante de este proceso de profesionalización fue el conflicto colombo-
peruano que se dio entre los años de 1932 y 1933; debido a tres razones específicas: 
primero, la novedad que implicaba un conflicto de carácter internacional obligó a los altos 
mandos a repensar la estrategia de seguridad en general. Segundo, dado el carácter del 
conflicto, el área de operaciones y la precariedad del equipamiento militar disponible 
entonces, las autoridades políticas decidieron aumentar el presupuesto militar de manera 
extraordinaria. Tercero, este conflicto puso en evidencia para las autoridades civiles  la 
importancia de los temas de seguridad y, sobre todo, el papel preponderante de los 
militares en la sociedad. Sin embargo, la guerra con Perú no tuvo ni el alcance ni logró el 
nivel organizativo suficiente para consolidar un dispositivo militar moderno: 
“Colombia, por otra parte, no tuvo un conflicto con sus vecinos que le exigiera, en forma 
temprana, un tipo diferente de cualificación y profesionalización en sus tropas. Ni siquiera en 
la corta guerra con el Perú, en 1932, el ejército Colombia no pudo erguirse como símbolo de 
identidad nacional. Sus pocas batallas se realizaron lejos de las regiones pobladas y el final 
diplomático fue reclamado por los civiles como obra suya. Este aspecto, considerado en 
términos cotidianos y románticos  como «suerte histórica», constituye en realidad una ausencia 
crítica cuando se trata de estudiar las circunstancias que conducen a la formación de un Estado 
Nacional” (A. L. Atehortúa Cruz, 2001, p. 140) 
Más adelante, otro conflicto con un talante y una naturaleza diferentes, volverá a movilizar 
a los militares poniendo a prueba el proceso de profesionalización: la guerra de Corea.  
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2.1.1.1 El impacto de la participación en la Guerra de 
Corea  
 
La participación del Ejército colombiano en la Guerra de Corea tuvo un impacto sustancial 
tanto en la profesionalización de las fuerzas militares como en la percepción que de ellas 
tenían las élites. El gobierno de Laureano Gómez decidió participar en la coalición 
occidental organizada por Estados Unidos para hacer frente a la amenaza del comunismo 
internacional en Corea. 
Una de las motivaciones para actuar del lado estadounidense fue la obtención tanto de 
asistencia militar como de apoyo político. El “Batallón Colombia” estuvo conformado por 
5.100 soldados, miembros de la infantería del Ejército colombiano y prestó sus servicios 
entre 1951 y 1954 bajo el Comando de las Naciones Unidas en Corea.  
Esta experiencia internacional tuvo varios efectos en las relaciones cívico-militares en 
Colombia: en primer lugar, en aras de contar con la aprobación militar, el mismo Laureano 
Gómez mostró a los militares como un cuerpo profesional que era capaz de llevar a cabo 
operaciones de carácter internacional, prometiendo un mejoramiento sustancial en la 
situación material de las Fuerzas de cara a afrontar la empresa propuesta (A. L. Atehortúa 
Cruz, 2008). 
En segundo lugar, se firmó el Pacto de Ayuda Militar de 1952 en el que Estados Unidos se 
comprometió a brindar asistencia militar de manera sostenida.  El acuerdo también incluyó 
pagos por parte de Colombia para la adquisición de equipos y entrenamiento que, al final, 
no pudieron ser ejecutados de manera total generando cierta tensión con Estados Unidos 
(A. L. Atehortúa Cruz, 2008).  
En tercer lugar, la participación de militares colombianos en Corea causó numerosas 
críticas al gobierno colombiano debido a  la cada vez más degradada situación de violencia 
nacional y la irrelevancia de librar una guerra en otras latitudes (Meléndez, 2015). Este 
hecho enfrentó al Partido Conservador, al que pertenecía el presidente Gómez y que 
apoyaba la aventura coreana, con el Partido Liberal, crítico de la forma en que  el gobierno 
estaba abordando la situación interna y la reprobable cercanía a Estados Unidos en 
materia militar.  
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En cuarto lugar, los oficiales que participaron en la guerra y que luego volvieron a Colombia 
jugaron un papel decisivo en la organización institucional castrense; el Comandante del 
Batallón Colombia, Alberto Ruiz Novoa fue posteriormente Ministro de Guerra e 
implementó varias de las lecciones aprendidas en Corea a la lucha contrainsurgente en el 
país; la experiencia adquirida así como el contacto en el terreno con las fuerzas militares 
estadounidenses contribuyeron a avanzar en el proceso de profesionalización militar.  
Autores como Atehortúa (2008), Meléndez (2015), Lynn (2005), (Rodríguez, 2006) y 
Valencia Tovar (1976) coinciden en señalar que  esta experiencia internacional generó un 
avance técnico, tecnológico y doctrinario que repercutió en cuestiones esenciales de la 
actividad militar, como la organización interna, la doctrina y hasta la logística orientada a 
la conducción de operaciones. Los militares que volvieron de Corea replicaron sus 
experiencias y sus aprendizajes, generando un proceso de modernización que rendiría sus 
frutos en los años posteriores.  
esto además contribuyó a estrechar los vínculos y la cooperación militar con Estados 
Unidos, la cual, desde entonces, no sólo se mantuvo a lo largo de los años, sino que se 
profundizó hasta culminar en el Plan Colombia.  
2.1.1.2 El gobierno militar de Rojas Pinilla 
Además de la experiencia en Corea, las relaciones Cívico-Militares que se vieron alteradas 
con la llegada del General Rojas Pinilla al poder luego del golpe de Estado a Laureano 
Gómez en 1953:  
Todos en alguna medida esperaron un movimiento de tipo golpista en contra de Laureano 
Gómez: los industriales, agremiados en la ANDI, los comerciantes, organizados alrededor 
de FENALCO, y amplios grupos políticos al interior de los partidos políticos estaban de 
acuerdo en la posibilidad de un colapso político. Sin embargo, a diferencia de las dictaduras 
del cono sur, en su mayoría caracterizadas por un control deseado de los militares respecto 
a todo el aparato estatal, en Colombia los militares retienen el poder debido a la incapacidad 
de los políticos civiles para lograr acuerdos, de hecho “los militares no estaban preparados 
para tomarse el poder ni lo buscaron: se lo encontraron. La mejor prueba de ello es la 
manera como se nombró al gabinete ministerial y su composición misma (A. L. Atehortúa 
Cruz, 2010, p. 39). 
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Más que una dictadura militar con todas las connotaciones que suele tener este tipo de 
régimen,  el gobierno Rojas Pinilla fue más bien una solución transitoria a la inestabilidad 
política y la inseguridad generalizada de la época de La Violencia; este interregno de cuatro 
años en los que los militares estuvieron a cargo del gobierno dio paso a un régimen de 
control civil pactado entre los partidos liberal y conservador que sería denominado como 
el Frente Nacional2. En todo caso, la aventura política de los militares terminó en el año de 
1957, justo cuando Rojas Pinilla mostró tener aspiraciones de dominio más fuertes, por lo 
que una Junta Militar liderada por Gabriel París tomo el control del ejecutivo para luego 
convocar a elecciones en el marco del plebiscito de 1957 
Lo sucedido en los cuatro años desde el golpe de estado hasta la entrega del poder de 
Rojas Pinilla a la Junta Militar, muestra dos cuestiones esenciales respecto a las relaciones 
cívico-militares. La primera se refiere a que las Fuerzas Armadas colombianas se 
posicionaron por encima de la disputa partidista como garantes de la unidad y el orden, 
como  lo señala Nunn (2001). En esa medida, más que un claro deseo del poder, lo que 
buscaron los militares fue mantener el orden y sobrellevar la crisis nacida luego del 
estallido de La Violencia y la inestabilidad política generada por el gobierno de Laureano 
Gómez. 
La segunda cuestión se refiere a la devolución, sin confrontación ni resistencia, del poder 
a los civiles, dado que esto puso de manifiesto que a pesar de su incursión en el ámbito 
político , existía cierta conciencia democrática al interior de las instituciones castrenses. 
Los uniformados no se aferraron al poder como en otros países y el retorno de la autoridad 
civil se realizó sin mayores traumatismos tanto para los partidos tradicionales, como para 
las Fuerzas Militares. Uno de los efectos fue el incremento de la autonomía militar en el 
manejo del orden público, debido al auge de las guerrillas y la violencia en el territorio 
nacional. Como lo señala Borrero sobre el gobierno de Rojas Pinilla:  
 “El intento no logró algo diferente de poner en guardia a los viejos partidos y de hacer entrar 
al régimen en un proceso autodestructivo. Se menciona esto para subrayar que el gobierno 
                                                 
 
2 Esta relevancia del bipartidismo en Colombia puede entenderse de mejor manera si se consultan 
textos como el de Tirado Mejía (1978) en donde se analiza a profundidad el papel que han tenido 
el Partido Conservador y Liberal en la historia independiente de Colombia. 
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no fue estrictamente militar, y que Rojas no logró quebrar la tradición civilista en Colombia” 
(Borrero, 2019a, p. 58) 
El Frente Nacional, que se materializó tras la victoria del “sí” en el plebiscito de 1957, 
representó la vuelta al poder de los civiles bajo la mirada atenta de los militares, que, si 
bien respetaron el mandato civil, también tenían expectativas frente a su papel ante el 
deterioro de la situación de orden público de entonces. El Frente Nacional a su turno 
marcaría otra etapa en las relaciones cívico militares. 
2.1.2 El Frente Nacional y las relaciones cívico-militares 
hasta los años setenta 
Durante el Frente Nacional   se puso de presente la voluntad de los militares de no 
inmiscuirse más en los asuntos políticos nacionales, a la vez que los partidos tradicionales 
buscaban refrenar la violencia política que se enquistaba en varias regiones del país. El 
acuerdo estableció una alternancia en el poder entre el partido Liberal y Conservador en 
la presidencia, repartiendo también de manera paritaria el resto de cargos 
gubernamentales (Bushnell, 1994; Mesa García, 2009).  
Este periodo de transición y reacomodo fue inaugurado con el discurso pronunciado por el  
presidente Alberto Lleras Camargo3; en él se sentaron las bases sobre la manera en que 
la cúpula militar debía relacionarse en adelante con la élite política y el ámbito político en 
general:  
 […] Yo no quiero que las Fuerzas Armadas decidan cómo hay que gobernar a la nación en 
vez de que lo decida el pueblo, pero no quiero de manera alguna que los políticos decidan 
cómo se deben manejar las Fueras Armadas en su función técnica y en su disciplina, en 
sus reglamentos, en su personalidad. Esas dos invasiones son funestas, pero en ambos 
casos salen perdiendo las Fuerzas Armadas; la política mina la moral y la disciplina de las 
                                                 
 
3 Paradójicamente, como anota Armando Borrero (2019), diez días antes de que se diera el discurso, 
tuvo lugar un intento de golpe militar del cual, sin embargo, no se conocen mayores detalles. A 




Fuerzas Armadas. Las Fuerzas armadas para transgredir el límite de sus funciones, entran 
en la política y la dañan […] (Lleras Camargo, 1958) 
Debe destacarse en este punto no solo el llamado a la despolitización de las Fuerzas, sino 
también la necesidad de dar cierto grado de autonomía a los militares para llevar a cabo 
las misiones definidas por la constitución. Un asunto que resultaba de vital importancia 
dado que luego del estallido de la Violencia en 1948 el papel de los militares se había 
vuelto  esencial para mantener el orden y el estado de cosas constitucional (A. L. Atehortúa 
Cruz, 2014a). 
De esta manera, Lleras Camargo buscó que las Fuerzas Militares fueran totalmente 
operativas y estuvieran dispuestas a combatir la amenaza identificada luego del Bogotazo. 
Más adelante, el presidente agregó en su discurso:  
[…]Tuve dos empeños en esas campañas: que hubiera en la mente pública una clarísima 
distinción entre el Presidente su gobierno y sus actos y las Fuerzas Armadas; y luego, que 
no hubiera conspiración ni indisciplina, ni insubordinación, ni entendimiento entre civiles y 
militares para derrocar el gobierno, sino que se mantuviera al llegar la inevitable crisis la 
unidad de las Fuerzas Armadas […] (Lleras Camargo, 1958) 
El discurso presidencial del Teatro Patria tuvo dos propósitos: primero, despejar las dudas 
respecto al papel de los militares luego del gobierno de Rojas Pinilla, reforzando la idea de 
una institución profesional e independiente. Segundo,  fortalecer el control civil sobre los 
militares al resaltar la diferencia  entre la esfera militar de la esfera política (Pion-Berlin, 
2001). El discurso:  
Recordaba que cuando que las fuerzas armadas se inmiscuyen en la política se resquebraja 
su unidad. Por ello conviene, decía Lleras, el mantenerlas alejadas de la deliberación 
política. Lleras entendía que se debían garantizar ciertos privilegios estamentales como el 
fuero militar y reglas propias de la vida militar, pero en ningún caso la autonomía que asumía 
el electo presidente les daba para decidir sobre las políticas de seguridad y defensa (Ruíz 
Vásquez, 2015, pp. 156-157) 
Esta visión no solo caracterizó el periodo del Frente Nacional, sino que su influencia se 
prolongó en la constitución de 1991; en ella se reconoce la autonomía militar, pero 
limitando su papel fuera de la esfera decisoria y política.  La constitución del 91 mantuvo 
también la prohibición del voto militar. El Frente Nacional se aseguró de cerrarle el paso a 
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otro posible gobierno militar, y sentó las bases para un control civil eficiente y el 
mejoramiento sustancial de la efectividad militar. 
Otro elemento relevante que se planteó en ese discurso para las relaciones cívico militares 
fue el problema en torno a la distinción entre la apoliticidad y el apartidismo:  
 “En el texto no  se distingue con claridad el concepto de apoliticidad4 de un concepto de 
diferente alcance: el de apartidismo, entendido como obligación individual o puramente 
institucional. Alberto Lleras siempre lo usó en el sentido de apoliticidad y en Colombia 
también se entendió así. Tampoco se planteó alguna vez la diferencia en el debate público. 
Solo en la academia, 1989, aparece una referencia a los alcances de los dos conceptos” 
(Borrero, 2019a, p. 33) 
Este debate conceptual no es menor. En adelante la “apoliticidad” expresada por Alberto 
Lleras fue un derrotero claro de las élites políticas que mantendrán a los militares 
escindidos del mundo político y de las decisiones clave para el futuro del país.  
Más adelante, durante la presidencia de Guillermo León Valencia, se generaron dos de los 
documentos clave para entender las relaciones cívico-militares del Frente Nacional y, en 
general, el talante del conflicto armado hasta los años setenta: el Decreto 1288 y el Decreto 
3398 de 1965. En el primero de ellos se declaró que el orden público se encontraba turbado 
y se impuso el estado de sitio en todo el territorio nacional bajo los siguientes 
considerandos: 
1º. Que en diversos lugares del país han venido ocurriendo graves perturbaciones del orden 
público y atentados contra la libertad, la vida y los bienes de las personas;  
2º. Que, con ocasión del conflicto estudiantil originado en la ciudad de Medellín, se han 
producido desórdenes, tumultos y choques que han alterado la paz pública y la normalidad 
de la vida ciudadana;  
3º. Que todos estos hechos, unidos a la inseguridad social y a los problemas económicos 
que afectan a la Nación, han determinado una creciente conmoción interna agravada con 
la aparición de alarmantes formas de delincuencia, como el secuestro, lo cual constituye 
una seria amenaza para los asociados que la autoridad está obligada a proteger;  
                                                 
 
4 Cursivas puestas por el autor. 
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4º. Que de conformidad con el numeral 7º del artículo 120 de la Constitución, corresponde 
al Presidente de la República, como suprema autoridad administrativa, conservar en todo 
el territorio el orden público, y restablecerlo donde fuere turbado;  
5º. Que a pesar de que el Gobierno ha adoptado todas las providencias adecuadas dentro 
de sus atribuciones normales, la magnitud y gravedad de los acontecimientos exigen la 
aplicación de medidas de carácter extraordinario para restablecer el orden público y social;  
6º. Que el honorable Consejo de Estado fue oído previamente y emitió concepto favorable 
a la declaración del estado de sitio (Presidencia de la República, 1965ª, pg. 2) 
 
 
El decreto establece como amenazas a la seguridad la situación social causada por las 
movilizaciones estudiantiles, y en general la tensión social que se vivía en el momento; el 
desafío planteado por el auge de las guerrillas comunistas; y las limitantes políticos y 
legales en el funcionamiento de los organismos de seguridad del Estado. Para hacerles 
frente, la presidencia asumió poderes especiales para afrontar la creciente ola de violencia, 
lo que  dio lugar a acciones ilegales y represivas a lo largo del territorio nacional (Molano, 
2015). 
El segundo decreto reorganizó el sector defensa. El Decreto 3398 creó los parámetros 
administrativos para ejecutar las actividades que conciernan la defensa nacional del país, 
a la vez que clarificó los conceptos y las funciones necesarias para su ejecución. Tres 
puntos esenciales de este decreto deben abordarse para entender las relaciones cívico 
militares de dicho periodo, específicamente en materia de subordinación al poder civil. En 
primera medida, el decreto ratificó al Presidente de la República como máximo 
comandante de las Fuerzas Militares mediante cinco atribuciones específicas consignadas 
en el artículo 10 del documento: 
a) Dirigir, cuando lo estime conveniente, las operaciones de la guerra, como Jefe de las 
Fuerzas Armadas de la República; 
b) Dictar las disposiciones necesarias para la realización de estudios, planes y medidas que 
requiera la defensa nacional; 
c) Decretar la movilización y sus alcances en los casos requeridos por la defensa nacional; 
d) Decretar la desmovilización tan pronto cesen las causas que originaron la movilización; 
e) Asignar a las entidades públicas, centralizadas o descentralizadas, lo mismo que a los 
particulares, las misiones y funciones necesarias para la ejecución de los planes de la 
defensa nacional (Presidencia de la República, 1965, p. 4) 
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En ese sentido, el Presidente no solo tuvo la potestad de comandante, sino que también 
pudo intervenir en los procesos de planeación y movilización para el combate de las 
Fuerzas Militares. Sin embargo el literal “e” abrió la puerta para que grupos de civiles 
pudieran  armarse y constituir lo que a futuro serían los grupos paramilitares (Velázquez 
Rivera, 2007). 
 
Asimismo, el decreto reformó al Consejo Superior de la Defensa Nacional mediante varios 
artículos esenciales desde el punto de vista de las relaciones cívico militares. Respecto a 
sus funciones, el documento instituye al Consejo como el coordinador de las actividades 
civiles y militares en materia de análisis de información de inteligencia y la elaboración 
conjunta de informes sobre la seguridad del país (Presidencia de la República, 1965). 
 
Además de ello, la conformación del Consejo dio cuenta de la inclusión de otras 
autoridades civiles dentro de las cuestiones de seguridad y defensa nacional, en tanto se 
determinó que:  
 
El Consejo Superior de la Defensa Nacional estará integrado por los Ministros de Defensa 
Nacional, Gobierno, Relaciones Exteriores, Justicia, Hacienda y Crédito Público, Trabajo, 
Comunicaciones y Obras Públicas, por el Comandante General de las Fuerzas Militares y 
por el Jefe del Estado Mayor Conjunto (Presidencia de la República, 1965, p. 6) 
 
El texto también designó al Presidente de la República como responsable de presidir este 
organismo, lo que reafirma a la figura civil como máximo decisor de todas las políticas en 
materia de defensa nacional.  El decreto estableció con claridad el papel de las Fuerzas 
Militares en hacer frente tanto a las amenazas externas como a las internas. A la luz de 
esta nueva disposición, era previsible que este nuevo rol respecto a la seguridad interna, 
terminara aumentando la autonomía militar respecto a su propio funcionamiento. Esta idea 
es desarrollada por Fitch (2001), quien muestra los cambios al interior de las Fuerzas 
Militares cuando roles de seguridad interna les son asignados; estos cambios incluso 
requieren repensar las relaciones cívico-militares, en tanto este nuevo papel exige un 




Debe resaltarse que lógicamente los dos decretos fueron firmados por el Presidente 
Guillermo León Valencia, lo que se tradujo en la sumisión formal de las Fuerzas Militares 
a las directrices de la máxima autoridad civil. Este punto, siguiendo a Mattei (2013), se 
convierte en un punto esencial en tanto las relaciones cívico-militares de corte no 
democrático tienen ejemplos abundantes de planes y directrices aprobados por el mando 
militar y no por las autoridades civiles. 
 
Durante el Frente Nacional se da también un cambio en el diseño del Estado que concierne 
las relaciones cívico militares: 
 
El Ministerio de Guerra estuvo en manos de los militares desde el gobierno de Rojas, pero 
se tenía como una necesidad transitoria. De cierta manera, en este periodo se 
“institucionalizó”5 la presencia militar en el Ministerio de Guerra (luego de Defensa), 
presencia que era funcional para la norma de la paridad, aunque no fue esa la razón de 
fondo para mantenerla. En la práctica, un ministro militar en servicio activo tenía el doble 
carácter de agente político y de comandante militar, combinación complicada para el 
ejercicio de la responsabilidad política que tiene un ministro en el régimen presidencial 
colombiano (Borrero, 2019a, p. 65). 
 
Debido a este nuevo papel político de los militares dentro del Ministerio de Guerra y, en 
general, dentro del Gobierno de la época, el mismo autor recuerda la citación que el 
Congreso de la República hizo al General Alberto Ruiz Novoa en ejercicio de su función 
de control político. Las palabras usadas por el General en defensa del Teniente Coronel 
Valencia Tovar, que hablan más de un expositor ajeno a las cuestiones que se discutían a 
diario en el recinto, son dicientes respecto al estado de tensión que surgía por la inclusión 
de un militar en un proceso de este tipo (Borrero, 2019) 
 
Dicho esto, el Frente Nacional estableció varios instrumentos de control civil sobre los 
militares, a la par que enfrentó varios retos para llevar ese control a la práctica. El último 
reto institucional en esta materia dentro del Frente Nacional fue justamente la elección de 
Misael Pastrana en 1970, dado que las acusaciones de fraude por parte de la campaña 
rival, que apoyaba a Gustavo Rojas Pinilla, marcaron un punto de inflexión en la situación 
                                                 
 
5 Comillas agregadas por el autor. 
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de seguridad y estabilidad institucional del país. En adelante, el papel de las Fuerzas 
Militares y la subordinación de estas a la autoridad civil se vieron distorsionadas  
2.1.3  Años 70 y finales de los 80 
La situación de seguridad en el país empeoró progresivamente al término del Frente 
Nacional. Luego de la polémica creada por las elecciones de 1970 y la victoria de Misael 
Pastrana, los sectores políticos se radicalizaron. De la misma manera, la situación de orden 
interno siguió siendo irregular, en tanto las dos grandes guerrillas del país sufrían cambios 
fundamentales. En el caso de las FARC, la presencia en zonas de estratégicas en el sur 
del país le creó una relevancia cada vez más importante en el escenario de seguridad del 
país; en el caso del ELN, luego de la ofensiva militar ejecutada en la Operación Anorí en 
1973, este grupo intentará sobrevivir replegándose sobre sus principales zonas de 
influencia. La década de los setenta y los ochenta, por tanto, estuvo marcada por la vuelta 
de la democracia competitiva y el reacomodamiento de los actores inmersos en el conflicto 
armado. 
En 1974 llegó al poder Alfonso López Michelsen. Su gobierno buscó distanciarse de las 
políticas del Frente Nacional, tanto en materia política como económica y social, y 
adelantar una serie de reformas de diversos talantes. Pese a ello, no logró resolver los 
graves problemas económicos y de desigualdad social que prevalecían. Esto generó una 
situación de descontento generalizado que terminó afectando directamente a la 
subordinación militar y la apelación a las doctrinas antisubversivas y anticomunistas; 
respecto a las acciones de López en esta coyuntura Archila comenta que: 
En lo político mantuvo la paridad bipartidista haciendo difíciles equilibrios entre antiguos 
rebeldes como María Helena de Crovo y oscuros personajes ligados a la Violencia como 
Cornelio Reyes. Impuso de nuevo el estado de sitio en 1976 y por el resto de su mandato, 
mientras les dio carta blanca a los militares en el manejo del orden público. En vano intentó 
frenar el descontento popular y las limitaciones del aparato judicial con una “Pequeña 
Constituyente”, hundida por la Corte Suprema de Justicia. A lo largo de su mandato no cejó 
en penalizar la protesta tachándola de subversiva e hizo gala de una arrogancia que le costó 
el desafecto de sectores de la élite, como el ospino-pastranismo, y de las centrales 
tradicionales UTC y CTC (Archila Neira, 2016, pp. 314-315). 
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La figura del estado de sitio se prolongó a medida que la situación de orden público se 
deterioraba. Esto llevó al Paro Cívico Nacional de 1977 en el que centrales obreras, 
estudiantes y ciudadanos de las grandes ciudades marcharon en contra de las políticas del 
gobierno paralizando gran parte del país.  
El paro dio lugar a una estigmatización de las protestas sociales, interpretándolas como 
parte de la amenaza comunista que se extendía por el continente, asimismo, puso a prueba 
la autonomía militar para tratar los asuntos internos de seguridad: 
Aunque el Paro Cívico se había planteado como una expresión más del repertorio de acción 
de estos grupos, los 14 muertos y 31 heridos que dejó la movilización, así como el asesinato 
del ex ministro de Gobierno Rafael Pardo Buelvas a manos de un comando de la 
Autodefensa Obrera (ADO), demostró el grado de radicalización socio-política del país. No 
sorprende la declaración de 33 generales y almirantes, encabezados por el comandante de 
las Fuerzas Militares, general Camacho Leyva, al presidente López Michelsen (1974-1978), 
donde se le exige que tome medidas urgentes para que la institución militar pueda hacer lo 
necesario para defender la nación. Este tipo de exigencias por parte de las Fuerzas 
Armadas demuestra cómo las políticas de seguridad eran del ámbito de este organismo y 
no de las instituciones civiles. (Jiménez, 2009, p. 82). 
Bajo esta situación, el Partido Liberal volvió al poder en un contexto de descrédito 
institucional y enrarecimiento de las relaciones con las Fuerzas Militares. El triunfo de Julio 
Cesar Turbay Ayala en 1978, marcó un punto de quiebre para las relaciones cívico-
militares del país, particularmente, para la subordinación militar frente a la autoridad civil. 
Durante el mandato de Turbay, se identificó al llamado “enemigo interno” como la principal 
amenaza de seguridad. Al respecto, se señaló que: 
En el gobierno del presidente Julio César Turbay (1978-1982) hubo un esfuerzo por volver 
realidad la concepción de sociedad formulada por la Doctrina de Seguridad Nacional. El 
presidente Turbay facilitó la estructura del Estado para que los militares se sintieran a su 
acomodo. Su gobierno fue un simulacro de 'ocupación' del Estado por parte de los militares, 
al mejor estilo doctrinario. Este remedo de 'ocupación' militar del Estado permitió la aplicación 
de ese Estatuto, con detenciones indiscriminadas y torturas a personas de grupos sindicales, 
organizaciones populares e intelectuales considerados de izquierda. Estos episodios 
estuvieron enmarcados por la aplicación de la justicia militar, a través de numerosos consejos 
verbales de guerra, y la continuación de las operaciones militares contra las guerrillas. (Leal 
Buitrago, 2011, p. 8) 
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La autonomía otorgada a los militares mediante el Estatuto de Seguridad implicó por tanto 
un deterioro marcado de la subordinación militar, en tanto las decisiones en materia de 
orden público fueron delegadas directamente a los uniformados. Así mismo, la aplicación 
de la justicia militar a esferas diferentes a la militar, implicó la suplantación de la justicia 
civil y una distorsión de las funciones civiles en materia política y jurídica. 
En términos generales, la autonomía dada a los militares durante el periodo Turbay, 
permitió que los uniformados tuvieran un alto nivel de  injerencia  en la vida política, además 
de la ampliación de  los recursos y atribuciones para llevar a cabo la lucha contra la 
insurgencia (Jiménez, 2009; Ortiz, 2005). En este periodo aumentó de manera 
pronunciada la muerte de civiles propiciadas por el Estado en una clara vuelta a un periodo 
de exterminación solo comparable con el ocurrido durante La Violencia iniciada en 1948 
(Gutiérrez Sanín, 2014). Si bien el Estatuto fue derogado para finales del gobierno de 
Turbay, sus efectos sobre las relaciones entre civiles y militares se prolongaron en el 
siguiente gobierno. 
2.1.4  El gobierno Betancur, la toma del Palacio de Justicia 
y los años 90 
 
La llegada del nuevo gobierno de Belisario Betancur en 1982 estuvo marcada por la 
búsqueda de una limitación de la autonomía militar en el manejo del orden público y la 
implementación de un proceso de diálogo con la insurgencia. Sin embargo, tales objetivos 
no se alcanzaron, profundizando aún más el deterioro de las relaciones entre civiles y 
militares.  
Varios factores terminaron configurando el contexto descrito. En primer lugar, recién 
posesionado presidente Betancur creó la Comisión de Paz que tuvo como misión buscar 
una salida negociada al conflicto armado. A este propósito, se aprobó la Ley 35 de 1982 
la cual concedió “amnistía general a los autores, cómplices o encubridores de hechos 
constitutivos de delitos políticos cometidos antes de la vigencia de la […] Ley” (Congreso 
de la República, 1982, p. 1) y propició la liberación de guerrilleros que se encontraban 
recluidos en las cárceles colombianas.  
 31 
 
Esta amnistía no fue vista con buenos ojos por parte de los militares que seguían 
combatiendo a los focos activos de las guerrillas en todo el territorio nacional. Tampoco lo 
fueron los diálogos de paz:  
La adopción de la concepción de seguridad nacional como directriz ideológica militar y la 
adquisición de autonomía relativa de las instituciones armadas en el manejo del orden 
público terminaron con la prevención militar de adoptar posiciones políticas frente a la 
confrontación bélica. Esto se confirmó con el inicio de los llamados procesos de paz en 
1982. La consideración de las guerrillas como problema político y el inicio de negociaciones 
con ellas por parte del gobierno de Belisario Betancur (1982-1986) despertaron la oposición 
soterrada de los militares. Éstos nunca han reconocido el carácter político de la subversión, 
aún en medio de la combinación del tratamiento militar permanente con negociaciones 
intermitentes como ocurrió hasta 2002. (Leal Buitrago, 2011, p. 8) 
Los militares empezaron a ver con desconfianza el gobierno Betancur y manifestaron su 
desacuerdo en reconocer a las guerrillas como actores políticos y no como simples 
bandidos que debían ser perseguidos por las Fuerzas Militares. Esta tensión fue registrada 
por los medios de la época.  
Para quien hasta mediados de la semana pasada fuera ministro de Defensa, el general 
Fernando Landazábal, la mala racha se desató el 4 de enero en la noche, cuando ante las 
cámaras de televisión, y respondiendo preguntas de Margarita Vidal, le advirtió al país que 
"se acostumbraría a escuchar a sus generales". Y cumpliendo con su propia advertencia, 
procedió a hacer una serie de comentarios donde cualquier observador agudo percibía 
diferencias de fondo y de forma con el Presidente de la República.  (Semana, 1984, p. 1). 
El distanciamiento entre la cúpula militar y el Presidente, se profundizó con la toma del 
Palacio de Justicia en 1985. Durante este incidente, milicianos de la guerrilla del M-19 
tomaron las instalaciones del Palacio de Justicia y retuvieron a las personas que trabajaban 
allí, incluyendo a magistrados y personal administrativo (Bushnell, 1994). De inmediato, el 
Ejército y la Policía se desplegaron para retomar el control del edificio ubicado a escasos 
metros del Congreso de la República y de la Casa de Nariño. 
Uno de los hechos más controvertidos de la acción militar en la toma del Palacio de Justicia 
fue la desaparición de once personas que fueron rescatadas del edificio, pero de las cuales 
no se conoció más su paradero. Oficiales del Ejército como el Coronel Plazas Vega y el 
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Brigadier General Arias Cabrales, fueron acusados de participar en estas desapariciones, 
dando lugar a una investigación en su contra.  
El punto álgido de ésta investigación era establecer quién había tomado las decisiones en 
medio del operativo llevado a cabo en el Palacio. . En un interrogatorio realizado a Betancur 
en 1987 y luego reproducido por la revista Semana en 2006, el expresidente manifestó 
que: Sin embargo, el punto esencial para esta investigación fue la complicada 
comunicación que tuvo el Presidente y la cúpula militar durante la toma y retoma del 
Palacio. En un interrogatorio realizado a Betancur en 1987 y luego reproducido por la 
revista Semana en 2006, el expresidente manifestó que:  
En los acontecimientos mencionados impartí a las Fuerzas Armadas la orden de mantener 
las instituciones y recuperar el Palacio de Justicia con las debidas precauciones para 
garantizar la vida de los rehenes... La ejecución del operativo militar es de tracto sucesivo 
inmediato. Por consiguiente, no se me consultaba cada paso ni la manera como ese paso 
se iba a dar porque ellos correspondían a la respectiva responsabilidad de los mandos 
militares que lo estaban ejecutando (Semana, 2018, pp. 1-2). 
Y luego agrega: 
Las instrucciones por mí impartidas a través del Ministro de Defensa a las Fuerzas Armadas, 
versaron sobre el adelantamiento de un operativo militar que recobrara el orden perturbado, 
mantuviera las instituciones, con la regla de oro de recobrar sanos y salvos a los rehenes. 
Desde ese momento la incumbencia total de responsabilidades estaba en cabeza del 
estamento militar, el señor Ministro de Defensa adelante y luego los responsables de las 
respectivas responsabilidades asignadas. Por consiguiente, eran los propios mandos 
militares los que señalaban en cada caso la oportunidad de las respectivas acciones, 
casuista y específicamente consideradas. Y tiene que ser así (Semana, 2018, p. 3). 
Tales declaraciones dan cuenta de una autonomía exacerbada durante los sucesos de ese 
trágico día. Desde el punto de vista del Presidente Betancur, los militares hicieron uso de 
sus facultades para ejecutar operaciones militares enfocadas a recuperar el control del 
edificio y que, por ello, los uniformados debían tener el poder decisorio en cada momento 
de la ejecución de los planes operacionales. En el número 120 de la revista Fuerzas 
Armadas se reproduce en su totalidad la homilía realizada por los miembros de las Fuerzas 
Militares caídos durante la jornada de la toma, en donde se pide dejar las venganzas y 
buscar la paz luego de un suceso tan traumático para las Fuerzas (López Forero, 1986).   
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El episodio de la toma del Palacio de Justicia mostró que la subordinación de los militares 
al poder civil era frágil y que los uniformados aprovecharían cada oportunidad para mostrar 
su posición e influir sobre las decisiones del gobierno sobre la seguridad. 
En los artículos de la Revista Fuerzas Armadas publicados en la época, tres temas 
centrales concentraron la atención: en primer lugar, el tema de la doctrina de seguridad 
nacional que será transversal a los demás asuntos, tal como lo reflejan editoriales de la 
revista. En el número 96  de 1980, el editorial titulado “generalidades sobre seguridad 
nacional” se habla justamente de la adhesión de las Fuerzas a la doctrina de seguridad 
nacional como fuente teórica y práctica del quehacer militar colombiano (Revista Fuerzas 
Armadas, 1980b).Artículos similares se encontraron en los números  97 y 98 de la revista 
mostrando un fuerte énfasis en esta materia durante los años señalados (Ordóñez, 1981; 
Revista Fuerzas Armadas, 1980a).  
El segundo tema que fue recurrente en los años que van de 1980 a 1984, fue la 
identificación de los grupos de izquierda como el enemigo interno con, sobre todo aquellos 
con tendencias comunistas. Un ejemplo de ello es el artículo “En defensa del ejército” que 
dice: 
Diversos sectores de la opinión pública, sobre todo los sectores de izquierda, han querido 
convertir el Ejército en chivo expiatorio, en la víctima que debe pagar y responder por todas 
las desgracias nacionales. Así, dentro de esa óptica, muchos hoy ven tan solo en el militar 
al torturador, al fascista, al opresor, al reaccionario (Ortíz, 1981, p.43). 
Esta cita no resulta de una apreciación asilada. En general, la revista muestra numerosos 
análisis y críticas directas al comunismo, a las guerrillas y en general a los sectores que 
se consideran como “enemigos” (López Castaño, 1982; Revista Fuerzas Armadas, 1983). 
El Ejército se ve a sí mismo como una víctima de grupos guerrilleros que usan los medios 
y las vías políticas para desprestigiar la institución 
El tercer tema que predominó durante esta época fue una visión crítica de la situación 
política de la época y de los políticos mismos. Algunos  artículos hacen referencia  a una 
crisis moral  y resaltan  los problemas crecientes en materia de soberanía nacional (Arias, 
1980; Gómez, 1982; A. Gutiérrez, 1980; Revista Fuerzas Armadas, 1982). Ello muestra el 
interés de los militares por discutir los temas políticos del país y,  más aún, por reflexionar 
sobre el papel de los uniformados, como lo demuestra el debate sobre la justicia penal 
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militar y el fuero militar (Uribe, 1980). En general, la publicación hace palpable la 
inconformidad con el estado de cosas, particularmente a partir de 1984 luego del anuncio 
de los diálogos de paz del gobierno Betancur. 
A su turno, los gobiernos de Virgilio Barco y Cesar Gaviria trataron de mejorar las 
relaciones con las Fuerzas Militares. La prioridad de ambos gobiernos fue estabilizar sus 
relaciones con los uniformados en aras de afrontar la escalada de violencia que se dio 
durante esos años. Estos gobiernos se preocuparon más por dotar a la Fuerzas Militares 
de las herramientas necesarias para hacer frente a la amenaza de las guerrillas y los 
narcotraficantes, que por mantener la subordinación de los militares a las autoridades 
civiles. 
Así, por ejemplo, durante el gobierno Barco se instituyeron alcaldías de orden militar 
pensadas para mejorar la situación de seguridad del país. Ello se materializa en el Decreto 
2099 de 1989, mediante el cual se dictaban directrices para mantener el orden en el 
municipio de Pacho, Cundinamarca. Además de dar atribuciones especiales a las unidades 
militares presentes en el área, se les otorgaba una primacía sobre las autoridades locales 
como lo enuncia el artículo tres del Decreto:  
 “El Gobernador de Cundinamarca, el Alcalde del Municipio de Pacho y todas las 
autoridades civiles que ejerzan funciones en esa área geográfica, están obligadas a 
prestarle al Comandante Militar la colaboración que este requiera para el desempeño de 
sus funciones en orden a obtener el restablecimiento del orden público en dicho municipio.” 
(Presidencia de la República, 1989, p. 2) 
Esta misma figura se replicó en varios lugares del país en un claro rompimiento con la 
diferenciación de roles entre las autoridades civiles y militares. Sin embargo, esta ruptura 
no solo se dio a nivel local, pues otras instituciones civiles también tuvieron 
enfrentamientos y discrepancias con los estamentos castrenses. La Procuraduría General 
de la Nación, máximo ente de investigación de los funcionarios públicos, investigó a 
profundidad a los militares buscando proteger los Derechos Humanos y la vida de los 
civiles no involucrados en el conflicto armado. La intervención de la Procuraduría creó una 
situación de malestar al interior de las filas militares. Esta tensión terminó creando el 
llamado “Síndrome de la Procuraduría” que no era más que miedo inherente a ejercer las 
funciones militares dada una posible investigación de esta institución (Leal Buitrago, 2011).  
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La crítica al papel de los órganos civiles de control por parte de los militares puede ser 
vista también como otra forma de reivindicar mayor autonomía tanto de la tutoría de los 
civiles como de las normas internacionales sobre la guerra. También durante el gobierno 
Barco se dio la renuncia del General Rafael Samudio motivada por desacuerdos con el 
presidente en la manera de enfrentar a la insurgencia y la supuesta permisividad de la 
Fuerza Pública con la llamada zona de “Casa Verde” (A. L. Atehortúa Cruz, 2014b). 
Dos editoriales de la Revista Fuerzas Armadas fueron dicientes respecto a la visión del 
gobierno Barco de la situación militar y de seguridad en el país. En la primera, el presidente 
mostró su preocupación por los constantes ataques a las Fuerzas Militares desde 
diferentes sectores políticos, dejando de manifiesto que las Fuerzas no son ni serán 
deliberantes (Virgilio Barco, 1987). En la segunda editorial, publicada un año después, el 
Presidente saluda a los nuevos generales y manifiesta los problemas de las Fuerzas en 
materia de equipamiento para cumplir con las labores constitucionales, reiterando el apoyo 
irrestricto a los uniformados (Virgilio Barco, 1987).  
Las publicaciones citadas pusieron de manifiesto dos asuntos que se desarrollaron en los 
demás números de la revista: uno, la efectividad militar pasó a ser un tema central en tanto 
la violencia de las guerrillas y de los grandes carteles de la droga arreciaba; y, dos, los 
militares adquirieron mayor importancia dentro del gobierno, incluso en temas no 
estrictamente de su competencia. 
Esto último se refleja en el aumento del número de artículos dedicados  al papel central de 
las Fuerzas Militares en el desarrollo económico y social del país, incluso sugiriendo que 
parte de los problemas del país radicaban en el abandono de las zonas marginadas del 
territorio (Bahamón & Saldaña, 1986). De la misma manera, los militares se vieron a sí 
mismos como agentes llamados a contribuir en el desarrollo de las grandes ciudades, lo 
que llama la atención sobre los roles militares frente al área rural y las áreas urbanas 
(García Echeverry, 1987). 
Al respecto, un artículo de Valencia Tovar señala que: 
En Colombia la violencia sectaria creará espacios propicios para la acelerada progresión 
del fenómeno, que el apoyo externo ha provisto de medio de combate equiparables, si no 
superiores a los del Ejército. Ingenuamente se cayó en el engaño de la negociación política 
que concedió todas las ventajas sin contraprestación alguna. Se expandieron en la tregua, 
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incorporando nuevas regiones. Adquirieron status y un partido que realiza la acción 
desestabilizadora interna y de descrédito más allá de las fronteras, con la responsabilidad 
que da a sus miembros la investidura parlamentaria (Valencia Tovar, 1988, p. 213) 
Así, Valencia Tovar expresa la visión de los militares de esa época sobre los diálogos de 
paz y los grupos políticos que, al interior del Congreso, buscaban desestabilizar el orden 
interno. El estado de cosas de ese momento implicó la búsqueda de un nuevo panorama 
político y de seguridad dados los profundos problemas que afectaban el país. Es así como 
se establece la Asamblea Nacional Constituyente que terminó con la promulgación de la 
Constitución de 1991. En el artículo 217 de la nueva Carta se define la conformación de 
las Fuerzas Militares, sus funciones y obligaciones esenciales para con el Estado y las 
instituciones que lo conforman.  
Un hecho significativo para las RCM fue la designación, por parte del Presidente Cesar 
Gaviria, del primer Ministro de Defensa civil, Rafael Pardo, muy en consonancia con los 
temores y hechos sucedidos en el pasado con esa cartera (Leal Buitrago, 1994).  Tal y 
como se evidencia en los editoriales publicados por la revista de las Fuerzas Armadas, la 
preocupación de los militares en esta etapa de cambio constitucional giró en torno a 
cuestiones como la moral de combate y la necesidad de buscar soluciones para los 
problemas heredados luego de los ya descritos hechos del Palacio de Justicia (Botero, 
1990; Revista Fuerzas Armadas, 1990). 
Para los militares, la nueva constitución suscitó un profundo análisis de los nuevos roles y 
misiones que podían llegar a tener; el número de la revista publicado inmediatamente 
después de la promulgación de la nueva carta política indicó en uno de sus artículos, de 
manera detallada, todos los apartados que implican una responsabilidad de las Fuerzas:   
Es difícil conceptuar y juzgar tan trascendental documento cuando apenas lleva muy pocos 
días de vigencia, más si es posible registrar, como lo han hecho comentaristas de nuestro 
diario acontecer, que se convocó a la Asamblea Nacional Constituyente debido al interés 
del gobierno, vale decir del jefe del Estado, quien además fue muy hábil en manejar 
situaciones de enfrentamiento político, lo cual con gran habilidad logró eludir. Es un hecho 
que los ilustres mandatarios que lo precedieron durante los últimos cuatrienios no 
consiguieron, a pesar de su personal empeño, que se estudiara y examinara la Constitución 
de 1886 por la corporación que la misma Magna Ley estableció para sus reformas y 
modificaciones (Revista Fuerzas Armadas, 1991, p. 9) 
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Con la nueva Constitución hay un cambio en la forma en que se entiende el conflicto y el 
papel de los militares en el mismo. esto a su vez dio lugar a varios artículos sobre la 
necesidad de la modernización de las Fuerzas de cara a aprovechar el nuevo entramado 
institucional y la cercanía del Presidente Gaviria con los uniformados (Pulido Barrantes, 
1991; Velasco, 1991). 
2.1.5  La agudización del conflicto armado a partir de los 
años 90 
 
La llegada de Ernesto Samper a la presidencia del país en 1994 estuvo marcada por el 
escándalo de la financiación de su campaña con dinero proveniente del narcotráfico. Esto 
dio lugar a una aguda crisis de legitimidad que terminó por afectar la propia institución 
castrense, y con ello, las relaciones cívico-militares. Según Leal Buitrago:  
El gobierno de Ernesto Samper (1994-1998) mostró su disposición para adelantar 
negociaciones con la guerrilla, pero su desgaste originado en el 'descubrimiento' de la 
financiación de su campaña por parte del 'cartel de Cali' lo impidió. Aunque indirecto, el 
mayor efecto de esta situación sobre los militares fueron los descalabros frente a las 
guerrillas, a partir de 1996. Así, los militares pasaron de eventuales árbitros de la crisis del 
gobierno a víctimas de ésta (Leal Buitrago, 2011, p. 9). 
Esto generó una profunda desconfianza de los militares hacia el cuestionado gobierno.  A 
ello se sumó el llamado a desmilitarizar una zona de La Uribe, en una tentativa de abrir 
diálogos con la guerrilla. Esta decisión profundizó la tensión entre los militares y las 
autoridades civiles. La revista Semana presentó la situación que se desencadenó a raíz 
de un memorando enviado por los principales comandantes de las Fuerzas Militares al 
Ministro de Defensa y al Presidente, de la siguiente manera:  
El documento es en sí mismo una bomba. A pesar de que su alcance sólo es descifrable 
entre líneas, el mensaje es bastante claro: los generales de más alta graduación del Ejército, 
encabezados por su prestigioso comandante Harold Bedoya Pizarro, le sugieren al gobierno 
que, si les va a dar la orden de desmilitarizar el área rural de La Uribe, se las dé por escrito, 
por si acaso dicha orden resulta ilegal o inconstitucional queden claras las 
responsabilidades. Y además le proponen que sus tropas permanezcan no sólo en la 
cabecera, sino en casi una tercera parte del territorio del municipio. (Semana, 1995, p. 1) 
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Las tensiones entre los altos mandos militares y el gobierno aumentaron;  durante el 
gobierno Samper se realizaron cuatro cambios de Ministro de Defensa y cinco cambios de 
cúpula militar, lo que marcó claramente el talante de las relaciones cívico-militares en este 
periodo (Dávila Ladrón de Guevara et al., 2000). 
Durante a los años 90, y particularmente bajo el gobierno Samper, se presenta un 
fortalecimiento de las guerrillas debido en buena medida al acceso a recurso prevenientes 
del narcotráfico. Esto se traduce en el aumento en el pie de fuerza, así como un una mayor 
movilidad y control territorial que da lugar a una ofensiva en contra del Ejército.   Los 
exitosos ataques a bases militares, así como el secuestro sistemático de uniformados 
terminó minando la moral de combate y la confianza en la misma institución. En este 
escenario, la inestabilidad de las relaciones entre el presidente y la cúpula militar 
terminaron enrareciendo la forma en que se concibe la seguridad, incluso aumentando de 
manera marcada la presencia de grupos paramilitares (Dávila Ladrón de Guevara et al., 
2000). 
El final del gobierno Samper y el inicio del gobierno de Andrés Pastrana estuvieron 
marcados por la necesidad de consolidar la institucionalidad tanto civil como militar, al 
tiempo que urgía un cambio en la posición estratégica de las Fuerzas Militares frente a la 
insurgencia. Como se verá en el siguiente apartado, la situación de los militares desde el 
punto de vista de la efectividad, también sufrió cambios identificables y claves para 
entender el Plan Colombia y sus consecuencias prácticas en la vida nacional. 
2.2 Efectividad militar 
Una vez identificados los principales elementos que han caracterizado la subordinación en 
las relaciones cívico-militares antes del Plan Colombia, es conveniente ahora indagar por 
la efectividad de las Fuerzas Militares en relación al cumplimiento de sus funciones 
constitucionales. En ese sentido, se debe recordar que la regionalización de las Fuerzas 
Militares antes de 1907 y la ausencia real de amenazas externas, terminó haciendo que el 
mantenimiento del orden interno de la nación se convirtiera en  la  función principal de los 
uniformados. 
A excepción de la incursión de militares peruanos en territorio colombiano en 1932, 
Colombia no tuvo una amenaza externa marcada, al contrario, en tempranas épocas los 
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militares se vieron involucrados en conflictos civiles internos y en la lucha contra grupos 
insurgentes de menor calado y diferenciables de manera regional (Sánchez, 1998). Solo 
hasta principios del siglo XX, las Fuerzas Militares contaron con un entrenamiento 
centralizado y estandarizado que sentó las bases para cumplir con las misiones ya 
reseñadas. 
El “Bogotazo” marcó la entrada definitiva de los militares en el mantenimiento del orden 
público en el país. Luego de la muerte de Gaitán, la lucha partidista se recrudeció y requirió 
la actuación militar en numerosas latitudes del país incluso en contravía de la Policía, que 
tuvo una participación muy diferente durante todo este proceso (Atehortúa Cruz, 2014a). 
Luego de los acontecimientos del Bogotazo y con el recrudecimiento de la violencia 
partidista, el presidente Laureano Gómez decidió enviar un contingente militar a la Guerra 
de Corea. 
La participación de Colombia en la ofensiva de Estados Unidos contra el régimen 
comunista de Corea, terminó teniendo un enorme impacto en la efectividad de las Fuerzas 
Militares: 
Los resultados de las operaciones en las que participaron los colombianos y algunas 
distinciones que se hicieron al terminar la guerra mostrarían que, lejos de ser un 
acontecimiento positivo para la dinámica del país en esa época, la participación del Batallón 
Colombia cumplió con el objetivo primario de prestar una ayuda real a las tropas 
norteamericanas y surcoreanas en la Guerra. En cuanto a los beneficios obtenidos con el 
envío del contingente a Corea se puede afirmar que también fue útil, ya que gran cantidad 
de armamento regresó a Colombia y, sobre todo, la experiencia adquirida por los soldados 
significó un avance de años para las filas de militares colombianos en el país, el cual, 
después, fue de gran servicio (Meléndez, 2015, p. 231) 
A pesar de la oposición liberal a esta operación militar, el gobierno conservador mantuvo 
las tropas posicionadas en Corea hasta que Rojas Pinilla decidió poner fin a la misión.  El 
“Batallón Colombia” representó un avance en materia armamentística y de actualización 
de la doctrina militar que terminó impactando directamente en la forma que se empezaban 
a combatir los nacientes focos violentos en territorio colombiano. Desde el punto de vista 
del General Álvaro Valencia Tovar:  
las enseñanzas de la Guerra de Corea pueden resumirse en lo que se conoce como la 
‘tercera reforma militar del siglo XX’ que incluyó: la introducción de la Plana Mayor, el 
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perfeccionamiento de la táctica de fuego y movimiento, y la técnica, la doctrina defensiva, 
la introducción de la inteligencia y la contrainteligencia, el orden para el funcionamiento 
logístico de las tropas tal como transporte, raciones, uniformes, etc., mejoras técnicas en 
comunicaciones, instrucción mediante visitas, manuales y textos a los miembros del 
Ejército, avance en la ciencia naval, entre otros (Meléndez, 2015, p. 232). 
Como bien indica Borrero: 
“Esa participación fue muy importante para las Fuerzas Militares en dos sentidos: en el 
plano doctrinal, organizativo y técnico, por una parte, y por otra, en el plano moral: produjo 
autoestima y cohesión institucional, que estaba lesionada por la intromisión en las filas de 
la política interna y el conflicto liberal-conservador” (Borrero, 2019a, p. 52). 
De manera específica, el mismo autor cita cambios importantes en áreas diversas de las 
Fuerzas como la doctrina militar, la inteligencia y la contrainteligencia, la logística militar, 
los servicios de personal, las comunicaciones, la cultura del mantenimiento preventivo, el 
entrenamiento con métodos avanzados y las operaciones psicológicas (Borrero, 2019a, 
pp. 52-53) 
Pese a estas mejoras, la situación de orden público continuó deteriorándose. La 
participación en la Guerra de Corea dejó una duda sobre la pertinencia de las operaciones 
internacionales en un contexto de creciente desorden interno e inestabilidad institucional. 
El Frente Nacional se inició entonces con unas Fuerzas Militares en proceso de 
modernización que, sin embargo, no lograban controlar la violencia que se expandía por 
el país. 
2.2.1 La efectividad militar durante el Frente Nacional 
El Frente Nacional, además de buscar la pacificación de la contienda partidista, también 
nació con el ánimo de embarcar al país en una agenda de desarrollo clara que terminara 
por coordinar los objetivos nacionales con los requerimientos internacionales en materia 
de desarrollo social (Gutiérrez, 2007). Justamente bajo esta premisa, las Fuerzas Militares 
adoptaron todo un programa de transformación buscando que su funcionamiento y visión 
estratégica respondiera mucho mejor a la situación de seguridad imperante, tanto a nivel 
interno como en concordancia con el contexto de la guerra fría.  
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Este viraje en la manera de enfrentar las amenazas internas, se materializó en  el Plan 
Nacional de Rehabilitación (PNR), instituido por Alberto Lleras en 1958; éste hacía énfasis 
en la cuestión contrainsurgente y la necesidad de la intervención militar para refrenar a los 
grupos insurgentes que se consolidaban en diferentes latitudes del país (Molano, 2015). 
Debido a ello, para Vargas (2002) dos ejes se constituyen como centrales a la hora de 
entender el papel de las Fueras militares en este primer periodo del Frente Nacional. 
En primer lugar, como concuerda Atehortúa (2014a), las Fuerzas Militares tuvieron que 
irse transformando poco a poco en una fuerza contrainsurgente que diera solución a las 
llamadas “repúblicas independientes” en varios lugares del país. Esto se verá reforzado 
con el surgimiento de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC); 
conformadas inicialmente como un grupo campesino de autodefensa, las FARC se 
convirtieron en una guerrilla de filiación comunista después de la ya citada ofensiva de las 
Fuerzas Militares en Marquetalia en 1964, bajo el mando del Presidente conservador 
Guillermo León Valencia  (Moreno, 2017; Pecaut, 2008). Un año después, el Ejército de 
Liberación Nacional (ELN) se autoproclamó una guerrilla de corte comunista luego de la 
toma de Simacota en el Departamento de Santander (Molano, 2015; Virviescas, 2015). 
En segundo lugar, al interior de las filas de las Fuerzas Militares, sobre todo del Ejército 
Nacional, llegó al mando un grupo de oficiales más cercanos a una visión sociológica de 
la guerra. El liderazgo de este grupo recayó justamente en la cara más visible de la Guerra 
de Corea y del Batallón Colombia: Alberto Ruiz Novoa. Desde su participación en el 
conflicto, Ruiz Novoa entendió el conflicto como un problema social en el cual el 
acercamiento entre los uniformados y los civiles tendría una importancia agregada (Dufort, 
2013). 
Dentro de esta visión se creó el llamado Plan Lazo (Laso)6, orientado a la implementación 
de operaciones psicológicas y acciones de orden cívico-militar. La nueva orientación de 
                                                 
 
6 Numerosos textos han citado dicho plan de diferente manera también viéndolo desde ópticas 
diferentes. Sin embargo, el documento original publicado en 1962 lo denomina “Plan Lazo” (A. L. 
Atehortúa Cruz, 2014a). En la literatura también se pueden encontrar las siglas LASSO que quieren 
decir “Latin American Security Operation”. Este plan ejecutado por los Estados Unidos habla 
justamente de la aplicación de la Doctrina de Seguridad Nacional orientada a vencer al comunismo 
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las Fuerzas Militares fue pensada para ganar los “corazones y las mentes” de la población 
civil, en aras de mejorar los canales de información que condujeran a golpes contundentes 
contra las guerrillas. Como dice Leal Buitrago (1994), el Plan Lazo se constituyó como uno 
de los únicos logros palpables del Frente Nacional en materia militar, pues la acción de las 
Fuerzas Militares se organizó a partir de una estrategia contrainsurgente.  
La misión del Plan Lazo fue presentada de la siguiente manera en el documento oficial 
suscrito por las Fuerzas Militares: 
Emprender y realizar la acción civil y las operaciones militares que sean necesarias, para 
eliminar las cuadrillas de bandoleros y prevenir la formación de nuevos focos o núcleos de 
antisociales, a fin de obtener y mantener un estado de paz y de tranquilidad en todo el 
territorio nacional (Comando del Ejército, 2014, p. 152). 
 
Si se analiza con detenimiento, la misión descrita en el plan usa el mismo lenguaje 
empleado por la Doctrina de Seguridad Nacional promulgada por Estados Unidos, en tanto 
se considera a los elementos comunistas como indeseables y sujetos a reprimir (Leal 
Buitrago, 2003). La estrategia estaba claramente orientada no solo a atacar los focos 
guerrilleros, sino también a prevenir posibles incorporaciones o nuevos grupos para la 
causa guerrillera. 
 
Dentro del mismo plan, se incluye un apartado esencial para los propósitos del presente 
texto:  
Este plan incluye completa participación de la Policía Nacional, la cual se unirá al Ejército 
orgánica y operacionalmente hasta el nivel más bajo. También se deberá efectuar 
coordinación con el gobierno local para efectos de control de la población; sin embargo, 
esta coordinación no impedirá la ejecución oportuna de las medidas militares y de policía 
(Comando del Ejército, 2014, p. 153) 
                                                 
 
que se abría espacios por toda América Latina. Si bien para las Fuerzas Militares esto implicaba un 
cambio de paradigma y de mejoramiento operacional, para las guerrillas esté será el comienzo de 
una persecución injustificada y violatoria de los Derechos Humanos (Arenas, 1972) 
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En este apartado queda de manifiesto el talante del plan y, sobre todo, la visión de las 
autoridades locales como instrumentos del cumplimiento de la misión. De esta manera, 
alcaldes y gobernadores fueron esenciales para ejecutar las operaciones militares y 
también las acciones cívico-militares incluidas en la visión estratégica de las Fuerzas 
Militares. Además, esta visión instrumentalista hacia las autoridades civiles, empezó a 
consolidar una autonomía militar que comenzó en el Frente Nacional y que terminó de 
incubarse en el gobierno de Turbay Ayala. 
Asimismo, el Plan Lazo consolidó la influencia de Estados Unidos en las Fuerzas Militares 
colombianas. Como se dijo anteriormente, en 1952 se dieron varios acercamientos entre 
el gobierno colombiano y el gobierno estadounidense en aras de generar una cooperación 
militar identificada en apoyo con militar bélico y, sobre todo, ayuda para el entrenamiento 
y capacitación de los efectivos colombianos.  
En el tercer periodo del Frente Nacional, en el que fue elegido Carlos Lleras Restrepo del 
Partido Liberal, se volvió a pensar en la reforma de la estrategia general para atacar las 
insurgencias y se proponen dos planes que, al igual que el Plan Lazo, fueron concertados 
con las autoridades civiles. Estos dos planes se implementaron en 1968 con los nombres 
de “Perla” y “Andes”:  
[..]Sobre los parámetros de Perla, el Comando del Ejército a cargo del General Guillermo 
Pinzón Caicedo, ordenó a las brigadas informar las urgencias no militares en sus 
jurisdicciones (vías, escuelas, puestos de salud, titulación de tierras, medios de paso sobre 
corrientes fluviales, ordenamiento y apoyo a la colonización espontánea, necesidades 
específicas de cada región etc.), lo cual dio origen al Plan Andes. Se culminaba así el 
segundo ensayo de Acción Integral, aunque sin ese título. Infortunadamente la dinámica del 
empeño languideció con el término del mandato presidencial y se cayó de nuevo en la 
atávica visión dislocadamente militar de la confrontación (Valencia Tovar, 2011, p. 2). 
El plan Andes fue una continuación de lo planteado en el Plan Lazo tratando de reorientar 
la forma de enfrentar a los grupos insurgentes mediante la denominada “Acción Integral”. 
De nuevo, se evidencia el acercamiento entre los militares y las autoridades civiles para 
hacer frente a las amenazas del contexto, a la vez que se dio la autonomía requerida por 
los uniformados para ejecutar las operaciones descritas anteriormente. Sin embargo, a 
pesar de la importancia estratégica de estos planes militares, el tiempo mostrará que 
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ninguno fue incluido en procesos de más largo aliento que diera continuidad a sus 
objetivos, proceso y procedimientos (Pizarro, 2019).  
El último gobierno del Frente Nacional estuvo marcado por el descontento social, en tanto 
las elecciones de 1970 que disputaron el conservador Misael Pastrana y el otrora general 
Gustavo Rojas Pinilla de la Alianza Nacional Popular (ANAPO) no estuvieron exentas de 
polémica. Los primeros informes electorales luego de las elecciones daban ventaja a Rojas 
Pinilla, pero luego de la parálisis en los boletines informativos, Pastrana resultó 
sobrepasando a su contendiente en los días siguientes. Todo ello estuvo enmarcado en 
un contexto en el que se produjeron numerosas denuncias de fraude en todo el territorio 
nacional (Bushnell, 1994). 
Dos variables terminaron siendo transversales al periodo posterior al Frente Nacional. Por 
un lado, el auge de la doctrina de seguridad nacional, que terminó orientando la 
funcionalidad de las Fuerzas Militares a enfrentar al enemigo interno usando todos los 
medios posibles para ello. Por lo mismo, para los gobiernos del periodo post-Frente 
Nacional, fue clara la prioridad de organizar unas Fuerzas Militares contrainsurgentes y 
orientadas a derrotar a las guerrillas consolidadas en la década de los sesenta. A pesar de 
este pedido explícito, las Fuerzas Militares consiguieron resultados diversos en esta 
materia, llegando a un punto crítico para la década de los noventa. 
La segunda variable tiene que ver justamente con las capacidades de las Fuerzas Militares. 
A pesar de las constantes amenazas identificadas por las autoridades civiles, sobre todo 
a nivel interno, el presupuesto y alistamiento de las Fuerzas estuvo por debajo del 
promedio latinoamericano (Dávila Ladrón de Guevara et al., 2000). Por lo mismo, la 
creación de metas demasiado ambiciosas para unas Fuerzas Militares poco preparadas, 
marcó la tensión venidera luego del Frente Nacional.  
Justamente bajo este panorama, a finales del gobierno de Misael Pastrana, se llevó a cabo 
la llamada operación Anorí. Luego de meses de recopilación de información a través de la 
inteligencia militar, el Ejército propinó un golpe contundente contra la guerrilla del ELN que 
casi la destruyó por completo en el año de 1973 (Echandía Castillo, 2013). Esta misión fue 
tomada como ejemplo en el futuro para llevar a cabo nuevas operaciones del mismo 
talante, sin embargo, la guerrilla del ELN no fue del todo detenida y logró recuperarse 
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desde la década de los ochenta llegando a un punto cumbre en los primeros años del 
nuevo siglo. 
2.2.2 La efectividad militar en crisis: el paramilitarismo y la 
debacle estratégica 
El gobierno de Turbay Ayala cambió el papel y la misión de los militares, ampliándolos y 
haciéndolos mucho más autónomos a través del Decreto 1923 de 1978. El artículo 9 del 
decreto deja de manifiesto su objetivo frente a los roles militares:  
La justicia penal militar, mediante el procedimiento de los Consejos de Guerra Verbales, 
además de la competencia que le esta atribuida por disposiciones legales vigentes, 
conocerá de los delitos a que se refiere los artículos 1º, 2º, 3º,4º,5º, y 6º y, además de los 
que se cometan contra la vida e integridad personal de los miembros de las Fuerzas 
Armadas y contra civiles al servicio de las mismas y contra miembros del Departamento 
Administrativo de Seguridad (DAS), encuéntrense o no en actos del servicio, y contra los 
funcionarios públicos en razón de la investidura o por causa del ejercicio de sus funciones 
(Presidencia de la República, 1978, p. 5) 
En la práctica, este artículo autorizó a las Fuerzas Militares a entablar procesos judiciales 
contra sospechosos de rebelión, alzados en armas y hasta organizaciones de ciudadanos 
que pudieran afectar el orden público. En el artículo 11, se estableció que las autoridades 
militares serían las encargadas de aplicar sanciones específicas y determinar un 
procedimiento más propio de un juzgado civil que de una institución castrense. 
El gobierno de Betancur se caracterizó por unas tensas relaciones con las Fuerzas 
Militares. Una vez derogado el estatuto de seguridad, se buscó limitar la autonomía militar, 
aunque ello implicara cambios organizacionales y directivos al interior de las Fuerzas, 
como lo demuestra caso del General Landazábal. Sin embargo, durante este periodo 
emergió el paramilitarismo, como un fenómeno que terminó por minar la efectividad militar 
Para Romero (2003), el fenómeno paramilitar y de autodefensas se consolidó debido a 
varios factores: al rompimiento entre las élites regionales y el Estado, la competencia 
creciente entre los narcotraficantes y las guerrillas, y la fragmentación del Estado nacional 
debido a los problemas en materia de orden público. Sin embargo, uno de los factores 
centrales en el surgimiento del paramilitarismo surge de la oposición a la negociación con 
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los grupos guerrilleros por parte tanto de los estamentos militares como de una parte de 
las élites regionales. Serán éstas élites quienes, en alianza con narcotraficantes y algunos 
sectores militares, financien y organicen los grupos inicialmente presentados como de 
autodefensa. A través de éstos grupos será posible darle continuidad a la guerra 
contrainsurgente.  
La evidencia muestra numerosas alianzas entre los militares y los grupos paramilitares, 
dando lugar a apoyos en materia de entrenamiento y equipamiento para estos grupos. 
Ronderos (2014) reconstruye la historia de esta relación mostrando que, desde su génesis, 
las autodefensas recibieron apoyo de los militares; muestra de ello fueron el caso del 
Batallón Bárbula en Puerto Boyacá y el de la IV Brigada del Ejército.  
Debe agregarse que las élites regionales que decidieron crear el proyecto de autodefensa 
debido al aumento desmesurado de las “vacunas” y de la violencia ejercida por las 
guerrillas. Amenazas frente a las cuales no encontraban solución por parte del estado. 
(Ronderos, 2014). 
Casos similares a los del Batallón Bárbula y la IV Brigada se replicaron en otros lugares 
como el Urabá y el Departamento de Córdoba, donde numerosas investigaciones 
mostraron las estrechas relaciones entre paramilitares y Fuerzas Militares (Barbosa, 2015; 
Ronderos, 2014; Vásquez & Barrera, 2018). Este fenómeno, en parte heredado de varias 
doctrinas extranjeras para combatir la insurgencia, terminó afectando las relaciones cívico-
militares de manera directa; la cercanía y sinergia entre grupos de autodefensa y las 
Fuerzas Militares implicó la aceptación tácita de la imposibilidad de vencer a las 
insurgencias con las capacidades, equipamiento y personal existente en la época dentro 
de las instituciones constitucionalmente creadas para ese fin.  
Esta idea, vista a la luz de la literatura académica, indica que la efectividad militar se 
condicionó a las alianzas con élites políticas y económicas a nivel regional y no a la acción 
de las Fuerzas Militares. Más que efectividad militar, el fenómeno paramilitar supone una 
suplantación de funciones que minan uno de los núcleos básicos de las relaciones cívico-
militares. 
Durante este período, la Revista Fuerzas Armadas publicó varios artículos que 
evidenciaban el descontento de los militares con la situación del momento. En uno de sus 
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artículos se analiza la respuesta dada al Presidente por parte del Ministro de Defensa. Su 
escritura y el hecho de que se resalte la frase “abnegación no es debilidad” hablan de la 
necesidad de mostrar a postura militar respecto a los diálogos de paz y las amnistías 
(Revista Fuerzas Armadas, 1984). Ese mismo año, la revista reproduce el discurso del 
Mayor General Manuel Guerrero, en donde de nuevo se toca el tema de la paz,  si bien el 
discurso tiene un ánimo de apoyo a la paz, el espacio en el que se pronuncia indica un 
afán de la cúpula por tratar de cambiar el estado de ánimo frente a este tema durante la 
época (Guerrero, 1984). Apenas un año después, un artículo fue claro frente a la 
coyuntura: 
Los delincuentes pretenden apoderarse del poder por las armas y crear un sistema que 
rompa el democrático que existe en Colombia, destruyéndolo hasta los cimientos como 
decía Lenin, sin dejar piedra sobre piedra […] se critica el presupuesto para la defensa 
nacional, pero no se analiza la turbación diaria del orden público en una u otras regiones 
del país […] (Gómez, 1985, pp. 500-501). 
Si se lee este artículo a la luz de su título, “Los soldados de la paz”, queda clara la posición 
del Coronel Gómez respecto a la situación del país. Parece incluso impensable que dentro 
de la descripción del coronel se encuentren los grupos con los que el gobierno se 
encontraba negociando. Sumado a ello, el artículo escrito por el entonces Mayor Iván 
Cortés (1996) muestra que el presupuesto en materia militar no solo es inferior a otros 
dentro de la región, sino que su crecimiento ni siquiera se da a la par que el del PIB. Esta 
referencia al presupuesto militar también denota una molestia que solo se subsanó hasta 
el Plan Colombia: la falta de garantías financieras y técnicas para concretar una efectividad 
militar creíble y concreta. 
Así, los años noventa arrojan un balance muy negativo en términos de la efectividad militar. 
La guerrilla se fortaleció y expandió su capacidad para desafiar el orden institucional.  Las 
Fuerzas Militares, por su parte, no contaban con el presupuesto, el equipamiento ni el 
entrenamiento suficiente para hacerles frente. Durante estos años, los militares sufrieron 
numerosos reveses estratégicos lo que llevó a algunos analistas a preguntarse si Colombia 
no era en realidad un caso de “Estado fallido”. De hecho, la posibilidad de un quiebre 
institucional y una deriva en la seguridad regional llevó al gobierno Estados Unidos a 
buscar maneras de ayudar a un socio clave en Latinoamérica. En adelante, la búsqueda 
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de cambio en la situación estratégica y de mejora en la efectividad militar será una 

















3. La subordinación militar bajo el Plan 
Colombia 
Los problemas en las relaciones cívico-militares llegaron a un punto crítico durante la 
presidencia de Samper. Una desconfianza mutua y continuos descalabros a nivel militar 
terminaron configurando una situación compleja y delicada para las Fuerzas Militares. La 
situación hizo necesarias medidas extraordinarias que generaron cambios drásticos en 
varias dimensiones.  
El Plan Colombia surge como respuesta a los graves problemas generados por la 
agudización del conflicto armado interno. La cooperación y apoyo internacional se 
convirtieron en una de las herramientas del Gobierno nacional para hacerle frente a los 
grupos insurgentes, a la vez que se intentaba subsanar las deficiencias en el terreno militar. 
Dada la envergadura y el impacto de la estrategia desarrollada durante los gobiernos de 
Pastrana, Uribe y Santos, el objetivo de este capítulo es revisar de qué manera el Plan 
Colombia impactó las relaciones cívico-militares. 
El capítulo se divide en dos apartados: en el primero se analiza la percepción que los 
militares tenían en ese momento del contexto nacional y de las autoridades civiles; en el 
segundo se examina la posición de los militares frente a las políticas de gobierno, en 
particular aquellas  encaminadas a implementar un proceso de paz. 
3.1 Percepción del contexto nacional y de las autoridades 
civiles   
3.1.1 La necesidad de una transformación militar 
 
El balance del gobierno Samper tanto en términos políticos como económicos fue funesto. 
Una economía deteriorada, una inestabilidad política evidente y una relación cada vez más 
distante con los militares, fueron las condiciones en que el nuevo gobierno recibió el país 
en 1998. Hasta entonces el conflicto armado y sus efectos asociados como el narcotráfico 
habían sido considerados más como un problema interno que como un factor de 
preocupación internacional: 
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Hasta mediados de los años ochenta, el conflicto interno colombiano era prácticamente 
ignorado tanto en el exterior como en Colombia misma. En el país se miraba el conflicto 
como un problema lejano, confinado en las selváticas zonas de colonización, muy distante 
de los centros urbanos y de los ejes del poder, y, por su carácter crónico, había llegado a 
ser, desde los años sesenta, parte casi normal del paisaje nacional (Ramírez, 2001, p. 9). 
Para finales de los años 90, la internacionalización del conflicto era evidente y su manejo 
se constituyó en uno de los desafíos centrales del nuevo gobierno. Esto hizo que el 
Presidente Pastrana buscara apoyo militar, financiero y político internacional para resolver 
la grave crisis que se vivía en el país. Un artículo de la revista Fuerzas Armadas da cuenta 
de las expectativas que se tenían  del respaldo de Estados Unidos en lo que será   al 
proceso de transformación de las Fuerzas Militares (Cabrera, 1999).  
Desde el punto de vista estadounidense, el caso colombiano representaba una amenaza 
a la seguridad regional debido al poder desestabilizador del narcotráfico. Es a través de la 
proclamada “guerra contra las drogas” que el gobierno colombiano intentó superar la visión 
local tratando de imponer los temas de la agenda nacional en escenarios internacionales 
(Ramírez, 2001).  
Asimismo, se hizo evidente la necesidad de una reforma a fondo de de las Fuerzas 
Militares; unos días antes de la posesión de Pastrana se dio la toma a la base 
antinarcóticos de Miraflores (3 de agosto de 1998) y unos días después, se dará la ofensiva 
y posterior toma de Mitú en el departamento de Vaupés (1 - 4 de noviembre de 1998), 
ambas ejecutadas por la guerrilla de las FARC. Esta última acción fue considerada como 
una de las mayores operaciones de la historia de este grupo guerrillero, que dejó como 
saldo 16 muertos y 61 secuestrados y y logró el control de una capital de departamento. 
(Centro Nacional de Memoria Histórica, 2015).  
La destrucción de la base antinarcóticos de Miraflores fue una más de una larga serie de 
duros reveses sufridos por las Fuerzas Armadas que se había iniciado en 1996, tras el 
tránsito de las FARC de la guerra de guerrillas a la guerra de movimientos. Las FARC 
comenzaron ese año una andanada sistemática de cercos de aniquilamiento a unidades 
militares aisladas, es decir, empezaron a buscar lo que en el lenguaje especializado se 
denomina una “Defeat in detail” […] (Pizarro 2018, p. 52) 
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Ortega (2019) identifica lo sucedido en la capital del Vaupés como un punto crítico que 
hizo ver a los militares la necesidad de repensar el conflicto y su manera de enfrentarlo. 
Pero Mitú no fue un caso aislado; Un par de años atrás, las FARC emprendieron una 
ofensiva que dejó como resultado la toma de Las Delicias (30- 31 de agosto 1996) y La 
Uribe (4 - 7 de agosto 1998), generando un impacto profundo en la cúpula militar y en el 
recién instalado gobierno. El gobierno de Pastrana enfrentó así el doble reto de buscar el 
apoyo de la comunidad internacional de un lado, y de mejorar la relación con los militares 
encargados de hacer frente al avance guerrillero, del otro. 
 
La necesidad de luna reforma militar se hizo cada vez más urgente, abriendo paso a lo que 
sería el Plan Colombia. Durante este periodo la Revista Fuerzas Armadas publicó 
numerosos artículos sobre la necesidad de repensar cómo enfrentar la complicada 
situación de orden público:  
La transformación deberá llegar a las raíces mismas de una situación en extremo compleja, 
que afronta dos posibles desenvolvimientos: o se llega a la paz negociada con lo cual la 
misión se redefinirá para un país convaleciente y desquiciado por completo en su existencia 
rural, o prosigue la guerra que demanda con más veras ese cambio radical (Valencia Tovar, 
1998, p. 9) 
Esta opinión es compartida por otros textos que incluyeron la necesidad de conducir la 
transformación tomando como referencia objetivos estratégicos más concretos y 
enfocados; ya fuera a través de los diálogos de paz o de la continuidad de la guerra. (Bravo, 
1998; Tapias, 1999).  En el número 174 de la revista se publicó de manera integral la 
Directiva Transitoria mediante la cual se modifican varios aspectos del Sistema de 
Educación Militar, en un intento por ambientar el cambio desde las primeras etapas de 
formación. (Comando General de las Fuerzas Militares, 2000).  
Otro de los desafíos que debió afrontar el gobierno Pastrana y que afectó las relaciones 
con los altos mandos militares, fue la inexistencia de una ley de seguridad y defensa que 
diera directrices específicas sobre las formas, procesos, límites y objetivos que debían 
usarse para combatir la insurgencia. Al respecto Leal Buitrago manifiesta:  
 “el gobierno de Gaviria había presentado al Congreso –como parte de la reforma militar– 
un proyecto de ley sobre defensa y seguridad nacional para reemplazar la vetusta e 
inoperante Ley 48 de 1968, pero fue retirado por el mismo gobierno luego de varias 
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legislaturas y modificaciones, debido a que éstas reflejaban los intereses de los 
narcotraficantes. Más tarde, el gobierno de Samper intentó también reemplazar esa ley, 
mediante un proyecto elaborado por el Ministerio de Defensa, que se frustró antes de 
culminar su proceso. Al igual que el anterior, este proyecto adolecía de notorias deficiencias, 
pues se apoyaba en los mismos principios orientados por una visión de seguridad con 
predominio militar. Ya en el gobierno de Andrés Pastrana (1998- 2002), hubo un nuevo 
intento de llenar ese importante vacío. En agitado proceso de un par de años, fue aprobada 
la Ley 684 de 2001 –apoyada por los altos mandos militares–, que recogía los aspectos 
básicos de las normas y proyectos anteriores.” (Leal Buitrago, 2011, p. 10) 
A pesar de este nuevo intento del gobierno, y del apoyo de las Fuerzas Militares a esta 
iniciativa, la Corte Constitucional declaró esta ley inexequible a finales de 2002. Como 
muestran Pizarro (2018) y Avilés (2006), la desconexión entre las élites políticas y los 
militares se manifestó  en la exclusión de los uniformados en los debates públicos más 
importantes. Esta idea se reitera en las entrevistas a Pizarro (2019) y Borrero (2019), 
quienes señalan el rompimiento que se presentó entonces entre las élites sociales y 
políticas y los militares. Este rompimiento hizo imposible establecer normas y reglas claras 
respecto al uso legítimo de la fuerza (Niño 2019). 
La ausencia de un marco normativo mantuvo a las Fuerzas Militares a la deriva y 
profundizó su desconfianza hacia las autoridades civiles. Sin embargo, la propuesta 
legislativa de Pastrana dio lugar a un acercamiento dado que en ella se reconocía la 
respuesta militar como la principal solución contra la ofensiva de las guerrillas y el creciente 
deterioro de la seguridad en las ciudades. 
Además de la llamada “diplomacia para la paz”, el gobierno Pastrana implementó dos 
políticas que, aunque en apariencias contradictorias, terminaron marcando la ruta de 
acción de los próximos gobiernos en materia militar. Por un lado, se realizaron esfuerzos 
para una salida negociada del conflicto armado. Por otro lado, se planteó un plan de 
modernización que buscaba dotar a las Fuerzas Militares del material y el equipo 
necesarios para responder a los desafíos que planteaba la ofensiva guerrillera. 
La primera política se materializó mediante los diálogos de paz de El Caguán, y la segunda 
se puso en marcha con el Plan Colombia. El nacimiento del Plan fue resultado de la 
sincronización de los intereses del gobierno colombiano con los intereses de Estados 
Unidos (Monroy Hernández, 2014). Los objetivos del Plan respondieron a la voluntad 
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política de ambos países en una coyuntura que exigía el compromiso de ambos tanto en 
la lucha contra el narcotráfico como en la contrainsurgente. Según Rochlin (2007), la lucha 
contra las FARC, la guerra contra el narcotráfico y la búsqueda de seguridad para las 
inversiones norteamericanas en el país, motivaron el Plan en general, pero sobre todo esta 
primera fase.  
Por su peso específico, la lucha contra el narcotráfico, tuvo una importancia agregada 
durante la primera etapa. Incluso, si se revisa en retrospectiva, la preparación del Plan 
Colombia se configuró como un intento inicial de las autoridades estadounidenses por 
implementar medidas de erradicación de los cultivos ilícitos. El Ministro del Interior de la 
época, Néstor Humberto Martínez, relató lo sucedido en una de las primeras reuniones con 
un alto funcionario estadounidense:  
En este encuentro prevaleció la vieja visión de las autoridades americanas de combatir el 
narcotráfico a través de programas de interdicción y de erradicación de cultivos ilícitos por 
aspersión aérea. La preocupación central de Pickering era lograr un plan de erradicación 
en el Putumayo, departamento en el cual se concentraba en la época la mitad de los cultivos 
de coca nacionales, que ascendían a cerca de 120.000 hectáreas (Martínez, 2016, p.1) 
Si bien la estrategia final terminó por hacer más énfasis en la lucha contrainsurgente, la 
preocupación inicial de los Estados Unidos era el narcotráfico: la cantidad de cultivos 
estaba desbordada y era necesario intensificar las medidas antinarcóticos. Pese a que 
entre 1996 y 1998 se había implementado un programa de fumigación aérea, los cultivos 
de coca habían aumentado en casi 50%.  (Rojas, 2015). Durante este periodo la lucha 
contra el narcotráfico se concentró en mecanismos de intervención “dura” ejecutados 
mediante operaciones de interdicción, erradicación forzada y fumigación de numerosas 
áreas de la geografía nacional. 
La política antidroga asoció dos elementos al tema de la erradicación. En primer lugar, se 
planteó que una de las causas centrales del fenómeno referente al aumento de los cultivos 
ilícitos era el empoderamiento de las guerrillas de las FARC y el ELN. Para las autoridades 
colombianas, la influencia subversiva tuvo mucho que ver en la expansión y consolidación 
de economías basadas en el narcotráfico. Sin embargo, al menos en principio, las 
autoridades estadounidenses evitaron hablar de las guerrillas colombianas en parte debido 
al llamado “Síndrome de Vietnam” (Borrero, 2019b) . Sin embargo, con el tiempo la 
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asociación de las guerrillas con el narcotráfico será evidente para las autoridades 
estadounidenses.  
El segundo tema asociado directamente a la lucha contra las drogas en este periodo, tuvo 
que ver con la lucha contrainsurgente: para disminuir la cantidad de cultivos y poder 
combatir el narcotráfico, era necesario dotar y modernizar a las Fuerzas Militares de 
Colombia. En esta primera fase del PC se desplegó un programa de reestructuración de 
las Fuerzas Militares aumentando de manera significativa su presupuesto, el material de 
guerra representado tanto en equipamiento personal como en unidades de transporte 
aéreo y apoyo logístico (Rojas, 2015). Inicialmente y a pesar del despliegue hecho, la 
posición de las Fuerzas Militares y de varios de sus comandantes fue más bien de 
escepticismo y desconfianza. Según Borrero (2019), los militares no querían un papel tan 
notorio en el PC y mucho menos un rol tan directo en la lucha contra el narcotráfico que 
hasta ese momento era una actividad exclusiva de la Policía Nacional. Con la 
implementación del PC los militares aceptaron de manera progresiva hacer parte de la 
lucha contra el narcotráfico en la medida en que ésta se ligaba directamente con la lucha 
contrainsurgente. 
Ahora bien, desde el punto de vista de las relaciones cívico-militares, el Plan Colombia 
tuvo tres puntos clave: en primer lugar, puede entenderse como un intento de cerrar la 
brecha entre los militares y las élites sociales y políticas. Si bien la implementación del PC 
recayó en las Fuerzas Militares, su negociación y puesta en marcha fue responsabilidad 
de las autoridades civiles, lo que muestra un consenso respecto a los objetivos de 
modernización y, sobre todo, de mejoramiento de las capacidades militares. 
Según Pizarro (2018), las estrategias anteriores,  como los ya mencionados Plan lazo, Plan 
Andes, Plan Perla y los Planes de Desarrollo del Ejército Nacional, no tuvieron un apoyo 
contundente por parte de las autoridades civiles y por lo mismo no generaron el impacto 
esperado debido a deficiencias financieras y operacionales. El Plan Colombia, por el 
contrario, puede verse como la convergencia de los intereses y las visiones del sector civil 
y el militar se traducen en un respaldo político y financiero al Plan Colombia. Esto se 
evidencia en varios artículos y editoriales de la Revista Fuerzas Armadas que hacen un 
llamado para la creación de “un salto de calidad” en la forma de abordar el conflicto (Revista 
Fuerzas Armadas, 2000; Valencia Tovar, 2001). 
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En segundo lugar, el Plan Colombia creó las condiciones para que los planes 
operacionales no terminaran siendo hechos aislados, sino que reflejaran una continuidad 
en los objetivos y un mejoramiento en los medios para conseguirlos. Sin duda, las 
exigencias de Estados Unidos tuvieron incidencia en los planes operacionales como el 
Plan Victoria. 
La adopción del PC motiva también un cambio de doctrina. La transición  de una doctrina 
contrainsurgente a una contraguerrillera para finalmente llegar a una antiterrorista, marca 
las diferentes etapas en la implementación de la estrategia (Niño, 2019). Parte de esas 
transformaciones se explican por el impacto de los atentados del 11-S en la doctrina de 
seguridad de Estados Unidos. Al adoptar el enfoque de la lucha global contra el terrorismo 
establecido por la superpotencia, el gobierno de Álvaro Uribe amalgama la lucha 
contrainsurgente y el combate al narcotráfico bajo una sola perspectiva contraterrorista.  
A pesar de este cambio en la visión, temas como los fallidos diálogos de paz del Caguán 
y diferencias en la forma de concebir su ejecución, seguían gravitando  en las relaciones 
entre las autoridades civiles y los militares. Con el Plan Colombia en marcha y  unas líneas 
de acción claras, los gobiernos siguientes se ocuparon de fortalecer el liderazgo y cambiar 
la percepción negativa de las Fuerzas Militares sobre el futuro del país. Sin embargo, las 
altas y las bajas en las relaciones cívico-militares siguieron siendo una constante en los 
años siguientes a la implementación del Plan Colombia. 
 
3.1.1.1 La vuelta de la esperanza durante el gobierno 
Uribe y Santos  
 
Un elemento sustancial del presente análisis es la visión que tiene los militares sobre su 
misión, así como su posición respecto a los civiles encargados de dar las directrices 
centrales de las políticas de defensa. En el caso del gobierno Pastrana, la posición de los 
militares era ambivalente en la medida que, por un lado, la puesta en marcha del Plan 
Colombia creó una ventana de oportunidad para sus aspiraciones de cambio. Sin embargo, 
por otro lado, el escepticismo frente a nuevos roles y misiones, así como la deriva de las 
56 Civiles, militares y una historia en conflicto: las relaciones cívico-militares en el 
marco del Plan Colombia 
 
 
negociaciones de paz del Caguán mantuvieron la tensión entre los militares y las 
autoridades civiles. 
El gobierno Uribe intentó modificar este estado de cosas al interior de las Fuerzas con al 
menos tres mensajes identificables en sus discursos y actuaciones frente a los militares. 
En primer lugar, la promesa de volver la política de seguridad el pilar sobre el que se 
fundamentaba su administración; es decir, priorizar los asuntos de defensa y seguridad 
pública por sobre todos los demás asuntos públicos; ello se tradujo en una mejora en el 
presupuesto, el aumento en el pie de fuerza y, sobre todo, el fortalecimiento de la presencia 
de la Fuerza Pública (incluyendo con este término a la Policía Nacional) en todo el territorio 
nacional. En un discurso reproducido y analizado por la revista Fuerzas Armadas el 
presidente Uribe señaló: 
Con la inseguridad surgió la tesis de la debilidad, de la civilidad como abandono de la 
autoridad, de la seguridad y eso llevó a que los ciudadanos no tengan un Estado con toda 
la determinación de protegerlos y los fueron dejando en manos de los poderes irregulares, 
que por falta de decisión estatal crecieron (Uribe Vélez, 2002, p. 53) 
El gobierno se propuso mejorar la presencia del Estado en las regiones bajo control de los 
grupos al margen de la ley, haciendo de las Fuerzas Militares y de la Policía el eje 
estructurador de la estrategia. Los militares pasaron de ser entidades en muchos casos 
aisladas del debate público a ser parte central en la consecución de los objetivos del 
gobierno incluso más allá de los estrictamente militares. Al respecto, Pizarro afirma: 
La brecha se va fundamentalmente a cerrar porque Uribe empieza una micro gerencia y 
llamaba a las 4 de la mañana a todos los comandantes de Batallón, de Brigada y de División 
para ver los resultados, entonces Uribe inició una intervención, un apoyo en las fuerzas 
militares enormemente grande (Pizarro, 2019, p. 4) 
En segundo lugar, el desarrollo mismo de la política de seguridad democrática cambió la 
forma de entender el conflicto y hacerle frente. Para el Gobierno Uribe, la seguridad debía 
ser un esfuerzo mancomunado entre las Fuerzas Militares y de Policía y la ciudadanía en 
general. De allí las iniciativas como las redes de informantes y los incentivos a civiles para 
que entregaran información relevante frente a los objetivos del gobierno, se volvieron 




Con este tipo de acciones, el gobierno Uribe intentó cambiar la forma en que los militares 
se relacionaban con los civiles apelando a la doctrina acción integral y las estrategias de 
estabilización y consolidación territorial. En este punto, la inclusión de los militares en la 
construcción de la política de defensa y su centralidad en las mismas, sumadas a la nueva 
visión del acercamiento a la población civil, cambiaron el estado de ánimo al interior de las 
filas. La posibilidad de una situación estratégica favorable a las fuerzas estatales resultó 
más viable y poco a poco los militares cerraron filas en apoyo a las promesas y objetivos 
del gobierno Uribe (Carvajal, 2005; Ramírez Trujillo, 2005). 
En tercer lugar, tal vez el punto más importante de cambio en la percepción de los militares 
respecto de las autoridades civiles y de la situación en general del país, tiene que ver con 
la confianza en la victoria militar. Si bien al final de su mandato el Presidente Uribe buscó 
un acercamiento para establecer diálogos de paz, su gobierno se concentró en la que suele 
ser una fase previa de esta: la ofensiva total. El paso de una posición defensiva a una 
ofensiva modificó la forma en que las Fuerzas Militares se desenvolvían en el conflicto 
tanto porque les permitió enfocarse en las líneas de esfuerzo centrales, como porque les 
dio el espacio para que la transformación se encausara en sus necesidades primordiales. 
(Mesa, 2019). 
La Revista Fuerzas Armadas, a través de las cátedras presidenciales, reprodujo los 
discursos del presidente Uribe; los artículos de la época evidenciaron los cambios en la 
percepción militar y, el mejoramiento en la moral de combate. Justamente el término 
“cátedra” habla de un afán de aprendizaje y seguimiento a los parámetros dados por el 
presidente en la nueva cruzada dentro del conflicto armado. 
La elección de Juan Manuel Santos, exministro de Defensa de Uribe, mantuvo en gran 
medida el estado de ánimo descrito, al ser identificado como la continuidad de una política 
exitosa y deseable (Valencia Tovar, 2010). Esta sensación de continuidad y estabilidad se 
vio enfrentada a un nuevo hecho que fue central para la percepción general de los militares: 
los diálogos de paz con las FARC que culminaron de manera positiva en el año 2016 y los 
diálogos iniciales con el ELN que fueron interrumpidos en el año 2019. 
Para entonces era claro que cualquier ofensiva y plan militar tenía como norte lograr que 
la cúpula de las guerrillas se sentara a negociar, pero con una situación favorable para el 
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gobierno, a diferencia de lo ocurrido en las tentativas anteriores de paz7. Sin embargo, que 
se concretara este proceso hizo que los militares pensaran los diferentes escenarios que 
podrían afrontar en un espacio de negociación. A partir del año 2013, abundaron en la 
revista de las Fuerzas Armadas los artículos referentes al proceso de paz y sus posibles 
efectos. 
ende acuerdo con la evidencia encontrada en la revista, los militares y los colaboradores 
de la publicación adoptaron fundamentalmente dos posiciones. En la primera, el foco se 
puso en mostrar a los militares heridos en combate como víctimas del conflicto que a su 
vez merecen el mismo trato y reparación que las víctimas civiles. (Fernández, 2013; J. C. 
Mejía, 2013).  
La segunda preocupación se refería a los roles y funciones de las Fuerzas Militares en un 
escenario de postconflicto; esto evidenció el temor a perder la preponderancia y centralidad 
que se había adquirido en años anteriores (Bonett, 2014; Fernández Leal, 2014). Incluso, 
las publicaciones insistieron en la importancia de los militares en la construcción de la 
memoria histórica como clave para un futuro escenario de postconflicto (Esparza, 2015a, 
2015b).  
Para ese momento, los militares veían el acuerdo de paz, al mismo tiempo, con recelo y 
con esperanza. Con recelo, en la medida que se preocuparon desde el principio por su 
alcance y su impacto en las Fuerzas Militares; y con esperanza, debido a que la coyuntura 
les permitió fortalecer su discurso de la victoria militar y exponer de manera pública su 
visión de las víctimas al interior de las Fuerzas y de la memoria histórica.  
Como señala Niño (2019), uno de los grandes éxitos del gobierno Santos radicó en pensar 
de manera más global el conflicto dándole un sentido más sistemático y enfocado a 
desmontar las causas tanto subjetivas como objetivas de la guerra. Bajo este gobierno se 
planteó la atención a la población civil en diferentes regiones del país como un asunto 
clave desde el punto de vista de una seguridad integral para los territorios. 
                                                 
 
7 Esta afirmación debe matizarse en tanto el diálogo del Caguán, como plantean Ugarriza y Pabón 
(2017), sirvió para generar una suerte de reorganización estratégica tanto para la guerrilla de las 
FARC como para las Fuerzas Militares.  
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3.2 Apoyo a las políticas dictadas por las autoridades 
civiles  
3.2.1 Pastrana y los diálogos de paz del Caguán 
 
En el gobierno Pastrana, tanto para militares como para las autoridades civiles, la 
necesidad de generar un cambio en la situación de seguridad fue una prioridad de la 
agenda pública. Este propósito común mejoró las relaciones entre los dos sectores al 
mismo tiempo la situación de seguridad. Sin embargo, persistían los cuestionamientos en 
torno a los diálogos de paz: 
Ese gobierno se caracterizó por su incompetencia política, en especial frente al manejo de la 
zona desmilitarizada (‘zona de despeje’) y al denominado proceso de paz con las FARC, 
conocido en su momento como ‘el Caguán’, centro geográfico de esa zona. Esta situación 
contrastó con la reforma operativa militar exigida por Estados Unidos, que de esta manera 
condicionó su injerencia y su ayuda financiera centrada en el ‘Plan Colombia’, destinado a la 
lucha prohibicionista y represiva contra las drogas (Leal Buitrago, 2011, p. 10) 
Pese a los esfuerzos del gobierno, los diálogos de paz terminaron fracasando por al menos 
tres razones: en primer lugar, la agenda de negociación acordada abordó los problemas 
que originaron el conflicto armado de manera muy general, dejando asuntos esenciales 
fuera de la mesa de diálogo en lo que se constituyó como una endeble agenda común 
(Hernández Barreto, 2013). Los más de cien puntos planteados para discutir entre las 
partes, hacían inviable cualquier proceso de paz y mucho más dentro de un conflicto de 
las características particulares como el colombiano. 
La segunda razón tiene que ver con la falta de visión estratégica por parte del Gobierno 
Nacional. Como parte de las condiciones para iniciar los diálogos, éste accedió a 
desmilitarizar una zona aproximada de 40.000 KM2 ubicada en varios municipios del Meta 
y gran parte en San Vicente del Caguán en el Departamento de Caquetá (Leal Buitrago, 
2018). La zona de distensión, como fue conocida, se convirtió en el símbolo de la ceguera 
estratégica de las autoridades civiles, en tanto las FARC usaron este espacio como 
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plataforma para fortalecerse, expandir sus negocios ilícitos y dar continuidad a sus 
estrategias en contra del Estado (Mesa, 2019)8 
La tercera razón es que en el fondo ambas partes, y sobre todo la guerrilla de las FARC, 
no contempló hacer concesiones en el proceso, utilizando el diálogo como una oportunidad 
para avanzar en sus pretensiones de toma del poder. Jaime Zuluaga lo señala en una de 
sus experiencias durante este proceso de paz:  
A mediados de 1999 visité la Zona de Distensión en seguimiento de los diálogos iniciados 
entre el gobierno nacional y las FARC. Tuve la oportunidad de preguntarle a Alfonso Cano 
por qué estaban en un proceso de paz. La respuesta fue sorprendente: “Aspiramos a 
conformar un gobierno de coalición en el que nosotros, las FARC, seamos al menos el 50 
por ciento. Si no es así, seguimos haciendo la guerra, que es lo que sabemos hacer, y 
vamos por todo el poder (Zuluaga, 2012, p. 1) 
Si bien los militares decidieron apoyar el proceso desde el principio, como lo demuestra el 
editorial del entonces Comandante General de las Fuerzas Militares General Fernando 
Tapias (2001), publicado por la Revista Fuerzas Armadas;  con un pronóstico reservado, 
los militares no pudieron estar al margen de la desmilitarización y en general de la 
materialización de una zona ajena a su alcance. Este estado de anímico se refleja también 
en las declaraciones del General (R) Álvaro Valencia Tovar: 
El militar entiende que por un lado va el proceso político y no tienen por qué disminuir su 
voluntad de combate. Entiende que es un acto político que tiene que tener un desarrollo 
político y que el cumplimiento de la misión militar es independiente del proceso mientras 
éste no produzca resultados tangibles, dice Valencia. Sin embargo, el ex ministro afirmó 
que existe preocupación en lo relativo al despeje de áreas. No es sino pensar que los 
militares han gastado años recuperando para el Estado estas zonas críticas que tienen un 
valor estratégico y un valor humano importantes. Para ellos el despeje de área debe 
responder a unas concesiones recíprocas, es decir que el área sea abandonada por la 
guerrilla y por la Fuerza Pública, y haya una zona para dialogar. De resto no tiene sentido, 
concluye (El Tiempo, 1998, p. 1) 
 
                                                 
 
8 Esta es la visión de un militar que vivió en carne propia los retos que generó el Caguán, sin 
embargo, para alimentar esta discusión se debe recordar el argumento retomado en la nota al píe 
de la página 60.  
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Para los militares, la zona de distensión iba en contra de la misión de salvaguardar la 
soberanía en todo el territorio nacional que les otorgaba la Constitución. Si bien al inicio 
del despeje los militares trataron de mantener su preponderancia en el proceso, las 
fricciones fueron inevitables:  
Esta situación generó una gran tensión con los militares, descontentos por no haber sido 
consultados al respecto. No obstante, van a aconsejar al Presidente la necesidad de 
preservar la presencia de las autoridades civiles y el establecimiento de un calendario con 
fechas límites para el fin de proceso de desmilitarización, si bien estas ideas nunca fueron 
tomadas en cuenta. Esta tensión se agudizaría con la renuncia del ministro de Defensa, 
Rodrigo Lloreda, en mayo de 1999. (Illera & Ruíz, 2018, pp. 515-516) 
 
Esta visión es compartida por un militar retirado que fue testigo de la situación descrita:  
 
Bueno yo creo que recogiendo los comentarios de la gente en esas épocas si había 
escepticismo con los primeros diálogos primero porque las FARC tenían un poder muy 
grande y habían casi que arrodillado al Estado por esa capacidad que habían demostrado, 
hasta el punto de llegar a dominar o controlar un territorio colombiano como fue el caso de 
la toma de Mitú, allí la fuerza no pudo llegar si no a través de la colaboración de un país 
como Brasil porque las operaciones que lanzaron fueron de una pista de retorno porque no 
había forma de llegar desde el interior. Digamos que había mucho escepticismo también 
porque la guerrilla no dejaba su poder, continuaban con las acciones, seguían saliendo de 
ahí grandes grupos a cometer actos de terrorismo como secuestros, afectaciones a la 
infraestructura estratégica entonces nadie creía que eso pudiera tener realmente un 
acuerdo (Mesa, 2019, p. 3) 
 
El proceso de paz bajo Pastrana, pensado como una estrategia de legitimación política, 
terminó siendo una gran decepción, tanto a nivel nacional como internacional. Por un lado, 
el Presidente perdió su apuesta para acabar pacíficamente el conflicto que desangraba al 
país. La salida del Ministro de Defensa, Rodrigo Lloreda, se sumó a esta situación 
generalizada de desconfianza y pesimismo; los militares tenían en alta estima al Ministro, 
considerándolo uno de los mejores que hubiera pasado por esa cartera (Pizarro, 2019). A 
pesar de ello, que un ministro civil hubiese renunciado por sus diferencias con el 
Presidente, marca la normalización de la participación de los civiles en el aparato de 
defensa del Estado. Esta idea será esencial, por ejemplo, en el momento que Juan Manuel 
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Santos llegue a la Presidencia de la República luego de ser Ministro de Defensa durante 
el gobierno de Álvaro Uribe Vélez. 
La frustración de los militares con este intento de dialogo también se plasmó en la Revista 
Fuerzas Armadas mostrando en varios de sus escritos una sensación de derrota y 
decepción frente al proceso adelantado por Pastrana:   
Lejos aún del concepto de guerra total que parece predominar en el consenso público, lo 
que de verdad se presenta luego del rompimiento del llamado proceso de paz es un 
agravamiento de la intensidad del conflicto que viene sufriendo el país con el carácter de 
guerra revolucionaria prolongada de origen marxista. Es evidente que en esta nueva etapa 
de la confrontación, la lucha de guerrillas cederá la primacía al uso intensivo del terrorismo, 
dada la inferioridad manifiesta de las FARC frente al poder militar del Estado (Valencia 
Tovar, 2001, p. 10). 
Así las cosas, dado el fracaso de los diálogos del Caguán, el Presidente Pastrana presentó 
el Plan Colombia como la estrategia alternativa para combatir a las guerrillas. No obstante, 
las relaciones entre Pastrana y las Fuerzas Militares no se rompieron del todo debido a la 
cercanía del Presidente con el entonces General Fernando Tapias. Será Tapias quien dé 
comienzo al proceso de reorganización de las Fuerzas Militares (Pizarro, 2019). 
El final de la presidencia Pastrana dejó luces y sombras en numerosos aspectos. Dentro 
de las luces, debe destacarse la internacionalización activa de la solución al conflicto 
armado interno, logrando que muchos países se interesan por la situación colombiana. En 
las sombras, la ingenua creencia en que la guerrilla estaría dispuesta a negociar justo 
cuando se encontraba en una posición de ventaja.  
En este escenario creó las condiciones para que un nuevo liderazgo de carácter populista 
y caudillista emergiera. La llegada de Uribe al poder marcó una nueva era de las relaciones 
cívico-militares que se desarrollaron a la par de un cambio en la posición estratégica de 





3.2.2 La Seguridad Democrática y el apoyo militar 
convertido en hipersubordinación 
 
En su libro “El orangután con sacoleva”, Gutiérrez Sanín se refiere al gobierno Uribe  como 
una etapa de claro retroceso democrático caracterizado por un enfrentamiento frontal con 
las instituciones encargadas de impartir justicia y el intento de desmontar avances de la 
Constitución de 1991 (Gutiérrez Sanín, 2014). El talante de la campaña presidencial de 
2002 se fijó en los asuntos de seguridad y orden público debido a los diálogos fallidos con 
la guerrilla de las FARC en el Caguán. La opinión pública respaldó la opción de respuesta 
militar al conflicto planteada  por  Uribe durante la campaña presidencial.  
Según López de la Roche (2014), durante los años del gobierno Uribe conceptos como el 
patriotismo y la “mano dura” se impusieron en la agenda de noticias con una clara intención 
de redirigir y modificar la percepción de la gente sobre los grandes problemas del país. Lo 
que López de la Roche llama una “reorientación afectiva” de los colombianos, terminó 
generando una fuerte presión hacia los medios de comunicación incluso hablando de 
acciones encaminadas a la censura en muchos casos (López de la Roche, 2014). 
Buena parte del discurso de Uribe giró en torno al papel de los militares en la “Seguridad 
democrática”. La entonces Ministra de Defensa, Martha Lucía Ramírez presentó así el 
enfoque del gobierno: 
La seguridad de los colombianos es un asunto que compete no sólo al Ministerio de Defensa 
y a la Fuerza Pública, sino a todo el Estado y a toda la sociedad. Desde el momento en que 
el Presidente Uribe me encomendó la tarea de desarrollar las bases de la Seguridad 
Democrática en un documento que recoja tanto el marco conceptual como las políticas de 
seguridad del Gobierno, reuní un equipo del Ministerio de Defensa, el Comando General de 
las Fuerzas Militares, la Escuela Superior de Guerra y la Policía Nacional para estudiar y 
estructurar las soluciones más adecuadas a los problemas del país en esta materia. El 
resultado de este trabajo es el documento que aquí presentamos (Ministerio de Defensa 
Nacional, 2003) 
 
Asi, desde 2003, las Fuerzas Militares y la Policía serían imprescindibles en la ejecución 
de políticas públicas por parte autoridades civiles.  Además de los objetivos de seguridad, 
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la Política de Seguridad Democrática (en adelante, PSD), impulsó otras políticas, como por 
ejemplo la recuperación de la confianza inversionista y el turismo.  
Las líneas de acción que se plantearon en la PSD le dieron continuidad a los objetivos del 
Plan Colombia, y mejoraron las condiciones para su implementación. Estas líneas fueron: 
primero, coordinar la acción del Estado en un intento de mejorar la sinergia entre las 
Fuerzas Militares y los demás organismos del Estado; segundo, fortalecer las instituciones 
del Estado, a través de  la Acción Integral y, posteriormente, a la Acción Unificada; tercero, 
proteger a los ciudadanos y la infraestructura de la nación  mejorando la comunicación y 
acciones de las Fuerzas Militares frente a la Policía Nacional; cuarto, cooperar para la 
seguridad de todos impulsando las redes de informantes y las nuevas fuentes de 
inteligencia vinculadas a la ciudadanía: y quinto, publicitar las políticas y acciones del 
Estado en un intento por mejorar los canales de comunicación con la ciudadanía (Ministerio 
de Defensa Nacional, 2003). 
Las líneas de la política de defensa trascendieron los temas de seguridad y tendieron un 
puente entre el papel de las Fuerzas Militares y los otros organismos del Estado. Así, la 
defensa y seguridad del país sería liderada por los militares en coordinación con otros 
sectores del Gobierno. Este enfoque de trabajo interagencial era novedoso en el manjo de 
la seguridad en el país. . Aunque insuficiente para abordar los enormes problemas del país, 
esta directriz marcó el camino para los futuros planes militares. 
El gobierno de Álvaro Uribe tuvo un talante propio y diferenciado en lo concerniente a la 
subordinación de los militares. Mientras que en los gobiernos de Samper y Pastrana el 
distanciamiento e incluso la ruptura entre civiles y militares se mantuvo, con Uribe los 
militares le dieron un apoyo decidido de a la autoridad civil para vencer a las FARC (Pizarro, 
2019). Ortega lo manifiesta de la siguiente manera:  
Yo creo que ahí un poco Uribe rompe la cadena de subordinación, pero era por el estilo de 
Uribe, como el hombre es tan micro gerente, no le importaba saltarse la cadena de mando 
y llamar a un Batallón, preguntar bueno qué está pasando acá y lo hizo muchas veces en 
los consejos comunitarios yo creo que sí la subordinación la fue alterando, no sé hasta qué 
punto. También los militares, eso se lo escuché alguna vez a un oficial, sintieron que por 
primera vez había comandante en jefe, es decir, había quién los orientara, porque Uribe fue 
muy inteligente y tomó el papel que esperan los militares hagan los civiles del Ministerio que 
es dar las peleas que ellos no pueden dar, así les quitaba molestias (2019, p. 4) 
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Sin embargo, este decidido apoyo militar sumado a la tendencia autoritaria del gobierno, 
terminó deformando el concepto de subordinación y generando impactos evidentes en la 
actuación de los militares. La adhesión irrestricta a las ideas y políticas de los civiles 
también puede traer numerosos problemas para su efectividad y hasta su legitimidad 
desde el punto de vista de los ciudadanos.  
Para entender el nivel de adhesión descrita, es oportuno revisar los hallazgos encontrados 
en la revista Fuerzas Armadas. La publicación da cuenta de la alineación de los militares 
con las políticas del nuevo gobierno, incluso antes de la elección de Uribe. El entonces 
candidato mostró a los militares justamente lo que esperaban: un discurso de apoyo total 
a su labor y una futura estrategia ofensiva contra los grupos insurgentes. (Uribe Vélez, 
2002). . 
Las editoriales reprodujeron los discursos de apertura y cierre de los cursos de la Escuela 
de Guerra; tales publicaciones se denominaron “Cátedra presidencial”  desde el número 
191 de la revista (Uribe Vélez, 2004). A partir de allí, al menos otros cuatro editoriales 
fueron reproducidos en la revista con un mensaje claro: el camino de la victoria militar está 
cerca, solo y exclusivamente si la seguridad democrática es implementada en todo el 
territorio nacional. 
Artículos de otras autoridades civiles como los ministros Camilo Ospina (2005) y Juan 
Manuel Santos (2006, 2007) sobre los lineamientos de la política de defensa también 
fueron publicados por entonces. Poco a poco, la revista pasó de ser una publicación 
totalmente técnica en materia militar, a incluir discursos e intervenciones de las autoridades 
civiles con una clara intención entre líneas. 
Muestra de la confluencia de objetivos entre los militares y el gobierno fue la editorial 
publicada en 2006 por el entonces Comandante General de las Fuerzas Militares:  
Las fuerzas del terror están aisladas y cercadas, pero no lo suficiente: nos falta camino cada 
vez más difícil por recorrer. Resultan contingencias y como dijo el señor presidente Álvaro 
Uribe Vélez en la ciudad de Cúcuta: “estos bandidos no negociarán por concesión política, 
sino por estado de necesidad” por tanto, no vamos a subestimar dichas contingencias, sobre 
todo su aparato financiero, el lazo de unión con sus condiciones de sobrevivencia” (Padilla 
de León, 2006, p. 5) 
Además de la constante referencia a los lineamientos del gobierno en la revista, debe 
destacarse también el cambio en el lenguaje empleado en los artículos; palabras como 
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“bandido” y “terror” se repiten tanto en los discursos militares, como en los diferentes 
discursos del presidente y su gabinete (López de la Roche, 2014).  
Otros artículos mostraron la adhesión  de la cúpula militar a las directrices de Uribe;, como 
muestra el artículo del polémico Mario Montoya (2006) que también habló de terrorismo, 
de la posibilidad cercana de derrotarlo y, sobre todo, de la importancia de las políticas de 
gobierno para lograr este fin sin que ello implique reconocer el estatus de beligerancia de 
la insurgencia. Esta idea tuvo un eco importante al interior de las Fuerzas lo que puede 
identificarse en varios artículos escritos por militares; “Las FARC y la beligerancia” escrito 
por la teniente Juanita Millán (2010). 
Lo mismo sucede con el artículo publicado por el Mayor General Víctor Álvarez (2006) que 
incluso habla de institucionalizar las actuales políticas de defensa mediante una ley de 
seguridad que legitime el argumento negacionista del conflicto y que dé más herramientas 
a las Fuerzas para combatir el terrorismo y logre consolidar la seguridad democrática. 
Durante este período se pasó de la desconfianza mutua a un respaldo prácticamente 
incondicional, que, a su vez, dio lugar a un reacomodo del sistema político.  
Así se dio el paso de una subordinación militar, característica de los sistemas democráticos 
fuertes, a una hipersubordinación, propia de gobiernos democráticos limitados y con   
derivas autoritarias claras, como en este caso. Dicha transformación se configuró a partir 
de tres rupturas fundamentales: la institucional, la internacional y la ruptura con la sociedad 
civil. 
Respecto a la ruptura institucional, se encuentra que en los regímenes autoritarios se 
desconocen o se violan los fundamentos del estado de derecho en nombre de un bien 
superior, en este caso, la derrota del enemigo. Muestra de ello fue la “Operación Orión” en 
la que se fijó la posición de la presidencia de Álvaro Uribe Vélez ante la infiltración de las 
guerrillas a las ciudades, específicamente en Medellín: 
La Operación Orión fue una operación conjunta de las fuerzas del Estado donde 
participaron, junto a la Policía y el Ejército, la Fuerza Aérea, el DAS y la Fiscalía. Se 
desarrolló intensamente entre el 16 y el 18 de octubre de 2002 en los barrios 20 de Julio, 
Las Independencias, Belencito, El Corazón, Nuevos Conquistadores y El Salado (Giraldo, 
2008, p. 107) 
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Esta operación conjunta y coordinada, tuvo como objetivo atacar uno de los centros 
neurálgicos que tenían las insurgencias y varios grupos criminales en la Comuna 13 de 
Medellín. La toma por sorpresa de esta Comuna terminó impactando el funcionamiento 
mismo de las Fuerzas Militares, pues se cuestionó su papel en las ciudades, así como las 
alianzas oscuras para detener la ofensiva insurgente. Esta polémica operación puso de 
manifiesto la prevalencia de un enfoque coercitivo por sobre los enfoques sociales y de 
desarrollo. Al respecto, el informe “La huella invisible de la guerra” del Centro Nacional de 
Memoria Histórica describe que:  
Este despliegue de fuerza, si bien fue calificado por muchos como un éxito militar 
concluyente, puso en evidencia la tardía y deficitaria gestión del conflicto, que privilegiaba 
la acción punitiva y eludía el desafío de pensar las dimensiones sociales y políticas del 
mismo. La euforia militar comenzó a empañarse cuando se reveló que al uso desmedido de 
la fuerza, se sumaba la colaboración entre fuerzas del Estado y paramilitares (CNMH, 2011, 
p. 16)  
Evidencia de este tipo de vínculos fue una foto en la que aparece un hombre uniformado, 
con pasamontañas y sin distintivos militares que parece ordenar el movimiento a varios 
militares en una de las estrechas calles de la Comuna 13 (Guarnizo, 2015).  Los 
cuestionamientos sobre la legalidad de la operación se profundizaron debido a la 
desproporción de fuerzas usadas durante el ejercicio; en total, se desplegaron 1500 
efectivos provenientes de diferentes Fuerzas y entidades como el DAS, acompañados de 
helicópteros artillados y, como se sabría después, el acompañamiento de personajes 
encapuchados sin identificar (CNMH, 2011).  
Con el tiempo, numerosas declaraciones confirmaron el apoyo de grupos de paramilitares 
ligados al narcotráfico a esta operación, como bien lo cita el informe de la CNMH 
retomando la declaración de alias “Don Berna” de la Unidad Nacional de Fiscalías para la 
paz el año 2008: 
Al respecto declaró “El Cacique Nutibara hizo inteligencia, logró la ubicación de guerrilleros, 
se infiltró dentro de la población civil y todos estos datos se le adjuntaron a las Fuerzas 
Militares”. Además fue pieza clave para proferir señalamientos contra supuestos 
colaboradores “varios de nuestros hombres fueron allá, muchos de ellos iban 
encapuchados, se identificó varias personas, algunas fueron dadas de baja, otros fueron 
capturados y después desaparecidos (CNMH, 2011, p. 80) 
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El apoyo de paramilitares a la Fuerza Pública terminó minando las relaciones cívico-
militares desde el punto de vista de la efectividad militar; sin embargo, para este caso, 
también se debe cuestionar el papel del gobierno al priorizar sus objetivos de seguridad 
desconociendo principios democráticos, legales y hasta militares.  
La segunda ruptura en los regímenes autoritarios hace referencia a la dimensión 
internacional.  Bajo el mandato de Uribe se llevó a cabo una operación militar en territorio 
extranjero, contraviniendo disposiciones del Derecho Internacional. La “Operación Fénix” 
fue llevaba a cabo luego de meses de trabajos de inteligencia por parte del Ejército 
Nacional y su objetivo era identificar el movimiento y ubicación de los principales jefes de 
las FARC. Para el Presidente Uribe y el Alto Mando Militar, era prioritario neutralizar a los 
líderes de la organización, con el objetivo de desestabilizar toda la organización (Rico, 
2008).  
La inteligencia era correcta, Luis Edgar Devia, mejor conocido con el alias de Raúl Reyes, 
se encontraba en el área reseñada, el aprestamiento de la tropa y la logística también fue 
impecable, la operación solo adolecía de un problema: las coordenadas confirmadas para 
el ataque se ubicaban en territorio ecuatoriano. 
La operación fue un éxito, al menos en apariencia, y las Fuerzas Militares lograron dar de 
baja a Reyes configurando uno de los golpes más grandes en la historia de la guerrilla de 
las FARC. Este operativo tuvo, sin embargo, repercusiones de orden internacional dado 
que toda la operación se realizó sin el permiso del gobierno ecuatoriano presidido por 
Rafael Correa. 
A la una de la mañana, Uribe telefonea a su homólogo Rafael Correa. Le comenta que ha 
habido un enfrentamiento que ha rebasado la frontera. Han muerto un soldado y una 
veintena de guerrilleros, entre ellos Raúl Reyes. Correa se inquieta: ¿Dónde cayó Reyes?". 
"Estoy casi seguro que en territorio de Ecuador", responde Uribe. "Con algún rubor", el 
colombiano admite que no le dijo que era una operación planificada. "Asumo mi 
responsabilidad. Pero si lo hubiera comunicado antes, estoy seguro de que todo hubiera 
fracasado". Inmediatamente después, los comandantes militares llaman a sus pares 
ecuatorianos. "La reacción fue solidaria", asegura Padilla. "Les dimos las coordenadas del 
lugar y les dijimos que habíamos dejado a 44 hombres para hacerles entrega de todo (Rico, 
2008, p. 2) 
 69 
 
El gobierno ecuatoriano reclamó el derecho a detener los efectivos colombianos y el 
Presidente Correa llevó su protesta a los escenarios internacionales. El gobierno 
colombiano y sus Fuerzas Militares acababan de saltarse el Derecho Internacional violando 
la soberanía territorial del país vecino; los argumentos de legítima defensa o el bien mayor 
fueron rápidamente rebatidos. (Pastrana Buelvas & Trujillo Méndez, 2011). De inmediato, 
el debate sobre si la muerte de Reyes valió la creación de tensiones en el ambiente 
internacional se extendió al debate internacional y países como Venezuela y Brasil 
mostraron su descontento frente a este tipo de actuaciones.  
 
En este caso, el Ministerio de Defensa y las Fuerzas Militares asumieron funciones propias 
del Ministerio de Relaciones Exteriores:  
[…] todo ello se traduce en que el estamento militar tiene una importancia para las elites 
mucho superior a la propia, incluso dentro de las propias relaciones cívico-militares, me 
explico: el Ministro de Defensa era más Canciller que el propio Canciller ¿no? acuérdese 
usted de la cumbre del Grupo de Rio después del ataque Sucumbíos, el presidente Uribe 
viaja con toda su cúpula militar, y la palabra la tiene la cúpula militar, el Ministerio de Defensa 
y la Cancillería queda relegada un poco, entonces se habla de la securitización de la 
diplomacia colombiana (C. Niño, comunicación personal, 8 de noviembre de 2019, p. 9) 
 
Llevar una comitiva militar y no una diplomática a una reunión de tan alta importancia, 
marcó sin duda el talante del gobierno Uribe y la esencia de la operación que allí se 
discutió. En entrevista dada al periódico El Tiempo, el entonces Ministro de Defensa, Juan 
Manuel Santos, respondió lo siguiente a la pregunta de si sabía el impacto internacional 
que tendría una operación de este tipo: 
No se le olvide que golpear a terroristas que sistemáticamente están atentando contra la 
población de un país, así estos no se encuentren dentro de su territorio, es un acto de 
legítima defensa y una doctrina cada vez más aceptada por la comunidad y el derecho 
internacional. (El Tiempo, 2009, p. 1) 
La ruptura internacional, se evidencia, por tanto, en una operación que transgredió 
numerosas normas internacionales y que dejó en entredicho el papel de Colombia como 
un “buen vecino” en la región. Al igual que con la Operación Orión, una meta impuesta por 
las autoridades civiles y ejecutada por las Fuerzas Militares no es cuestionada al interior 
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de la institución; así se vuelve a poner de presente la hipersubordinación de los militares a 
los dictámenes del presidente, Álvaro Uribe.  
Finalmente, la ruptura con la sociedad civil hace referencia a los efectos nocivos y 
perversos de involucrar directamente a la población en la estrategia contrainsurgente. 
Muestra de ello fue el fenómeno de los llamados “Falsos Positivos” que tuvo efectos 
nefastos en la imagen y legitimidad de las Fuerzas Militares. 
En junio de 2019, el Coronel (R) Gabriel Rincón declaró ante la Jurisdicción Especial para 
la Paz luego de salir de la cárcel. En esta estremecedora narrativa que incluyó lágrimas y 
súplicas de perdón, el Coronel contó cómo numerosas unidades de la Brigada Móvil 15 
orquestaron crímenes atroces: debido a las metas impuestas por el alto mando y por el 
Presidente Uribe, muchos militares ejecutaron civiles con el propósito de hacerlos pasar 
como combatientes y así cumplir con las exigencias de resultados en el combate a la 
guerrilla (Noticias Caracol, 2019). En el mismo relato, el Coronel explicó que los “Falsos 
Positivos” o las ejecuciones extrajudiciales fueron el único camino para sobrevivir dentro 
del Ejército y mantener la carrera militar.  
El fenómeno conocido como los “falsos positivos” hace referencia “al hecho de presentar 
como muertos a las bajas dentro de un operativo militar a quienes en realidad no lo son. 
En sentido más amplio el término más apropiado quizás sea el de víctimas de ejecuciones 
extrajudiciales” (Cárdenas & Villa, 2012, p. 1) 
De esta manera, militares colombianos decidieron presentar civiles como falsos resultados 
de combate y así ganar el beneplácito de los superiores y beneficios de todo tipo. Según 
el artículo de Angulo Novoa (2011), las causas de este tipo de acciones pueden resumirse 
en cinco puntos: primero, la necesidad de mostrar resultados operacionales y cumplir con 
las metas impuestas tanto interna como externamente a las instituciones castrenses; 
segundo, un sistema de incentivos perversos representados en posibles premios, 
condecoraciones y  días de permiso; tercero, una indeterminación de las responsabilidades 
dentro de la jerarquía militar; cuarto, la facilidad inherente de matar civiles por sobre 
insurgentes de verdad; y quinto, una impunidad generalizada, tal y como se evidencia en 
varios informes independientes.  
Estos crímenes se replicaron en varias unidades del Ejército, haciendo incluso 
sistemáticas. Si bien el fenómeno de las ejecuciones extrajudiciales tiene registros en años 
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como 1984, es en el intervalo de tiempo entre 2002 y 2006 que la cifra de víctimas y casos 
aumentó de manera clara superando incluso la cifra de 600 casos entre 2005 y 2006 
(Angulo Novoa, 2011).  Esta realidad que se fue conociendo de a pocos a través de  
denuncias y fallos condenatorios; el más conocido fue el proferido por el Consejo de Estado 
en el año 2016, en donde por primera vez se condena al Estado por este tipo de 
ejecuciones extrajudiciales (Consejo de Estado, 2016): el gobierno se defendió diciendo 
que se trataban de casos aislados que obedecían más a la acción de “manzanas podridas” 
y no de políticas institucionales.  
En el estudio “Ejecuciones extrajudiciales en Colombia, 2002-2010” se realiza un análisis 
narrativo y documental del asunto, y concluye que:  
Es un desgaste para el Estado continuar desconociendo tanto los eventos de las 
ejecuciones extrajudiciales como la existencia de un patrón sistemático y generalizado en 
éstas, lo cual ha sido reconocido por funcionarios judiciales, organismos de derechos 
humanos y sus autores materiales -coroneles, mayores, capitanes, suboficiales, soldados, 
civiles, reinsertados e integrantes de grupos paramilitares-. Inclusive, existen declaraciones 
de generales que evidenciaron en su momento la realización de los eventos en varias 
unidades militares del país, como lo muestra el artículo de Las 2 Orillas "La soledad del 
general que destapó los falsos positivos" […]. El desconocimiento no solamente conlleva a 
la impunidad, abriendo puertas para que la Corte Penal Internacional y el derecho universal 
suplan la función del Estado en la investigación de delitos y crímenes cometidos por 
servidores públicos, sino que es un obstáculo para la reparación, la verdad, la justicia y las 
garantías de no repetición, máximo al encontrarse la sociedad colombiana a las puertas del 
postconflicto (Rojas Bolaños & Benavides, 2017, p. 196) 
Los autores, sin embargo, no solo critican la posición oficial encaminada a exculpar a las 
Fuerzas Militares o viceversa, culpando a unos de sus oficiales, suboficiales y soldados. 
Por el contrario, además de la evidente sistematicidad, se reconoce que la obediencia 
ciega que mantuvieron los militares implicados con las órdenes exigentes que se 
impusieron de parte del alto mando y de las autoridades civiles representadas en el 
Presidente de la República, resultaron fatales para la defensa de los Derechos Humanos 
y del Derecho Internacional Humanitario (Rojas Bolaños & Benavides, 2017). Esto pone 
de presente la delgada línea entre la subordinación democrática a la autoridad civil y la 
hipersubordinación concordante con el cierre democrático del gobierno Uribe.  
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Esta ruptura con la sociedad civil se ve reflejada en la  tristemente famosa meta del 
Comandante del Ejército Nacional, el ya citado Mario Montoya, quien medía el éxito 
operacional en litros de sangre (Blu Radio, 2019). El ya retirado militar sigue siendo 
investigado por estas y otras actuaciones que minaron la credibilidad de las Fuerzas 
Militares en su conjunto. No obstante, la discusión sobre los “falsos positivos” le ha dado 
preponderancia a la responsabilidad de los militares, pero no ha profundizado en el papel 
de los civiles y su control sobre las instituciones castrenses en su ejecución.  
 
3.2.3 Santos y la oportunidad de un nuevo proceso de paz 
 
Luego de ocho años de gobierno, al ver frustrado su intento de un tercer periodo 
presidencial, Uribe decidió apoyar un candidato cercano a él y a los militares: Juan Manuel 
Santos. El nuevo gobierno heredó una nueva situación estratégica favorable a las Fuerzas 
Militares. Como señala Pizarro, las FARC desperdiciaron su momento luego de la creación 
de la zona de despeje del Caguán, debido a su prisa innecesaria en numerosas acciones 
(Pizarro, 2018). El mejoramiento de la efectividad militar producto de la implementación del 
Plan Colombia, cambió el equilibrio de fuerzas y permitió vislumbrar el fin del conflicto 
armado.  
Si bien Santos llegó a la Presidencia con el beneplácito de Uribe luego de ser su Ministro 
de Defensa, rápidamente se desmarcó de su predecesor. En su discurso de posesión, 
Santos planteó la posibilidad de una salida negociada al conflicto. (Presidencia de la 
República, 2010). Desde 2012 se comenzaron unos diálogos directos y exploratorios para 
el establecimiento de una mesa de negociación formal.  El propósito de Santos era llevar 
a las FARC a un diálogo serio sin cometer los errores del pasado. 
El nuevo gobierno enfrentaba tres grandes retos desde el punto de vista de las relaciones 
cívico-militares. El primer reto consistía en buscar mecanismos para incluir a los militares 
en el proceso de diálogo, no solo como consejeros, tal y como pasó en el Caguán, sino 
también como participantes activos en la mesa de diálogo. Uno de los efectos del Plan 
Colombia, y en general de la reorganización de las Fuerzas Militares fue su 
empoderamiento progresivo como actores claves en las decisiones sobre el futuro del país.  
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El segundo reto consistió en proponer una posible reforma militar e incluso plantearla   
como parte de la agenda de negociación; este asunto terminó por convertirse en un 
problema para la continuidad de los diálogos mismos. Si bien la institución se mantenía en 
un proceso de reforma constante, incluso antes de la definición del Plan Colombia (Pizarro, 
2018), resultaba inaceptable para el alto mando militar que su organización, principios y  
pie de fuerza fueran discutidos justamente con sus adversarios. 
El tercer reto hace referencia al rol de las Fuerzas Armadas en un posible escenario de 
postconflicto. Si se observan casos como el de Irak, en donde el gobernador encargado 
por Estados Unidos expulsó a numerosos efectivos de las Fuerzas Militares, quienes   
terminaron fortaleciendo las filas de los extremistas islámicos (Dobbins et al., 2009), se 
entenderá la magnitud del problema. Si bien en muchos procesos de paz el rol militar es 
repensado y ajustado a nuevas realidades, desconocer su utilidad y mantener su presencia 
en los territorios podría generar dificultades en el postconflicto.  
Reconociendo que cualquier intento de conseguir la paz necesita incluir y empoderar a los 
actores que hicieron parte de la guerra alrededor de una mesa de diálogo, las Fuerzas 
Militares dieron muestras de una disposición favorable a los acercamientos con las FARC. 
Un ejército fortalecido, con una ventaja estratégica y un exitoso proceso de modernización 
en curso, se pudo sentar en la mesa con otro talante, confiado en que la guerrilla no 
utilizaría las negociaciones para fortalecerse, como en otras ocasiones. El que un militar 
se sentara a dialogar con un guerrillero, no sucedía desde 1953, cuando Duarte Blum lo 
hizo con Guadalupe Salcedo; ello muestra la importancia de lo sucedido en el gobierno 
Santos (Pizarro, 2019) 
Desde el punto de vista de los militares, ese fue el momento clave para consolidar la 
estrategia implementada y capitalizar los beneficios de su ejecución.  Así lo muestran los 
artículos de la revista Fuerzas Armadas de la época: 
“Políticamente el gobierno consideró finalizada la fase de destrucción que sucedió al 
aislamiento y desalojo de las Farc y el Eln de comarcas amenazadas. Para asegurar los 
logros alcanzados y llegar al “fin del fin” anunciado por el Comando General de las Fuerzas 
Militares, el Presidente de la República en las postrimerías de su segundo mandato enunció 
la política de Prosperidad Democrática, que el nuevo gobierno instauró el 7 de agosto de 
2010 ha comenzado a desarrollar con las adaptaciones que se han creído pertinentes” 
(Valencia Tovar, 2010, p. 36) 
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En el mismo sentido, Ortega afirma que 
Cuando Santos entra a dialogar con las FARC, su discurso es un discurso de victoria y de 
apaciguamiento, ósea Santos llega con una oficialidad que dice que ya fue capaz de 
derrotarlos, decía yo ya maté al Mono Jojoy, cuando están negociando dan de baja a 
Alfonso Cano y es como para decirles nosotros ya les ganamos, de entrada hay visión 
distinta de los militares yo creo que ya entran con ese discurso […] (2019, p. 3-4) 
Si bien los militares recibieron con beneplácito la llegada del gobierno Santos, su visión 
era la de se plantearon la continuidad con las políticas de Uribe mediante la estrategia de 
“Prosperidad democrática” en un documento diseñado para aprovechar los logros de la 
seguridad democrática.  
El gobierno Santos decidió incluir el punto de vista militar desde los primeros 
acercamientos. Pocas semanas después del discurso de posesión, el  presidente designó 
un equipo negociador cuyos líderes serían Sergio Jaramillo y el general Eduardo Herrera, 
por entonces rector de la Universidad Militar Nueva Granada (Pizarro, 2018). En 2014, el 
Presidente envió una comitiva conformada por militares para acompañar a la delegación 
que ya se reunía en La Habana, Cuba, sede de las negociaciones. El grupo de militares 
estaba conformado por el general Javier Flórez, otros tres coroneles y un almirante de la 
Armada Nacional. Diarios internacionales presentaron la noticia de la siguiente manera:  
Santos calificó de "histórico" este paso, pues es la primera vez que militares activos dialogan 
con guerrilleros en el marco de los procesos de paz que se han intentado desde los años 
ochenta del siglo pasado para tratar de acabar con el conflicto armado. "Nada enaltece más 
a un miembro de las Fuerzas Armadas, nada exalta más su dignidad, que se escuche su 
voz, su opinión, en un momento tan definitivo como es la culminación de esa guerra, donde 
ellos estuvieron al frente poniendo el pecho", dijo el mandatario (DW, 2014, p. 1) 
El Presidente nombró al General (RA) Jorge Enrique Mora Rangel como negociador del 
equipo presidencial. Mora Rangel, además de contar con el respeto de los uniformados, 
tenía una peculiaridad en su hoja de vida que lo hacía perfecto para el cargo: fue 
Comandante del Ejército justo cuando el gobierno Pastrana decretaba la zona de despeje 
del Caguán y su figura, por tanto, representa la molestia de los militares con los fallidos 
diálogos que entonces que terminaron fortaleciendo a las guerrillas (León, 2012). Este 
reconocimiento se evidencia en que una de las primeras campañas del Plan Patriota fue 
bautizada con las letras “J.M.” en honor a Jorge Mora. 
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En respuesta a la pregunta de si los mandos militares compartieron las posiciones 
defendidas por él sobre el proceso de paz con las FARC, el General Mora respondió: 
Sí. Lo que yo le estoy diciendo es compartido por los mandos militares. Hago parte del 
equipo del gobierno, pero por mi condición de general sería imposible no tener en cuenta a 
la institución militar y policial y el sentimiento de quienes la integran. Para realizar mi trabajo 
en la mesa, para participar en las deliberaciones, yo hago un trabajo permanente con los 
mandos militares y con el Ministro de Defensa. Me reúno con ellos, compartimos, 
debatimos. Todo lo que hago y digo en la mesa lo hago con el aval, con la coordinación de 
todos los comandantes militares y del señor Ministro de Defensa. Además, hay un equipo 
de militares y de policías que se reúne en Cuba con las Farc y que hacen parte de una 
subcomisión. Ese equipo lo dirige el general Flórez. Y tengo permanente contacto e 
intercambio de conceptos y opiniones con ellos. Todo lo relacionado con los militares y 
policías lo hablo con el mando del servicio activo y con las organizaciones de retirados 
(Equipo Paz Gobierno, 2015, p. 6) 
La inclusión de los militares como actores de la mesa de diálogo y la exclusión del tema 
referente a la reforma militar dieron una mayor credibilidad al proceso desde el punto de 
vista de los militares y los policías (Mesa, 2019). Si bien el consenso al interior de las filas 
no fue total, los altos mandos militares mostraron públicamente su apoyo a los acuerdos y 
a las determinaciones del gobierno. Para autores como Niño (2019) el gran cambio entre 
el proceso de paz del gobierno Santos con respecto a las anteriores tentativas tiene que 
ver con un cambio más profundo en la forma de entender el conflicto implementando una 
visión más sistémica que incluyera a los militares sin dejar de tener, a la vez, una agenda 
cada vez más desmilitarizada: 
En anteriores intentos de negociación política con grupos guerrilleros las Fuerzas Armadas 
oscilaron entre el escepticismo, la crítica abierta, o la ‘oposición agazapada’. En el proceso 
con las FARC, que culminó en la firma de un acuerdo y con la desmovilización y desarme 
del grupo guerrillero, las Fuerzas Armadas cumplieron una función esencial. Una tarea 
desempeñada durante años, que incluyó su profesionalización y modernización para 
golpear la lucha armada y debilitarla hasta el punto de contribuir a hacer viable la 
negociación (Revista Semana, 2017, p. 1). 
La foto que acompaña el reportaje de la Revista Semana se volvió icónica para identificar 
el proceso de transformación de las Fuerzas y su claro objetivo en el apoyo a los diálogos 
de paz, en ella se muestra a los cuatro máximos comandantes de las Fuerzas Militares 
organizados en lo que parece ser un hangar.  
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Luego de la firma definitiva de los acuerdos de paz en el Teatro Colón a finales de 2016, 
los militares desempeñaron un papel central en la desmovilización de los guerrilleros que 
accedieron a concentrarse en puntos específicos para iniciar el proceso de desarme. En 
un hecho histórico, miembros del Ejército acompañaron y dieron seguridad al otrora su 
acérrimo enemigo. La formulación del punto tres de los acuerdos de paz, referente al 
Desarme, Desmovilización y Reinserción, es tal vez la mejor prueba del compromiso de 
las Fuerzas Militares; no solo acompañaron a los guerrilleros en este proceso, sino que de 
manera mancomunada crearon protocolos técnicos que a la postre demostraron ser 
efectivos (Ortega, 2019). A finales de 2019, miembros de las Fuerzas Militares siguen 








4. Cambio en la situación estratégica y 
efectividad militar durante el Plan Colombia   
En relación con la subordinación militar, el Plan Colombia marcó importantes cambios; 
mejoró la percepción de las Fuerzas Militares hacia la autoridad civil y se dio un apoyo 
claro a políticas de construcción de paz. 
El Plan Colombia tuvo un papel decisivo en la consecución de los grandes logros militares 
de la primera década del siglo XXI y lo que va de la segunda. En este apartado se analiza 
la efectividad militar considerando el presupuesto, el equipamiento y los resultados 
operacionales obtenidos a través de la implementación de la estrategia.  
 
4.1 Mejoramiento de las capacidades técnicas y 
operativas 
4.1.1 Presupuesto, píe de Fuerza y equipamiento 
 
Según cifras del DNP, la contribución total del gobierno estadounidense dentro de la 
ejecución del Plan Colombia alcanzó la cifra de 9600 millones de dólares durante los 
primeros 15 años de ejecución (2016). De estos, el 72% del total de recursos recibidos a 
través del Plan Colombia, se invirtieron en un proceso de fortalecimiento de gran alcance 
para las Fuerzas Militares y de Policía (DNP, 2015).  Sin embargo, debido a los objetivos 
del Plan, gran parte de estos recursos (72%) fueron direccionados a las Fuerzas Armadas 
y el restante (29%) a la Policía Nacional (Rojas, 2015).  
Como muestra la gráfica 1, los recursos destinados para las Fuerzas Militares se enfocaron 
sobre todo en materia de lucha contra el narcotráfico y el financiamiento para la compra 
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de equipos de defensa. Sin embargo, como se demuestra en la gráfica 2, ambos objetivos 
terminaron fortaleciendo áreas críticas de las Fuerzas en materia técnica.  
Gráfica 1. Distribución de los recursos dedicados a la ayuda militar y policial 
 
Fuente: (DNP, 2016, p. 2) 
Gráfica 2. Total ayuda para las Fuerzas Militares 
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De esta manera, áreas como la aviación y el refuerzo de las fuerzas de tierra fueron la 
prioridad en esta inversión, cosa que se desarrollará más adelante. Dicho esto, uno de los 
efectos del Plan Colombia fue el crecimiento sustancial del gasto militar. Como muestra la 
gráfica 3, el gasto militar como proporción del PIB empezó a crecer de manera sostenida 
desde los años noventa y alcanzó su mayor representación en el PIB para la primera 
década del Siglo XXI. En adelante, esta cifra se mantendría entre el 3,5% y el 4.3% para 
la segunda década del mismo siglo. 
Gráfica 3. Gasto en defensa como proporción del PIB  
 
 
Fuente: (Otero Prada, 2016, p. 49) 
 
Gráfica 4. Gastos en Defensa y Seguridad (Miles de millones de pesos 
corrientes) 
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La tendencia se mantiene al observar la gráfica 4 que muestra el gasto en defensa y 
seguridad medido en millones de pesos corrientes. Como puede verse, tanto por su peso 
en el PIB como en términos monetarios, el aumento en el gasto militar es claro y sostenido 
sobre todo luego de los años 2000. A pesar de ello, como concuerdan Pizarro (2019) y 
Ariza (2019), si bien el Plan Colombia implica una mejora presupuestal considerable, el 
real esfuerzo de la guerra es pagado por el Estado colombiano que de la mano con los 
resultados del Plan Colombia, optó por mejorar el presupuesto a lo largo de los años. 
Adicionalmente, como señala Borrero (2019) uno de los puntos más importantes del Plan 
Colombia desde el punto de vista militar es que permitió que el presupuesto no solo se 
adjudicara para gastos de funcionamiento, sino que también apalancara el gasto de 
inversión. Es bajo esta nueva lógica que se dieron las adquisiciones y renovaciones que 
se muestran más adelante. 
Algo muy similar al tema del presupuesto sucede con la cantidad de efectivos que tuvieron 
las Fuerzas Armadas, cuya tasa de crecimiento se aceleró considerablemente entre el año 
2005 al 2010 como muestra la gráfica 5.  
 
Gráfica 5. Total personal de las Fuerzas Armadas 
 





Al respecto, Rojas escribe: 
La ofensiva de las guerrillas, que se tradujo en derrotas militares en el sur del país en 1995 
y 1997, obligó a las Fuerzas Militares a introducir cambios en su tamaño y estructura. Para 
recuperar el territorio dos tareas se hacían imperativas: mejorar la movilidad y ampliar la 
presencia. Ello implicaba implementar las medidas que permitieran a los militares contar 
con la suficiente capacidad operativa para realizar acciones con el fin de neutralizar a las 
FARC y al ELN; se requería de un mayor número de soldados dado que el objetivo no era 
solo expulsar a las guerrillas de un territorio sino consolidarse allí en el mediano plazo  
(2015, p. 78). 
En general, librar una guerra contrainsurgente pone a prueba el conjunto de las 
capacidades militares; además de tratar de neutralizar la estrategia del oponente, también 
deben protegerse los activos estratégicos del Estado, tratando de recuperar el territorio 
bajo control del enemigo.. Esta visión, sin embargo, trajo problemas de fondo:  
“El “registro y control” se impuso como modalidad de la contrainsurgencia, se trataba de 
negarle el territorio al enemigo; hacer presencia y negarle, o dificultarle, el acceso a 
comunidades. Y en este punto, la estrategia entró en contradicción con dos principios 
mencionados, esenciales en la guerra: la economía de fuerzas, que implica guardar al 
máximo posible la fuerza propia para emplearla con la mayor contundencia cuando se hace 
necesaria, y el principio de iniciativa, que depende de la disponibilidad de fuerza. Los dos 
principios están encadenados: si se guarda la fuerza, se facilita la iniciativa” (Borrero, 2019a, 
p. 209). 
Una de las maneras de combatir esta situación fue justamente aumentar el píe de fuerza 
tratando de subsanar tanto el problema de la concentración excesiva como de la dispersión 
debilitante. Otra de las razones esenciales para el aumento en el número de efectivos fue 
la necesidad de la nueva estrategia de movilizar gran cantidad de tropas a lugares 
estratégicos para la guerrilla, como se ejemplifica en la Operación J.M. en la que se 
trasladó equipo técnico y humano a una de las retaguardias estratégicas de las FARC en 
los Departamentos de Meta, Caquetá, Guaviare, Tolima, Huila y Putumayo (Pizarro, 2018) 
El fortalecimiento de las Fuerzas Militares se reflejó en un mayor presupuesto para la 
ejecución y alistamiento de operaciones militares, así como en la mayor cantidad de 
personal para atender dichas operaciones. Sin embargo, el cambio no solo fue cuantitativo, 
la institución llevó a cabo un proceso de profesionalización en el que se pasó de 59879 de 
soldados profesionales en 2003, a un total de 80815 para 2008. 
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Gráfica 6. Composición de los activos dentro de la Fuerza Pública 
 
Fuente: (Ministerio de Defensa Nacional, 2008, p. 81) 
 
Como puede verse en la gráfica 6, de manera progresiva la cifra entre soldados regulares 
y soldados profesionales se equiparó, a tal punto que según cifras de Ávila (2016) la 
cantidad de soldados profesionales ascendió a los 86976 efectivos, mientras que los 
soldados regulares alcanzaron la menor cuantía de 81228. Este cambio implicó un 
fortalecimiento tanto de la disciplina interna de las tropas como de la moral de combate, 
en tanto estos nuevos soldados tuvieron una carrera definida como efectivos de las 
diferentes fuerzas. 
Por su parte, la reforma a la educación militar que tuvo como efecto una mejor capacitación 
y entrenamiento de los miembros de la Fuerza en todos los niveles (Comando General de 
las Fuerzas Militares, 2000). En esta misma línea, debe pensarse la efectividad más allá 
de los resultados operacionales y entenderla también desde las nuevas competencias y 
conocimientos que adquirieron los militares para llevar a cabo las operaciones de acuerdo 
con las normas legales: 
 […] pero volviendo al  caso del impacto y la efectividad después del plan Colombia, yo creo 
que algo de lo que poco se habla y algo que debe ser bastante recalcado y reforzado es en 
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la capacitación de las fuerzas militares y vuelvo al punto, no es una capacitación  en temas 
netamente militares sino de derecho operacional, la manera en la que los miembros tanto 
de rangos medios como rangos altos en las fuerzas militares empiezan a tener una 
capacitación en Derechos  Humanos, en Derecho Internacional Humanitario o en DICA el 
Derecho Internacional de los Conflictos Armados (Niño, 2019, p. 4) 
Esto implica no solo ejecutar más y mejores operaciones desde el punto de vista de los 
resultados; también se enfatizó el conocimiento de las normas internacionales para 
conducir operaciones y en la mitigación de posibles afectaciones a la población civil o 
infracciones en contra de combatientes. Una vez se contó con los recursos, el personal y 
la capacitación necesarios, se delimitaron las zonas de rehabilitación y consolidación, 
destinadas a proteger  la población civil y la infraestructura estratégica y vital de la nación 
(Vargas, 2002). En 2003 los recursos del Plan Colombia se invirtieron en áreas específicas 
como la aviación militar, las fuerzas de tierra y el fortalecimiento de la interdicción aérea y 
marítima como muestra la tabla 1. 
Tabla 1. Asistencia dada a los militares y policias colombianos, apropiaciones año 
fiscal 2000 hasta 2008
 
Fuente: (GAO, 2008, p. 28) 
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Uno de los objetivos fue el mejoramiento de la capacidad  aérea9 mediante la compra de 
aeronaves de ala rotatoria y de ala fija. Parte de la efectividad esperada por las Fuerzas 
Militares pasaba por el mejoramiento de la movilidad y la maniobra mediante el uso 
extensivo de helicópteros, aviones de transporte y una mejora palpable en el transporte 
fluvial y marítimo. Asimismo, se adquirieron avionetas para la fumigación de los cultivos 
ilícitos. En respuesta a esta capacidad aérea superior, las FARC trataron de adquirir misiles 
tierra-aire: 
Nunca las FARC pudieron adquirir misiles tierra aire. Lo que equilibró la guerra en El 
Salvador fueron los misiles tierra aire, que los nicaragüenses le regalaron al Frente 
Farabundo Martí. Ahora en el libro que voy a sacar en un mes, me conseguí todos los 
archivos de la operación Fénix contra Raúl Reyes, los 20.000 e-mails del archivo de Raúl 
Reyes y es interesante porque intentaron de mil maneras conseguir misiles tierra aire con 
Hugo Chávez, con los Rusos, con Putin y no lo lograron nunca, hubieran cambiado la 
dinámica de la guerra si lo logran conseguir (Pizarro, 2019, p. 5) 
Así mismo, el mejoramiento en la conducción de las operaciones implicaba también la 
ampliación de la capacidad operativa nocturna, el profesor Cesar Niño señala que:  
Colombia empieza a hacer operaciones militares en la noches, la noche se convierte en un 
aliado estratégico para las fuerzas militares colombianas, los famosos visores nocturnos, 
las famosas operaciones nocturnas que se van a hacer en contra de los grupos armados 
en Colombia van a hacer digamos desequilibrar  la balanza a favor del estado colombiano 
(Niño, 2019, p. 4). 
La posibilidad de conducir operaciones nocturnas dio a las Fuerzas Militares una ventaja 
clave en la lucha de las insurgencias. Esta ventaja aérea y de operatividad noctura se debió 
a las adquisiciones hechas en el marco del Plan Colombia y el esfuerzo en materia de 
inversión en el sector. Según información del DNP (2016, p. 3) las siguientes fueron las 
priniciales adquisiciones en el marco del Plan Colombia: 
 H-1N HUEY Helicópteros 
 50 UH-II Huey- II Helicópteros 
 20 UH-60 Black Hawk Helicópteros 
                                                 
 
9 Véase el texto de Cate (2003) 
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 Número indeterminado de misilis dirigidos 
 13 AT-802 avionetas de fumigación 
 11 OV – 10 avionetas de fumigación 
 1 T-65  avioneta de fumigación 
 4 T-27 transporte aérero (Hércules) 
 2 Caravan (Transporte aéreo) 
 7 aviones no tripulados 
 95 botes de patrullaje 
 8 lanchas rápidas 
 
A ello se suma la presencia directa de más de 600 a 800 efectivos estadounidenses y entre 
200 y 300 contratistas, que llegaron a Colombia con la misión de apoyar los procesos 
logísticos y la creación de nuevas unidades como los batallones contra el narcotráfico. 
Debe destacarse la presencia del Séptimo Grupo de Fuerzas Especiales de Estados 
Unidos perteneciente al Comando Sur, cuyo fin último fue mejorar las capacidades técnicas 
y procedimentales de estas nuevas unidades (Mesa, 2019). 
De este modo, el Plan Colombia implicó un salto de calidad sin precedentes para las 
Fuerzas Militares. El aumento del pie de fuerza, el presupuesto de inversión y la 
disponibilidad de nuevo material y equipo modificó a su turno la forma de conducir las 
operaciones militares. Un cambio de estas dimensiones hizo necesaria la creación de 
nuevas unidades capaces de ejecutar operaciones con el nuevo equipo y de nuevos planes 
militares. 
4.1.2 Nuevas unidades y nuevos planes militares 
 
Como suele pasar en muchos ejércitos del mundo, la compra de nuevo equipo y en general 
el aumento del presupuesto, tiene efectos en el aspecto organizacional de la institución. El 
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Tabla 2. Histórico de unidades creadas en el Ejército 
 
Fuente: (Ministerio de Defensa Nacional, 2008, p. 73) 
 
Como puede verse en la tabla 2, del año 2002 al 2007 se crearon o reorganizaron un total 
de 209 unidades en las que destacan las unidades tácticas, las Unidades Operativas 
Menores y, debido a su peso específico, las Unidades Operativas Mayores. Estas unidades 
incluyeron además la creación de 6 Batallones de Alta Montaña, creados para copar 
espacios con valor ambiental y estratégico alto, 14 Brigadas Móviles, pensadas para hacer 
contrapeso a los movimientos de las guerrillas, y 11 Agrupaciones de Fuerzas Especiales 
Urbanas, creadas para contrarrestar la presencia de grupos insurgentes en las ciudades 
(Ministerio de Defensa Nacional, 2008). 
Sumado a esto, debe destacarse la articulación de estas nuevas unidades con los nuevos 
planes operacionales. El gobierno de Álvaro Uribe materializó la Política de Seguridad 
Democrática en dos planes operacionales específicos. El primero de ellos se lanzó con el 
nombre de Política Nacional de Consolidación Territorial que tuvo un especial énfasis en 
el Plan de Consolidación Integral de la Macarena. El propósito de este plan fue, por un 
lado, coordinar una oferta institucional integral, a la vez que recuperar el control territorial 
en una región en la que había predominado la presencia guerrillera. De acuerdo con el 
documento diagnóstico de la Fundación Ideas para la Paz: 
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En La Macarena, el desarrollo de esta iniciativa obligó a la guerrilla a replegarse hacia las 
zonas rurales y en algunos casos incluso a internarse en lo más profundo de la selva. Por 
esta razón, y ante la persistente presencia del grupo insurgente en todo el país el gobierno 
diseñó una segunda fase de su plan de acción, que denominó: Política de Consolidación de 
la Seguridad Democrática –PCSD–, la cual mediante el desarrollo de un proceso de acción 
interagencial y la aplicación de la doctrina de Acción Integral busca garantizar de manera 
sostenible un ambiente de seguridad y paz en varias de las zonas más afectadas por la 
violencia. Dentro de los criterios de selección de las zonas a ser intervenidas, la región de 
La Macarena fue considerada por el Gobierno Nacional como una zona de alto valor 
estratégico-operativo, simbólico-histórico y económico-logístico para las FARC, además de 
ser para el Estado una zona operacionalmente recuperable y con posibilidades de alcanzar 
resultados en un tiempo provisto de dos años (Ideas para la Paz, 2011, p. 1) 
A raíz de este plan, los términos de estabilización y consolidación se hicieron recurrentes 
en los objetivos de las Fuerzas Militares; bajo esta perspectiva se incluyeron temas como 
el desarrollo rural, la provisión de bienes públicos y la lucha contra el narcotráfico. Bajo 
este enfoque se organizó también el trabajo interagencial para trabajar de manera 
coordinada con otras instituciones estatales en las zonas más apartadas. Este enfoque se 
pone de manifiesto en varios artículos de la revista Fuerzas Armadas (Álvarez, 2006; 
Novoa, 2007; Rentería, 2008; Valencia Tovar, 2008). 
El segundo plan fue llamado “Plan Patriota” e implicó el paso de una posición defensiva y 
reactiva, como se vio en las etapas previas al Plan Colombia, a una orientación más 
proactiva y ofensiva.  Si bien este plan se concentró en el sur del país, su desarrollo marcó 
la pauta de futuras operaciones en el resto del territorio nacional. Esta estrategia ofensiva 
se basó en tres pilares fundamentales: 
La neutralización de las finanzas de la guerrilla (mediante la lucha contra el tráfico de 
drogas, el secuestro y la extorsión, así como el apoyo a las políticas de extinción de 
dominio), el control territorial (gracias al dominio de áreas estratégicas, corredores de 
movilidad, redes de cooperantes y el control de las mercancías en las zonas de influencia 
de los grupos armados) y la neutralización de los planes insurgentes (mediante la 
desarticulación de las milicias y unidades guerrilleras, la captura de sus dirigentes y el 
desmonte de las redes de traficantes de armas, municiones y explosivos) (Pizarro, 2018, p. 
209). 
Las Fuerzas Militares también se concentraron en la protección de los bienes, la población 
de los diferentes territorios, la infraestructura estratégica y el aumento de la capacidad de 
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disuasión (Pizarro, 2018). Un plan de esta envergadura exigió llevar al máximo las 
capacidades militares de tal manera que conceptos como la actuación conjunta (acciones 
realizadas en cooperación con las demás Fuerzas) y la acción coordinada (realizada entre 
las Fuerzas Militares y la Policía Nacional) tomaron cada vez más fuerza.  
La mejora en la efectividad militar hizo posible a su vez el deslinde de las fuerzas del 
Estado de los grupos paramilitares. El Presidente Uribe promovió los diálogos con estos 
sectores desde el inicio de su primer mandato. El proceso que culminó con la 
desmovilización de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) comenzó en el año 2002. 
Una de las preocupaciones era el fundamento jurídico que tendría el proceso; para ello, el 
Gobierno promulgó la Ley 975 de 2005, o Ley de Justicia y Paz, que permitió la 
desmovilización de los grupos paramilitares. (Fundación Paz y Reconciliación, 2016). 
Este proceso fue también resultado de la presión de Estados Unidos, el cual condicionó la 
entrega de la ayuda a una mejora clara y verificable en la situación de los Derechos 
Humanos en el país. (Rojas, 2015). En términos generales, desde el punto de vista de la 
efectividad militar, la desmovilización de 31.671 combatientes paramilitares resultó ser un 
avance notable no solo por la desactivación de uno de los actores del conflicto, sino 
también por la consolidación de unas Fuerzas Militares autosuficientes y autónomas, que 
podrían en adelante mostrarse no sólo eficaces sino también legítimas en su combate a 
las guerrillas.  
Sin embargo, el proceso de desmovilización paramilitar enfrentó numerosos problemas. 
Entre estas dificultades, se encuentran irregularidades en las cifras reales de 
desmovilización (Semana, 2013). Además, varios análisis han mostrado que la  
estructuración misma del proceso y el trato dado a los máximos dirigentes paramilitares, 
no han satisfecho la necesidad de verdad, justicia y reparación de las víctimas (CNMH, 
2012).  
Con las luces y sombras ya descritos, el gobierno de Pastrana y los dos periodos de Uribe 
terminaron transformando la situación en materia de efectividad militar. Sin embargo, 
resultados más palpables se evidenciaron en el gobierno de Juan Manuel Santos, el cual 
se propuso aprovechar la situación estratégica favorable. El gobierno Santos implicó un 
viraje radical, como lo sostienen los defensores del gobierno Uribe y varios uniformados 
retirados (Ariza, 2019); significó un cambio en el entendimiento del conflicto y sus 
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dinámicas. Una década después, la relación de fuerzas en el conflicto armado se había 
invertido: las FARC, ahora debilitadas y dispersas, perdían su rumbo político mientras que 
las Fuerzas Militares podían presentar un parte de victoria creando las condiciones 
favorables para una salida negociada al conflicto armado (Pizarro, 2019).  
Como explica Pizarro (2018), las FARC dejaron pasar los diálogos del Caguán, en el que 
tenían una posición más ventajosa que el Gobierno colombiano, para enfrentarse con la 
posibilidad de otro diálogo con el gobierno Santos, pero ya con la iniciativa y la ventaja 
estratégica perdidas ante unas Fuerzas Militares fortalecidas y en proceso de mejora 
constante.  
Esta situación se ejemplificó también con los dos grandes planes operacionales que 
guiaron a las Fuerzas Militares durante los dos mandatos del gobierno Santos: el Plan de 
Guerra Espada de Honor (2012) y el Plan Estratégico Militar de Estabilización y 
Consolidación Victoria (2017). En la edición 51 del periódico publicado por el Comando 
General de las Fuerzas Militares se expresó lo siguiente sobre estos planes operacionales:  
Con el Plan de Guerra Espada de Honor, que inició en el 2012 se logró mantener la ofensiva 
militar que facilitó al Gobierno Nacional encontrar el escenario político para entablar 
conversaciones de paz con las FARC, posteriormente, luego de la firma del acuerdo de paz, 
en 2017 se pone en marcha el Plan Estratégico Militar de Estabilización y Consolidación 
Victoria, cuyo objetivo era, en un escenario de posconflicto, contribuir a mantener el control 
institucional del territorio y aportar a la construcción de una paz estable y duradera (CGFM, 
2018, p. 1). 
El Plan Espada de Honor comenzó en 2012 motivado por una nueva instancia de análisis 
y creación conocida como el Comité de Revisión Estratégica e Innovación (CRE-i). Este 
comité reunió a las tres ramas de las Fuerzas Militares, la Policía y otras instituciones 
claves en mesas de trabajo con el objetivo de plantear iniciativas innovadoras y eficaces 
que permitirán consolidar los logros obtenidos en materia de seguridad. A los diferentes 
CRE-i que se replicaron varias veces para diversos temas, se suma el Comité Estratégico 
de Transformación e Innovación (CETI) en el año 2012 y el Comité Estratégico de Diseño 
del Ejército del Futuro (CEDEF) en el 2013. Estos procesos de análisis y trasformación 
tuvieron efectos palpables en las estrategias macro ya reseñadas: 
Desde el año 2011, el Ejército Nacional viene desarrollando un Proceso de Transformación 
Militar enfocado en un Ejército multimisión capaz de formular planes de acción 
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institucionales y de desarrollar herramientas necesarias para afrontar los retos actuales. 
Inicialmente, la institución creó el Comité de Revisión Estratégica e Innovación, CRE-i, que 
analizó la amenaza interna como un sistema. Luego, en el 2012, el Comité Estratégico de 
Transformación e Innovación, CETI, determinó los cuellos de botella de los subsistemas 
administrativos del Ejército y, en el 2013, con ayuda del Comité Estratégico de Diseño del 
Ejército del Futuro, CEDEF, se definieron las capacidades que requiere la institución para 
enfrentar las amenazas futuras. Finalmente, en el año 2016 se creó el Comando de 
Transformación Ejército del Futuro, COTEF, con el ánimo de que esta Unidad liderara todo 
el proceso (Fundación Ideas Para la Paz, 2018, p. 6) 
Así mismo, el cambio en la doctrina militar fue esencial para entender tanto la mejora en 
la efectividad militar como la profesionalización de las Fuerzas Militares. En el caso del 
Ejército Nacional, debe citarse la llamada doctrina Damasco, pensada para actualizar los 
conceptos, términos y prácticas operacionales para adaptarse a un nuevo contexto: 
 […] en ultimas, muchos autores van a pensar la doctrina Damasco y van a escribir muchos 
Papers diciendo que la Doctrina Damasco se da porque hay una mesa de negociación, la 
Doctrina Damasco se da mucho antes de la negociación, antes del 2012 empieza la 
Doctrina Damasco, no se llamaba Doctrina Damasco, pero son los primeros pinitos para 
construir la doctrina y ¿En qué consiste esta? en hacer un Ejército multimisión. Esa 
multimisionalidad de las Fuerzas Militares en Colombia que ya no solamente se va a 
encargar de ir con la caneca de agua a llevar agua a la población que no tiene agua, de 
construir el puente para unir dos quebradas con no sé dónde, y tampoco es el combate 
cuerpo a cuerpo o el combate con términos de guerra regulares , sino también se trata de 
un ejército que se va a encargar de unas operaciones un poco más multifacéticas (Niño, 
2019, p.10) 
Estas nuevas misiones, como la protección del medio ambiente y la realización de 
operaciones de carácter internacional con organismos como la OTAN, eran los objetivos 
del llamado Ejército Multimisión; otras Fuerzas vieron en ello un ejemplo a seguir de cara 
al nuevo contexto estratégico. En términos generales, el Plan Espada de Honor se enfocó 
en reforzar el trabajo conjunto entre las Fuerzas, mediante el fortalecimiento de los 
Comandos Conjuntos y la mejora en las actuaciones coordinadas con la Policía Nacional. 
Además, dentro de este plan (e incluso antes de su formulación) se generaron estrategias 
específicas para atacar uno de los nodos más importantes del sistema enemigo: los 
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cabecillas. No es coincidencia que objetivos de alto valor como alias Alfonso Cano y alias 
el “Mono Jojoy” fueran neutralizados durante el gobierno Santos.  
El Plan Victoria, por el contrario, incluyó un componente de Desarme, Desmovilización y 
Reinserción, en la medida que los diálogos de paz con las FARC avanzaron de manera 
positiva. El nombre de este plan expresa la visión de las Fuerzas Militares sobre la mesa 
de diálogo: más que una derrota o un premio para la guerrilla, los militares entendieron el 
proceso como una consecuencia directa de su proceso de trasformación a través del Plan 
Colombia. El Plan Victoria se concentró en pensar un país sin guerrilla de las FARC con la 
necesidad imperante de estabilizar y consolidar los espacios dejados por la insurgencia.  
(Fundación Ideas Para la Paz, 2018). 
Finalmente, debe reseñarse el plan Victoria Plus, el cual:  
es también un reajuste a la estrategia y privilegia la estrategia total contra el ELN, ya que 
los diálogos de paz no se dan principalmente por el atentado a la Escuela General 
Santander y de esta manera se terminó la posibilidad por el momento y esa estrategia 
reajusto digamos las acciones que se iban a dar frente a ese grupo armado como uno de 
los más grandes y continuaron dentro de la estrategia el Clan del Golfo, los Puntillero, los 
Pelusos y digamos que empezaron a introducir  algunas estrategias frente a la deforestación 
en temas y otros delitos ambientales y se empezó a incorporar esos temas que tienen que 
ver con medio ambiente (Mesa, 2019, p. 3) 
Con este ajuste se terminó el gobierno Santos. Sin abandonar los lineamientos del plan 
Victoria original, este último tuvo que comprender un nuevo contexto estratégico, lo que 
necesariamente modificó la forma en que se abordaba una amenaza como la del ELN y el 
resultado adverso de las negociaciones con el gobierno. En el apartado siguiente se 
analizarán los resultados concretos de la mejora en la efectividad de las Fuerzas Militares. 
4.2 Cumplimiento de objetivos  
4.2.1 Lucha contra el narcotráfico 
En relación con la lucha contra las drogas, buena parte de la inversión en material y equipo 
estuvo destinada a cumplir el objetivo de poner fin a la producción de drogas ilegales en el 
país. Como muestra la figura 3 y 4, 72% de los recursos del Plan Colombia (alrededor de 
6912 millones de dólares) se usaron para la ayuda militar y policial, de los cuales el 85% 
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fue destinado a luchar con todos los eslabones del narcotráfico sobre todo en materia de 
cultivo y procesamiento. 
Figura 3. Recursos del Plan Colombia y su distribución 
 
Fuente: (DNP, 2015) 
 
 
Figura 4. Destino de los recursos del Plan Colombia 
 
Fuente: (DNP, 2015) 
 
En 15 años de aplicación del Plan Colombia se erradicó un total de 2.2 millones de 
hectáreas de coca mediante la mezcla de técnicas como la erradicación manual y la 
aspersión aérea. Los planes orientados a la estabilización y la consolidación se 
concentraron en varias zonas de vital importancia para la guerrilla, mediante la presencia 
de las Fuerzas Militares y de Policía, esto estuvo acompañado por la oferta institucional de 
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varias agencias estatales. Uno de los efectos más importantes de esta política se muestra 
en la disminución del área cultivada como se muestra de manera clara la gráfica 7. 
 
Gráfica 7. Área con cultivos de coca en Colombia (1989-2009) 
 
 
Fuente:(Mejía et al., 2011, p. 8) 
 
La cantidad de hectáreas con cultivos de coca disminuyó de manera sostenida desde los 
inicios del Plan Colombia, y se mantiene esta tendencia hasta el año 2007 para retomar la 
reducción luego del año 2008. A pesar de que las políticas de fumigación iniciaron durante 
el Gobierno Samper, fue durante el gobierno de Álvaro Uribe que se intensificó la lucha 
contra los cultivos ilícitos, particularmente a través de la fumigación aérea.  
Durante este período predomina una retórica de criminalización de los cultivadores de coca  
señalándolos como financiadores del terrorismo y convirtiéndolos en sujetos de 
seguimiento constante (López de la Roche, 2014). En una visión que amalgamaba la lucha 
contra las drogas y la estrategia contrainsurgente, las operaciones de interdicción, 
fumigación aérea y erradicación forzada se intensificaron a la par que se lanzaba toda una 
estrategia militar contra las guerrillas:  
El Plan Colombia pasó de ser un plan antinarcóticos a ser un plan antiterrorista en su 
denominación, y ello porque, aunque la ayuda aprobada para Colombia contenía 
restricciones, en la práctica el Plan había sido concebido en la idea de hacer frente al 
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desafío de los grupos guerrilleros. La ambigüedad entre una guerra antinarcóticos y guerra 
contrainsurgente que había caracterizado la primera etapa del plan quedó pues resuelta (y 
disuelta) en la guerra global contra el terrorismo (Rojas, 2015, p. 126). 
La Política de Seguridad Democrática hizo un énfasis especial en la lucha contra el 
narcotráfico y todos los fenómenos asociados a la producción, procesamiento y 
comercialización (Presidencia de la República, 2003). Dentro de esta política se planteó 
como objetivo la “eliminación del comercio de drogas ilícitas en Colombia” con cuatro 
objetivos específicos: 
1. Interdicción aérea, marítima, fluvial y terrestre del tráfico de drogas e insumos  
2. Erradicación de los cultivos de coca y amapola  
3. Desarticulación de las redes de narcotraficantes  
4. Incautación de bienes y finanzas del narcotráfico 
 
El foco en esta materia se puso sobre las acciones que pueden ejecutar las Fuerzas 
Militares y de Policía, mientras que cuestiones como el desarrollo alternativo para atacar 
la proliferación de cultivos no se tocaron en este apartado. De hecho, los planes de mayor 
calado dentro de esta política, tuvieron que ver directamente con una ofensiva frontal 
contra todas las amenazas de seguridad identificadas. En este marco, el  Plan Patriota se 
convirtió en la punta de lanza de la ofensiva contra las guerrillas y, en general, contra los 
grupos que encontraban lucro con el tráfico de drogas (Mora Rangel, 2011).  
Esta visión del gobierno de Uribe se enfrentó a otro tipo de enfoques y recomendaciones 
que recibió el Estado colombiano, como bien lo muestra le informe del “Transnational 
Institute”: 
Este énfasis [el del gobierno colombiano] es muy diferente del que tenían las agencias de 
cooperación internacional, las cuales creían que el Desarrollo Alternativo debería enfocarse 
en atacar los problemas causados por la pobreza y la marginalización en ciertas regiones. 
Esta aproximación ve el control de drogas como una herramienta para promover el 
desarrollo humano y la reducción de cultivos ilícitos como el resultado de un proceso de 
desarrollo integral (Vargas Meza, 2011, p. 2) 
A pesar de esta condición, en la segunda etapa del Plan Colombia sí se llevaron a cabo 
tareas en materia de desarrollo alternativo, aunque de manera moderada. Dos programas 
financiados por USAID fueron ejecutados en este periodo: en primera medida, el proyecto 
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“Más Inversión para el Desarrollo Alternativo” (MIDAS) pensando para fortalecer los 
sectores productivos mediante la asociación de gobiernos municipales. En segunda 
medida, las “Áreas de Desarrollo Alternativo Municipal” (ADAM) que complementó al 
MIDAS mediante el fortalecimiento de las instituciones del Estado en las áreas con 
presencia de cultivos ilícitos y la promoción del buen gobierno municipal (Vargas Meza, 
2011). 
Pese a la campaña adelantada por el gobierno en materia de narcotráfico y cultivos ilícitos, 
los resultados fueron ambiguos. Si bien disminuyeron los cultivos ilícitos de manera 
provisional, las condiciones del campesinado cocalero y la permanencia de los incentivos 
económicos para el negocio ilícito mostraron las limitaciones del enfoque represivo.  
Ya durante el gobierno Santos, el tema de las drogas ilícitas cobró una renovada 
importancia por dos hechos específicos. En primer lugar, fue uno de los temas clave en los 
diálogos de paz que se llevaron a cabo en La Habana con las FARC. El tema fue discutido 
en la mesa de negociaciones de manera profunda, resultado de lo cual todo un acápite del 
documento final abordó y formuló soluciones para este problema. El objetivo establecido 
por la mesa representó un cambio en la visión de la lucha contra las drogas ilícitas en 
Colombia:  
Es necesario encontrar una solución definitiva al problema de las drogas ilícitas. En el marco 
del fin del conflicto será posible dar un tratamiento diferenciado a este problema 
promoviendo la sustitución voluntaria de los cultivos de uso ilícito y la trasformación de los 
territorios afectados, dando la prioridad que requiere el consumo de drogas ilícitas bajo un 
enfoque de salud pública e intensificando la lucha contra el narcotráfico (OACP, 2016, p. 1) 
En el acuerdo entre el Gobierno y las FARC se destaca, por tanto, la creación del Programa 
Nacional Integral de sustitución y Desarrollo Alternativo (PNIS), pensado para integrar a 
las comunidades en la política al tiempo que se le da una solución integral al problema de 
los cultivos. A pesar de ello, para 2019 los resultados fueron ambiguos y se mostraron 
demoras por parte del gobierno nacional y problemas de cumplimiento de las comunidades 
en diversos aspectos (FIP, 2019). 
A pesar de que pareciera que el papel de las Fuerzas Militares disminuyera desde el punto 
de vista de los objetivos del acuerdo, por el contrario, se especificó que el funcionamiento 
del PNIS y del nuevo enfoque de salud pública dependerá de la lucha contra el crimen 
organizado y el narcotráfico, justamente uno de los nortes del llamado Plan Victoria. 
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El segundo hecho que termina dando una importancia agregada a la cuestión de la lucha 
contra las drogas ilícitas fue la amenaza de no certificación por parte del gobierno de 
Estados Unidos en 2018, debido al aumento en el número de cultivos ilícitos en el país, 
este incremento se presentó precisamente en la fase final de los diálogos de paz con las 
FARC. La gráfica 8 muestra el histórico de cultivos de coca de 2009 a 2019. 
 




Fuente: (ODC, 2019) 
 
Estas cifras alarmantes para Estados Unidos, fueron  matizadas por el aumento de las 
acciones de incautación de insumos sólidos, líquidos y la destrucción de infraestructura en 
esta materia realizadas por las Fuerzas Militares entre el año 2014 y 2019 (Ministerio de 
Defensa Nacional, 2019). A pesar de que el gobierno estadounidense decidiera certificar 
a Colombia en la lucha contra el narcotráfico, el gobierno de Iván Duque se ha visto 
presionado desde Washington para retomar la fumigación aérea tema que para finales de 
2019 seguía sin resolverse. 
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Gráfica 9. Cultivos de coca vs esfuerzo para su erradicación (2009-2018) 
 
Fuente: (ODC, 2019) 
Si bien la gráfica 9 muestra un aumento de los cultivos de coca en el mismo momento que 
se deja de usar la aspersión aérea como método de control, es arriesgado proponer una 
relación directa entre ambas variables desconociendo nuevos factores como los efectos 
de los diálogos de paz y la llegada de nuevos actores al negocio de los narcóticos ilícitos. 
En el justo momento en que se escribe este documento, la aspersión aérea sigue sin ser 
autorizada de nuevo y las operaciones militares incluso en materia de erradicación manual 
por parte de uniformados de las Fuerzas Militares esperan cerrar el 2019 con un aumento 
numérico palpable. 
4.2.2 Neutralización de actores armados 
El logro de los objetivos de planes operacionales se mide a partir de distintas variables: el 
número de bajas, capturas, desmovilizaciones y demás acciones encaminadas a 
neutralizar el enemigo. La meta del gobierno de Uribe fue disminuir el margen de acción 
de las guerrillas mediante una ofensiva general en varios puntos del territorio nacional. 
Como se muestra en la gráfica 10 y 11, durante este período las acciones subversivas y 
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Gráfica 10. Acciones subversivas (2002-2008) 
 
Fuente: (Ministerio de Defensa Nacional, 2008, p. 20) 
Gráfica 11. Atentados terroristas (2002-2008) 
 
Fuente: (Ministerio de Defensa Nacional, 2008, p. 17) 
Para ambos registros, los hechos contabilizados descendieron más de 55% y 40% 
respectivamente del año 2006 al 2007. Situación similar sucedió justamente con varias de 
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las fuentes de financiación de las insurgencias como el secuestro (Gráfica 12) y la extorsión 
(Gráfica 13) 
 
Gráfica 12. Secuestro extorsivo (2002-2008) 
 
Fuente: (Ministerio de Defensa Nacional, 2008, p. 13) 
Gráfica 13. Casos de extorsión (2002-2008) 
 
Fuente: (Ministerio de Defensa Nacional, 2008, p. 16) 
Algo paradójico sucede con las cifras de capturas y abatimientos, dado que las cifras del 
primer hecho descienden a la par que aumentan las del segundo. Parte de la posible 
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explicación ello es la ya citada hipersubordinación militar y las políticas adoptadas en esa 
materia durante esa época. 
Gráfica 14. Captura de miembros grupos subversivos (2002-2008) 
 
Fuente: (Ministerio de Defensa Nacional, 2008, p. 43) 
 
Gráfica 15. Captura de miembros grupos subversivos (2002-2008) 
 




El impacto de los planes operacionales ya descritos y en general de la puesta en marcha 
de toda la estrategia de seguridad también tendrá un efecto en la disminución en el número 
de homicidios que muestra la gráfica 16. 
 
Gráfica 16. Histórico de homicidios 2009-2018 
 
 
Fuente: (Ministerio de Defensa Nacional, 2019, p. 8) 
 
Las cifras muestran una mejora sustancial en el panorama general de seguridad. El ataque 
directo contra las fuentes de financiamiento de los grupos insurgentes y la ofensiva 
planteada por el Plan Patriota, terminaron generando un claro impacto de la frecuencia de 
las acciones incluidas en el repertorio de acción. La efectividad militar obtuvo resultados 
concretos que le permitieron al Estado recuperar buena parte del control territorial. Si se 
unen estas cifras con lo mostrado en el apartado de la subordinación militar al poder civil, 
no es de extrañar que las Fuerzas Militares entraran a una nueva etapa en su desarrollo y 
transformación.  
Durante el gobierno Santos, si bien también se abrió la puerta para unas negociaciones, 
la ofensiva en su contra se mantuvo incluso logrando mejores cifras en materia de 
miembros neutralizados, desmovilizados y capturados.  
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Gráfica 17. Miembros del ELN neutralizados 2010-2019 
 




Gráfica 18. Miembros del ELN desmovilizados 2010-2019 
 






Gráfica 19. Miembros del ELN capturados 2010-2019 
 
 
Fuente: (Ministerio de Defensa Nacional, 2019, p. 53) 
 
Como se puede ver en las gráficas 17, 18 y 19, los operativos en contra del ELN se 
incrementaron, sobre todo desde el año 2016. La relajación del conflicto con las FARC 
llevó a las Fuerzas Militares a replantearse el enemigo central y las formas de hacerle 
frente mediante el Plan Victoria Plus, que termina siendo una adaptación del Plan Victoria 
a nuevas amenazas y un nuevo entorno estratégico.  
Sin embargo, otras amenazas se configuran luego de esta nueva realidad. El Ministerio de 
Defensa Nacional publicó la directiva 015 del 22 de abril de 2016 para enfrentar a los 
Grupos Armados Organizados (GAO)” (Ministerio de Defensa Nacional, 2016, p. 1). Esta 
nueva directiva derogó el antiguo concepto de Bandas Criminales y estableció el de Grupo 
Armado Organizado para designar todos los grupos que cumplan tres condiciones:  
“Que use la violencia armada contra la Fuerza Pública u otras instituciones del Estado, la 
población civil, bienes civiles o contra otros grupos armados […] Que tenga la capacidad de 
generar un nivel de violencia armada que supere la de los disturbios y tensiones internas. 
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[…] Que tenga una organización y un mando que ejerce liderazgo o dirección sobre sus 
miembros, que le permitan usar la violencia contra la población civil, bienes civiles o la 
Fuerza Pública, en áreas del territorio nacional.” (Ministerio de Defensa Nacional, 2016, p. 
5) 
Los grupos que clasificaron de manera inicial con estas características son el ELN, el GAO 
residual de las FARC, Los Pelusos, el Clan del Golfo y los Puntilleros. Se creó el término 
de Grupos Delictivos Organizados, más pequeños y sin una estructura de mando tan 
amplia como los GAO. En razón a ello, las cifras reportadas en materia de miembros de 
crimen organizado neutralizados y capturados, también hablan de las acciones de las 
Fuerzas Militares y, sobre todo, de sus tareas de apoyo a la Policía Nacional. Las gráficas 
20 y 21 muestran justamente los registros de impactos hacia las estructuras del crimen 
organizado.  
 
Gráfica 20. Miembros de crimen organizado neutralizados 2010-2019 
 
 






Gráfica 21. Miembros de crimen organizado capturados 2010-2019 
 
 
Fuente: (Ministerio de Defensa Nacional, 2019, p. 56) 
Además de esto, los procesos de trasformación ya citados concluyen que los roles militares 
debieron aumentar dado el nuevo escenario estratégico. Temas como la gestión de 
desastres, el cuidado del medio ambiente y, sobre todo, las misiones internacionales, 
fueron las nuevas formas de cristalizar la efectividad militar con el cumplimiento de nuevas 
misiones. La gráfica 22 y 23 ejemplifican justamente la medición a estos nuevos roles. 
Gráfica 22. Actividades de gestión del riesgo realizadas por la Fuerza Pública 
 
Fuente: (Ministerio de Defensa Nacional, 2019, p. 68) 
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Gráfica 23. Capturas por explotación ilícita de yacimientos mineros 2013-2019 
 
Fuente: (Ministerio de Defensa Nacional, 2019, p. 59) 
 
Luego de 17 años de aplicación y de resultados tangibles ya citados en su haber, una vez 
alcanzada la meta principal del Plan Colombia, el respaldo estadounidense a la estrategia 
de pacificación nacional se renovó durante la presidencia de Barack Obama a través del 
programa “Paz Colombia”. Además del apoyo explícito a los diálogos de paz, el gobierno 
estadounidense otorgó más de 450 millones de dólares en 2017 al gobierno colombiano 
para seguir cumpliendo sus objetivos en materia de seguridad y paz (Semana, 2016). Estos 
nuevos recursos fueron asignados a temas como el fortalecimiento de la justicia, el apoyo 
y reparación a las víctimas, el desminado humanitario el desarrollo rural y, como era de 
esperarse, el fortalecimiento de los procesos de Desarme, Desmovilización y Reinserción  
(Ramírez, 2016).  
La aprobación de estos nuevos recursos, esta vez destinados para fortalecer lo pactado 
en las mesas de diálogo, implicaron el reconocimiento tácito del papel esencial de los 
Estados Unidos en la solución al conflicto armado. El Plan Colombia cambió de manera 
profunda la posición y fuerzas de los militares; durante el anuncio del Paz Colombia con 
Barack Obama, el entonces presidente Santos dijo que “si en Colombia estamos cerca de 
lograr un acuerdo de paz, podemos decir, sin lugar a dudas, que el Plan Colombia ha sido 
un aporte fundamental para llegar a este punto” (Semana, 2016, p. 1). 
 107 
 
4.2.3 Protección de activos estratégicos 
El tercer objetivo planteado por Rochlin (2007) para el Plan Colombia fue la protección de 
activos estratégicos sobre todo los de propiedad de empresas e inversión estadounidense.  
Gráfica 24. Histórico de actos de terrorismo 2010-2019 
 
Fuente: (Ministerio de Defensa Nacional, 2019, p. 37) 
Como puede verse en las gráficas 24 y 25, en 2012 se empieza a configurar un descenso 
marcado que coincide con la implementación del Plan Espada de Honor, su actualización 
en el año 2013 y la posterior implementación del Plan Victoria. En ambos planes se priorizó 
la protección de activos estratégicos de la nación, por lo que las cifras en materia de 
ataques terroristas contra la infraestructura tuvieron un balance también positivo. 
Gráfica 25. Histórico de terrorismo contra infraestructura 2010-2019 
 
Fuente: (Ministerio de Defensa Nacional, 2019, p. 37) 
108 Civiles, militares y una historia en conflicto: las relaciones cívico-militares en el 




Como lo muestra la gráfica, desde el 2017, los ataques terroristas a la infraestructura 
estratégica empezaron a aumentar para llegar a los 125 durante el año 2018. 
Paralelamente a los diálogos con las FARC, también se abrió una ventana de oportunidad 
para el ELN en el año 2016. Sin embargo, las acciones armadas y terroristas se 
mantuvieron como mecanismo de presión en la mesa de diálogo. Esta realidad, sumada a 
la persistencia de disidencias de las FARC y otros Grupos Armados Organizados (Pelusos, 
Clan del Golfo y Puntilleros) puede explicar la situación presentada en los últimos años 
respecto los ataques contra la infraestructura. A pesar de ello, sin duda el mayor declive 
se da en las acciones subversivas como se ve en la gráfica 26. 
Gráfica 26. Histórico acciones subversivas 2010-2019 
 
 
Fuente: (Ministerio de Defensa Nacional, 2019, p. 39) 
 
La cifra de 12 acciones subversivas para el año 2018 habla de un cambio en el panorama 
de seguridad del país y, sin duda, indicó un nuevo impulso en la efectividad militar que no 
había tenido tan buenas cifras entre el año 2010 y 2013 para el caso de esta categoría. De 
nuevo, luego de la actualización del Plan Espada de Honor en el año 2013 se ve una 











5. Conclusiones y recomendaciones 
La relación entre las autoridades civiles y los militares es un aspecto fundamental de todo 
régimen político; el carácter de estos vínculos permite distinguir entre los gobiernos 
autoritarios y los democráticos. Su análisis por lo tanto resulta esencial para establecer las 
condiciones y la calidad de un sistema democrático. En el caso colombiano, a lo largo del 
siglo XX y en lo corrido del XXI, las relaciones cívico militares se han configurado 
principalmente en torno a las lógicas y las dinámicas del conflicto armado interno. Esto 
plantea no pocos desafíos para tratar de entender el papel de los militares como actores 
clave de la sociedad y agentes en el proceso de construcción del Estado nacional. La 
investigación realizada permite evidenciar que la relación entre las élites políticas y los 
militares ha estado caracterizada por altibajos, que van desde el desconocimiento mutuo 
hasta la connivencia estratégica. 
Los enormes desafíos de seguridad planteados por la agudización de la guerra a partir de 
los años 90, pusieron al país ante la urgencia de hallar una solución a la confrontación 
armada. La búsqueda de esta respuesta dio lugar a un proyecto político que requería tanto 
el consenso entre las élites civiles como de la anuencia y el respaldo de los militares. Así, 
tanto por obvias razones operativas, como de carácter político, la estrategia de pacificación 
implicó un replanteamiento de los vínculos entre estos dos actores. 
El principal hallazgo de este trabajo señala entonces que las relaciones cívico-militares, 
entendidas desde el punto de vista de la subordinación militar al poder civil y la efectividad 
militar se transformaron de manera sustancial con la implementación del Plan Colombia. 
Esto se sustenta en cinco conclusiones centrales: en primer lugar, como se muestra en el 
capítulo dos, la historia de las relaciones cívico-militares en el siglo XX oscilaron entre la 
distancia impuesta luego del discurso de Alberto Lleras en el Teatro Patria y la autonomía 
muchas veces exacerbada por hechos como el Estatuto de Seguridad o por la desconexión 
total con las autoridades civiles como muestra el caso del presidente Betancur y la toma 
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del Palacio de justicia. Si bien los testimonios recogidos hablan de una subordinación total, 
es indudable que la calidad de ésta se puso en entre dicho en gobiernos como el de   
Samper. 
Esta realidad pone de manifiesto otra cuestión que será transversal a toda la historia de 
las relaciones cívico-militares en Colombia: tanto la subordinación militar al poder civil 
como la misma efectividad de las Fuerzas Militares estuvo mediada por la ausencia de un 
marco jurídico claro que orientara las acciones de los uniformados. Los múltiples intentos 
de aprobación de una ley de Seguridad y Defensa muestran las limitaciones de las 
autoridades civiles por entender, institucionalizar y defender ante el Congreso las 
necesidades de los entes castrenses y generar las herramientas esenciales para cumplir 
con los objetivos planteados.  
La ausencia de este marco jurídico hacía más viables las trasgresiones tanto a las leyes 
internas como al Derecho Internacional. Sin normas claras sobre las cuales basarse, los 
vínculos con las autoridades civiles quedaban sujetos a la visión y la voluntad de los 
gobernantes de turno. 
La segunda conclusión clave hace referencia a la centralidad de los roles y funciones que 
el régimen asigna a las Fuerzas Militares. Una de las transformaciones más importantes 
del Plan Colombia fue el involucramiento de las Fuerzas Militares en la lucha contra el 
narcotráfico luego de que este rol les fuera retirado en la década de los noventa. Ello 
termina por incluirlos de manera directa en los objetivos del Plan Colombia y, por ende, en 
su financiación. Otro ejemplo claro de esta centralidad es la inclusión temprana de las 
Fuerzas Militares en misiones de mantenimiento del orden público, dejando de lado su 
naturaleza más abocada a la defensa nacional y de la soberanía. Este rol fue tergiversado 
en muchos momentos como en el caso de Turbay Ayala con el Estatuto de Seguridad, que 
les otorgó roles mucho más allá de la misión institucional, y el de Álvaro Uribe, que les 
permitió transgredir límites jurídicos y políticos en aras de pacificar el país.  
Dicho esto, puede decirse que la asignación o retiro de roles y funciones ha servido a los 
intereses y objetivos de las élites políticas representadas en el Presidente de la República. 
De nuevo, la falta de una ley de seguridad y defensa hizo que las Fuerzas Militares fueran 
sujetos a estos cambios de roles y funciones basados más en una causa política que 
netamente militar. Como bien se encontró en varias de las entrevistas realizadas, 
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históricamente ha existido una pugna por los roles y funciones entre las Fuerzas Militares 
y la Policía Nacional, lo cual se expresa en la creación de agendas propias y acciones de 
negociación específicas frente a las autoridades civiles. En ese sentido, el hecho de que 
las Fuerzas Militares fueran encargadas del mantenimiento del orden interno de la nación 
hace que las doctrinas contraguerrilleras, contrainsurgentes y contraterroristas cobren una 
relevancia mayor en la medida que la efectividad militar fue dispuesta a razón de este 
entendimiento del enemigo.  
En tercer lugar, respecto a la subordinación de los militares frente al poder civil, el logro de 
los objetivos del Plan Colombia requería de una mejora de las relaciones entre los civiles 
y los militares. La definición de una misión clara, la participación activa de los altos mandos 
en la planeación de la estrategia, y la asignación de los recursos necesarios para una 
modernización de las fuerzas, generaron una disposición cooperativa y un nuevo estado 
de ánimo de la tropa; ello contribuyó a normalizar las relaciones, haciéndolas mucho más 
estables. Como queda de manifiesto en la revisión de la Revista Fuerzas Armadas, las 
publicaciones primero pedían con urgencia un cambio en el liderazgo civil y en la forma de 
apoyar a las Fuerzas Militares en la medida que el escenario mostraba una crisis de 
seguridad palpable; posteriormente, y en la medida en que se obtuvieron resultados 
positivos, se pidió  la continuidad de las políticas de  Pastrana y Uribe durante el gobierno 
Santos.  
La posición de los militares frente a un proceso de negociación con las guerrillas también 
cambió. Como lo reconoció el mismo Presidente Santos en su momento, el Plan Colombia 
ayudó a pavimentar el camino que llevó a los diálogos de paz definitivos con la guerrilla de 
las FARC. El cambio de la situación estratégica producto de un importante esfuerzo 
financiero, tanto nacional como internacional, y del aprendizaje producto de procesos 
fallidos como el de Betancur y Pastrana, llevaron a que los militares aportaran, apoyaran y 
facilitaran el proceso de diálogo que inició en el año 2012 y que se concretó en el año 
2016.  
En general, puede decirse que el impacto del Plan Colombia frente a la subordinación 
militar es directo en la medida que, a pesar de existir muchas otras variables como un 
mejor entendimiento de la cuestión militar, un empoderamiento de los uniformados en la 
vida pública y un mejoramiento de las capacidades militares, este tiene un efecto 
dinamizador frente a las relaciones con los civiles. Sin bien el foco del Plan Colombia se 
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puso en la cuestión material, sus efectos en materia operacional y de planeación también 
pueden ser atribuidos a su aplicación, lo que sin duda terminó mejorando las relaciones 
con los civiles y sus políticas.  
Como cuarta conclusión, los resultados de la investigación permiten establecer una 
conexión también directa entre la aplicación del Plan Colombia y le mejoramiento de la 
segunda variable de estudio dentro de las relaciones cívico militares: la efectividad militar. 
Las Fuerzas Militares pasaron de un escenario lúgubre que incluía la toma de una capital 
de Departamento y debacles estratégicas como la de El Billar, a asestar golpes 
contundentes a las FARC; ello contribuyó a generar las condiciones para los diálogos de 
paz. Esto no habría sido posible sin la inyección de capital para el presupuesto de inversión 
y de equipo especializado. Además, la llegada de nuevos recursos y la presencia de 
contratistas y uniformados estadounidenses, motivó un proceso que había planteado 
incluso antes de la implementación del Plan Colombia: el proceso de reestructuración y 
transformación militar que se consolidó solo hasta el gobierno de Álvaro Uribe.  
La profesionalización de los soldados, la creación y reorganización de nuevas unidades 
militares y la creación de objetivos más concreto y mejor enfocados terminaron generando 
un impacto en la efectividad militar. Este mejoramiento se tradujo a su vez en planes 
militares apoyados por la autoridad civil y de mayor trascendencia que los formulados en 
tiempos anteriores, como el Plan Lazo y el Plan Perla. De esta manera, la política de 
seguridad giró en torno a la Seguridad Democrática del gobierno Uribe, basada sobre todo 
en el Plan Patriota y el en Plan Consolidación, para luego intentar capitalizar esos avances 
mediante el Plan Espada de Honor y Victoria, durante el gobierno Santos.  
Los objetivos planteados por el Plan Colombia de lucha contra el narcotráfico, combate 
contra la guerrilla y protección de las inversiones estadounidenses serán en buena medida 
alcanzados tal y lo como muestran las cifras citadas a lo largo de la investigación.  Todo lo 
anterior lleva a la quinta y última conclusión. En la academia colombiana todavía existen 
vacíos respecto al estudio de los militares, así como sus vínculos con el sector político. Los 
estudios sobre las relaciones cívico-militares o bien se confunden con el análisis de los 
militares y la población civil, o solo abordan el tema desde la subordinación militar. La 
presente investigación ha buscado subsanar en parte este vacío en relación con el período 
más reciente. Es de señalar, sin embargo, que el análisis de las relaciones cívico-militares 
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va más allá de los límites del Plan Colombia y requiere incluir otras variables. Aunque no 
fueron objeto del presente estudio, la comprensión del impacto del Plan Colombia sobre 
las relaciones cívico- militares requiere también de la comprensión de la interacción entre 
las decisiones internas y el entorno internacional como el 11-s, que termina cambiando la 
posición de Estados Unidos frente a la guerrilla colombiana, o el mismo impacto de los 
diálogos de paz para el sistema internacional.  
Así, el Plan Colombia fue central para las relaciones cívico-militares, bien sea de manera 
directa o indirecta, en términos tanto de la subordinación militar como de la efectividad 
militar. A futuro, será necesario entender las repercusiones de largo plazo de estas 
trasformaciones tanto para la propia institución militar como para el régimen político en 
general, y, sobre todo, en la consolidación de la paz. 
5.1 Recomendaciones 
Los hallazgos de la investigación permiten formular tres recomendaciones específicas de 
cara al futuro.  Como lo plantea profesor Eduardo Pizarro, la primera se refiere a la 
necesidad de mejorar e institucionalizar el estudio de lo militar en centros de pensamiento 
de carácter civil. Sin duda alguna, un esfuerzo académico interinstitucional enfocado a 
analizar los temas militares de manera sistemática puede contribuir a cerrar la brecha 
histórica entre el mundo civil y el mundo militar. 
En la segunda recomendación se considera necesario seguir trabajando con el marco 
teórico propuesto para entender otros periodos históricos o para entender la coyuntura. 
Modernizar los marcos teóricos con los que se entiende a las Fuerzas Militares y hacerlo 
de manera comparada, permite entender mejor sus efectos en la vida social. Cualquier 
análisis político de la seguridad del país debe incluir explicaciones internas y estructurales 
de las Fuerzas Armadas. 
Finalmente, ya desde el punto de vista político, dado que el sector defensa tiene 
peculiaridades desde el punto de vista legal, político, económico y administrativo, es 
preciso que las autoridades civiles cuenten con un mejor entendimiento de esta realidad; 
ello es aún más urgente, debido a los cambios tanto cuantitativos como cualitativos que 
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